PAGE  
4

REPÚBLICA DE CHILE


[image: image1.png]



DIARIO DE SESIONES DEL SENADO

PUBLICACIÓN OFICIAL

LEGISLATURA 361ª
Sesión 8ª, en miércoles 3 de abril de 2013
Ordinaria

(De 16:21 a 19:20)

PRESIDENCIA DE LOS SEÑORES JORGE PIZARRO SOTO, PRESIDENTE; 
JOSÉ ANTONIO GÓMEZ URRUTIA, VICEPRESIDENTE, Y HOSAÍN SABAG CASTILLO, PRESIDENTE ACCIDENTAL
SECRETARIO, EL SEÑOR MARIO LABBÉ ARANEDA, TITULAR
____________________

Í N D I C E

Versión Taquigráfica


Pág.

I.
ASISTENCIA.........................................................................................................


II.
APERTURA DE LA SESIÓN...............................................................................

III.
TRAMITACIÓN DE ACTAS..........................................................................….

IV.
CUENTA...............................................................................................................

V.
FÁCIL DESPACHO:

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que faculta a los directorios de las comunidades de aguas y de las juntas de vigilancia para representar a los interesados en los procedimientos de perfeccionamiento de títulos de derecho de aprovechamiento de aguas (8150-09) (se aprueba en particular)............................


VI.
ORDEN DEL DÍA:

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre nulidad de despidos realizados para recontratar a un trabajador por una remuneración inferior (7633-13) (se aprueba en particular).....................................................................................
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la introducción de la televisión digital terrestre (6190-19) (queda para segunda discusión)................

Proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.450 con el fin de fomentar la inversión privada en obras de riego o drenaje comprendidas en proyectos integrales y de uso múltiple cuyo costo supere las 30.000 unidades de fomento (8771-01) (se aprueba en general)...............................................................
Peticiones de oficios (se anuncia su envío)…………………………………..............
A n e x o s

ACTAS APROBADAS:
Sesión 3ª, especial, en martes 19 de marzo de 2013.....................................................
Sesión 4ª, ordinaria, en martes 19 de marzo de 2013....................................................

Sesión 5ª, especial, en miércoles 20 de marzo de 2013.................................................
Sesión 6ª, ordinaria, en miércoles 20 de marzo de 2013................................................

DOCUMENTOS:
1.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, sobre fomento forestal que modifica y extiende los incentivos a la forestación establecidos en el decreto ley N° 701 (8603-01)....................................................................................................................
2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite ampliar plazo para que las concesionarias de radiodifusión de mínima cobertura puedan acogerse a la ley N° 20.433, que crea los servicios de radiodifusión comunitaria ciudadana (8817-15)..................................................................................................
3.- Informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre probidad en la función pública (7616-06).................................................................................

4.- Moción de los Senadores señores Espina y Tuma, con la que se inicia un proyecto de ley que fortalece la persecución de falsificación de tarjetas bancarias y obtención fraudulenta de datos (8856-07)..................................................................
5.- Moción del Senador señor Chahuán, con la que da inicio a un proyecto de ley que fija en seis meses el plazo de cobro de tarifas de peaje insolutas y prohíbe comunicar la información sobre el incumplimiento de los usuarios (8863-09)..............................................................................................................................
6.- Moción de los Senadores señores Bianchi, Horvath y Muñoz Aburto, con la que inician un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo en materia de regulación del contrato de aprendizaje (8864-13)......................................................
VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira Montes; de Justicia, señora Patricia Pérez Goldberg, y de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Errázuriz Domínguez. Asimismo, estuvo presente el asesor legislativo de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señor Andrés Rodríguez.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:21, en presencia de 20 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de la sesiones 3ª, especial, y 4ª, ordinaria, en 19 de marzo; 5ª, especial, y 6ª, ordinaria, en 20 de marzo, todas del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cinco de Su Excelencia el Presidente de la República: 



Con el primero retira la urgencia al proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (boletín N° 8.270-08).



--Se tiene presente el retiro y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, en carácter de “discusión inmediata”, respecto de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual (boletín N° 8.845-05).


2.- Proyecto de ley que perfecciona las disposiciones introducidas por la ley N° 20.568, sobre inscripción automática y que modernizó el sistema de votaciones (boletín N° 8.819-06).


Con el cuarto retira y hace presente la urgencia, en carácter de “suma”, respecto de los siguientes proyectos de ley:


1.- El que establece un sistema de supervisión basado en riesgo para las compañías de seguro (boletín Nº 7.958-05).


2.- El que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (boletín N° 7.550-06).


3.- El que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (boletín Nº 8.207-07).


4.- El que ajusta normas del Estatuto del Personal de Gendarmería de Chile en materia de requisitos de ingreso y de promoción de cargos en las Plantas de Oficiales Penitenciarios y de Suboficiales y Gendarmes (boletín N° 8.563-07).


5.- El que modifica la ley N° 20.378, que crea un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, incrementando los recursos del subsidio y creando el fondo de apoyo regional (FAR) (boletín N° 8.289-15). 


6.- El que modifica la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares (boletín Nº 8.329-15).


Con el último retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que tipifica como delito conductas relacionadas con la comercialización de fuegos artificiales (boletín Nº 8.612-02).


2.- Proyecto de ley que crea la Agencia Nacional de Acreditación y establece un nuevo sistema de acreditación de las instituciones de educación superior (boletín Nº 8.774-04).


3.- Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín N° 7.963-06).


4.- Proyecto de ley que dicta normas sobre compensaciones a los usuarios de servicios de distribución de agua potable en casos de interrupciones o suspensiones no autorizadas o no comunicadas previamente a ellos (boletín N° 2.357-09).


5.- Proyecto de ley relativo a medidas de seguridad en pasarelas, pasos sobre nivel y puentes que cruzan carreteras (boletín N° 8.201-09).


6.- Proyecto de ley que modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular y prohíbe el uso de uniformes a trabajadoras de casa particular (boletines N°s. 8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13, refundidos).


--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Dos de la Honorable Cámara de Diputados, con los que comunica que ha dado su aprobación a las iniciativas que se enuncian a continuación:



1.- Proyecto sobre fomento forestal que modifica y extiende los incentivos a la forestación establecidos en el decreto ley N° 701 (boletín N° 8.603-01) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a las Comisiones de Agricultura y de Hacienda.



2.- Proyecto que permite ampliar plazo para que las concesionarias de radiodifusión de mínima cobertura puedan acogerse a la ley N° 20.433, que crea los servicios de radiodifusión comunitaria ciudadana, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 8.817-15) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Envía copia de resoluciones recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de los artículos 207, letra b), del decreto con fuerza de ley N° 1-2009, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones; 2331 del Código Civil,  y 5°, numeral 3°, del Código de Justicia Militar.


--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.  

Del señor Subsecretario del Trabajo:


Responde consulta, enviada en nombre de los Senadores señores Frei y Larraín Peña, referente a programas de empleo y capacitación en apoyo de los trabajadores damnificados por el incendio ocurrido en Valdivia el 28 de septiembre del año pasado.


--Queda a disposición de los señores Senadores.

Informe


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre probidad en la función pública (boletín Nº 7.616-06) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Queda para tabla.

Mociones


De los Senadores señores Espina y Tuma, con la que se inicia un proyecto de ley que fortalece la persecución de falsificación de tarjetas bancarias y obtención fraudulenta de datos (boletín N° 8.856-07) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema. 



Del Senador señor Chahuán, con la que da inicio a un proyecto de ley que fija en seis meses el plazo de cobro de tarifas de peaje insolutas y prohíbe comunicar la información sobre el incumplimiento de los usuarios (boletín N° 8.863-09) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Obras Públicas.



De los Senadores señores Bianchi, Horvath y Muñoz Aburto, con la que inician un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo en materia de regulación del contrato de aprendizaje (boletín N° 8.864-13) (Véase en los Anexos, documento 6). 


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Solicitud de permiso constitucional


Del Senador señor Walker, don Ignacio, para ausentarse del país a contar del día 4 del presente mes.


--Se accede a lo solicitado.

Comunicaciones


De la Comisión de Salud, con la que da a conocer que, en sesión celebrada el día de ayer, fue elegido como su Presidente el Senador señor Mariano Ruiz-Esquide Jara.


De la Comisión Especial de Zonas Extremas, con la que comunica que, en su sesión del día de hoy, procedió a elegir  como su Presidente al Senador señor Carlos Ignacio Kuschel Silva.


--Se toma conocimiento.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)--------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- En la sesión de ayer quedó pendiente la fijación de plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea el Sistema Elige Vivir Sano.


La Mesa propone que sea hasta el lunes 15 de abril, a las 12.



¿Le parece a la Sala?



--Así se acuerda.

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, ayer pedí autorización para que la Comisión de Hacienda funcionara paralelamente con la Sala.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ya está acordado, señor Senador, al igual que el homenaje con motivo del Día del Holocausto, que se efectuará el martes 9 del mes en curso.

V. FÁCIL DESPACHO

FACILITACIÓN DE PERFECCIONAMIENTO DE TÍTULOS DE 

DERECHOS DE APROVECHAMIENTO DE AGUAS

El señor PIZARRO (Presidente).- En Fácil Despacho figura el proyecto de ley, iniciado en mensaje, en primer trámite constitucional, que faculta a los directorios de comunidades de aguas y de juntas de vigilancia para representar a los interesados en los procedimientos de perfeccionamiento de títulos de derechos de aprovechamiento de aguas, con segundos informes de las Comisiones de Obras Públicas y de Agricultura.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8150-09) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 91ª, en 18 de enero de 2012.



Informes de Comisión:



Obras Públicas: sesión 35ª, en 17 de julio de 2012.



Obras Públicas (segundo): sesión 96ª, en 16 de enero de 2013.



Agricultura (segundo): sesión 96ª, en 16 de enero de 2013.



Discusión:



Sesión 37ª, en 31 de julio de 2012 (se aprueba en general).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general por el Senado en sesión del 31 de julio de 2012.



La Comisión de Obras Públicas deja constancia de que las seis indicaciones al proyecto fueron retiradas y de que, en consecuencia, aprobó el articulado en los mismos términos en que fue aprobado en general por esta Corporación.



Por su parte, la Comisión de Agricultura efectuó una enmienda al texto aprobado en general, la cual fue acogida por unanimidad.



Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o que haya indicaciones renovadas.



El boletín comparado consigna, en la cuarta columna, la enmienda de la Comisión de Agricultura, y en la quinta, el texto como quedaría de aprobarse dicha enmienda.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión particular el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, la ley N° 20.017, de 2005, que reformó el Código de Aguas, establece que, cualquiera que sea el origen de los derechos de aprovechamiento de aguas, estos deben ser inscritos en el Registro de Derechos del Catastro Público de Aguas.



El Código agrega que no se podrá realizar acto alguno ante la Dirección General de Aguas, la Superintendencia de Servicios Sanitarios o la Comisión Nacional de Riego si el derecho de aprovechamiento no se encuentra inscrito en el respectivo Registro.



En consecuencia, el titular del derecho de aprovechamiento no inscrito puede verse muy perjudicado por no  poder acceder a diversos beneficios, tales como solicitar el cambio de punto de captación de agua; pedir subsidios por la ley N° 18.450, Ley de Fomento de la Inversión Privada de Obras de Riego y Drenaje; obtener el pago de bonos; conseguir la recepción definitiva de una obra hidráulica, y lograr el reconocimiento de una inversión por parte de empresas de servicios sanitarios, entre otros.



El Ministerio de Obras Públicas dio a conocer un informe elaborado por el Banco Mundial, titulado “Chile: Diagnóstico de la gestión de los recursos hídricos”, del 31 de marzo de 2011, que indica que “se estima que de unos 350.000 derechos de aprovechamiento de aguas legítimos, solamente alrededor de 70.000 están inscritos en el Registro Público (...), lo que demuestra un desfase importante entre el régimen catastral y la realidad”.



De ello se concluye, además, que alrededor de 300 mil de los derechos de aprovechamiento de aguas no se encontrarían inscritos en el Catastro Público y, por tanto, no contarían con todas las características esenciales requeridas para dicha inscripción, debiéndose iniciar los correspondientes procedimientos de perfeccionamiento de títulos.



La DGA agregó que el 78 por ciento del agua en Chile es consumida por usuarios agrícolas. Asimismo, indicó que casi la totalidad de los derechos de aprovechamiento no inscritos en el Catastro Público de Aguas son de propiedad de regantes que poseen títulos otorgados con anterioridad a la vigencia del Código respectivo.



Este proyecto tiene por objeto facilitar el perfeccionamiento de títulos de derechos de agua para pequeños agricultores, lo que podría beneficiar a más de 300 mil, la mayoría de los cuales son regantes; esto es, medianos y pequeños agricultores.



Según la Ministra de Obras Públicas, el perfeccionamiento de títulos es el procedimiento por medio del cual se completan aquellos títulos de dominio de derechos de aprovechamiento de aguas que no cuentan con todas las características establecidas por el mencionado Código, debido a que se constituyeron con anterioridad a su entrada en vigencia.



La importancia del procedimiento consignado en este proyecto de ley es que permite regular los títulos en forma colectiva, ya que individualmente  el procedimiento es caro y muy engorroso.



Por lo tanto, la iniciativa tiene por objeto potenciar a las organizaciones de usuarios, a fin de facultar al directorio de las organizaciones de las juntas de vigilancia o de las comunidades de aguas para representar a sus miembros ante el tribunal correspondiente en el procedimiento de perfeccionamiento del respectivo título, previo acuerdo de la junta general extraordinaria convocada al efecto.



Dada la relevancia del acuerdo, el proyecto propone que la junta lo apruebe con un quórum de dos tercios de los votos emitidos en ella.



Permite, además, una demanda conjunta de perfeccionamiento de títulos de derechos de agua, en juicio sumario, de todos los usuarios de la respectiva junta de vigilancia o comunidad de aguas, con lo que se obtendrá sentencia de perfeccionamiento de títulos para todos ellos.



Lo anterior posibilitará a los usuarios pagar un costo mucho menor por el trámite de perfeccionamiento de títulos. Asimismo, se logrará la agilización de los procesos de perfeccionamiento, tanto por la mayor disponibilidad de información como por el menor número de casos, gracias a la tramitación de derechos en conjunto, y que la jurisprudencia se uniforme.



Por lo tanto, la Comisión de Obras Públicas aprobó por unanimidad esta iniciativa en los mismos términos en que lo hizo la Sala en general. Luego, la Comisión de Agricultura le introdujo una modificación, que imagino el Senador señor Coloma dará a conocer en su informe.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Recuerdo a Sus Señorías que en Fácil Despacho la discusión se divide entre un Senador que sostenga el proyecto y el que lo impugne.



Ofrezco la palabra para quien desee sustentar la posición contraria a esta iniciativa.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Estamos informando el proyecto, señor Presidente.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero dar a conocer lo acordado por la Comisión de Agricultura

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Agricultura, Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, solo quiero agregar que la modificación que la Comisión de Agricultura introdujo a este proyecto, brillantemente informado por el Senador García-Huidobro, dice relación con la necesidad de exigir a la junta extraordinaria -requiere el acuerdo de dos tercios de los votos- publicar previamente la convocatoria que hará, a través del Diario Oficial, con el objeto de que ningún representado se exponga al hecho de no saber la ocurrencia de un evento de tal naturaleza y que, por ello, se produzca un eventual juicio -así se llama- respecto del derecho de aprovechamiento de aguas.



Creo que ello apunta en el sentido correcto.



Lo que buscó nuestra Comisión -porque sabemos cómo funciona eso en el agro- es dar una norma de transparencia adicional, para que de esa manera puedan cuidarse bien los derechos de cada uno.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, la exposición del Senador señor García-Huidobro ha sido perfecta. Interpreta muy bien el proyecto que estamos aprobando.



La única enmienda que se introdujo a la iniciativa -ya fue aprobada en general unánimemente por esta Sala- fue la que señaló el Senador señor Coloma; esto es que, para llamarse a los comités de agua, a la junta de vigilancia o los comités de regantes, debe publicarse previamente la convocatoria en el Diario Oficial.



Eso fue omitido.



Naturalmente, se requiere el acuerdo de dos tercios de los votos.



Ahora bien, el proyecto es de suma importancia y de alta prioridad para el Ministerio de Obras Públicas, ya que con su aprobación, los titulares de derechos de aguas podrán obtener el perfeccionamiento de ellos. Son alrededor de 300 mil pequeños regantes.



Señor Presidente, los derechos de aguas están inscritos en el Conservador de Bienes Raíces. Es un catastro público que necesita el Ministerio para una mejor adecuación respecto a las medidas por adoptar.



Por lo tanto, aquí no están en juego los derechos de aguas ni se están otorgando nuevos.



El perfeccionamiento de títulos es un requisito habilitante -como se señaló- para la inscripción de un derecho de agua en el Catastro Público de Aguas de la Dirección General correspondiente. Por ley, los titulares de derechos que no se encuentren inscritos en el Catastro no pueden realizar trámite alguno ante organismos como la Dirección General de Aguas, la Superintendencia de Servicios Sanitarios y la Comisión Nacional de Riego.



Tuvimos que aprobar iniciativas legales de emergencia para que los beneficios dados a través de INDAP, como el subsidio para pequeñas obras de riego, fueran cobrados, por cuanto quienes no estaban inscritos en el Catastro Público de Aguas no los podían percibir.



Señor Presidente, a mi juicio, este es un proyecto de ley muy apropiado, porque, al darse las facultades a las juntas de vigilancia y a las asociaciones de canalistas de las diversas organizaciones, ellas actuarán en representación de todos sus miembros. De esa forma podremos avanzar muy rápido. Porque el hacerlo de manera individual, aparte de lo caro que resulta para cada uno de los pequeños agricultores, implica que podrían pasar 40 años para terminar debidamente el Catastro Público de Aguas.



Con lo propuesto ello se va a acelerar, y en poco tiempo tendremos dicho registro debidamente actualizado.



Reitero que esta es una muy buena iniciativa para Chile, y la votaré a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación la enmienda de la Comisión de Agricultura.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la modificación de la Comisión de Agricultura (24 votos a favor); queda aprobado el proyecto en particular y despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Alvear y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Larraín (don Hernán), Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

El señor PIZARRO (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Carlos Larraín.

)------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, el próximo miércoles tendremos sesión especial en la mañana y la sesión ordinaria en la tarde.



La Comisión de Economía debe abocarse al estudio de un proyecto de la Cámara, sobre interés máximo convencional, que se halla en tercer trámite constitucional.



Por consiguiente, solicito autorización para que dicha Comisión pueda funcionar en paralelo con la Sala el miércoles 10 del mes en curso, de 18 a 20, a objeto de invitar a las personas que expondrán sobre la materia.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a lo solicitado por el señor Presidente de la Comisión de Economía?



--Así se acuerda.

)------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro. 

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, efectivamente el próximo miércoles tendremos sesión especial en la mañana.



En la Comisión de Obras Públicas, debemos discutir dos proyectos que tienen “suma urgencia”. De modo que pido que se nos autorice para sesionar en forma paralela con la Sala el miércoles 10 en la mañana.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ese día tenemos sesión especial para continuar con la discusión particular del proyecto que permite la introducción de la televisión digital terrestre, que contiene normas de quórum especial. De modo que pido a Su Señoría citar a la Comisión antes, a las 10 o a las 10:30. La sesión especial está fijada de 11:30 a 14. 



De lo contrario, será muy complicado estar llamando a los señores Senadores a cada rato para votar. 

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Tiene razón, señor Presidente. Así lo haremos. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Gracias. 

)------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán. 

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, si fuera posible, pido que se agreguen a la tabla de Fácil Despacho los proyectos signados con los Nos 13 y 14 del Orden del Día.

El señor PIZARRO (Presidente).- La primera iniciativa mencionada, iniciada en moción, modifica los estatutos de la prisión preventiva y de la suspensión de la ejecución de la pena en el caso de la conducción en estado ebriedad o bajo la influencia de sustancias psicotrópicas, con resultado de lesión o muerte.



Este proyecto requiere quórum de ley orgánica constitucional para su aprobación, por lo que no creo que sea de tan fácil despacho.

El señor CHAHUÁN.- De acuerdo, señor Presidente. 

El señor LARRAÍN.- ¡Era por si pasaba...!

El señor CHAHUÁN.- ¡Por si acaso...!

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, dejaremos sin efecto su petición, señor Senador. 

El señor CHAHUÁN.- Okay.
VI. ORDEN DEL DÍA

NULIDAD DE DESPIDOS PARA RECONTRATACIÓN DE TRABAJADORES POR UNA REMUNERACIÓN INFERIOR

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Escalona y Muñoz Aburto, en primer trámite constitucional, sobre nulidad de despidos realizados para recontratar a un trabajador por una remuneración inferior, con segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (7633-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Escalona y Muñoz Aburto):


En primer trámite, sesión 16ª, en 10 de mayo de 2011.


Informes de Comisión:


Trabajo y Previsión Social: sesión 37ª, en 2 de agosto de 2011.


Trabajo y Previsión Social (nuevo): sesión 53ª, en 9 de octubre de 2012.


Trabajo y Previsión Social (segundo): sesión 4ª, en 19 de marzo de 2013.


Discusión:



Sesiones 41ª, en 9 de agosto de 2011 (queda para segunda discusión); 44ª, en 16 de agosto de 2011 (vuelve a Comisión para un nuevo primer informe); 57ª, en 30 de octubre de 2012 (se aprueba en general).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 30 de octubre de 2012.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones. 



Dicho órgano técnico efectuó dos enmiendas al proyecto de ley aprobado en general: una de ellas fue acordada por unanimidad, por lo que debe ser votada sin debate, salvo que algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión o existieren indicaciones renovadas; y la otra fue acogida solo por mayoría, razón por la cual será puesta en discusión y votación oportunamente. 



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado que consigna, en la segunda columna, las modificaciones introducidas por la Comisión y, en la tercera, el texto resultante si estas son aprobadas. 

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión particular la iniciativa. 



La enmienda acordada en forma unánime en la Comisión sustituye, en el primer inciso del artículo 64, nuevo, del Código del Trabajo, la frase: “o en un período próximo” por “o dentro de un plazo de tres meses contados desde el momento del despido”.



Si le parece a la Sala, se dará por aprobada. 

El señor LARRAÍN.- Hay que votarla. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Sugerí el procedimiento abreviado considerando que existió unanimidad en la Comisión. Pero no hay problema en someterla a votación, señor Senador.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Disculpe, señor Presidente. 

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Hay una indicación?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Sí. 



Se renovó una indicación, con las firmas reglamentarias, para sustituir, en el artículo único del proyecto, el texto de todo el artículo 64, nuevo, por el siguiente: “Si el contrato celebrado por un plazo indefinido terminare por aplicación de las causales contenidas en los números 1 y 2 del artículo 159, o 161 de este Código, y dentro de los sesenta días siguientes al término de los servicios el trabajador fuere contratado nuevamente en la misma empresa, para la realización de las mismas funciones pero con una remuneración inferior, el empleador deberá notificar de ello por escrito al directorio del sindicato o al delegado de personal”.



Se remplaza totalmente el artículo 64 propuesto, sin perjuicio de considerar luego la modificación aprobada por mayoría, que agrega un inciso nuevo. 

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión la indicación renovada. 



Ofrezco la palabra. 

El señor ESCALONA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría. 

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, en primer lugar, pido que se avise a las Comisiones que se hallan sesionando en paralelo con la Sala que estamos a punto de votar. 



En cuanto a la indicación renovada, quiero manifestar que, desde mi punto de vista, ella es inadmisible, porque atenta contra la idea matriz del proyecto original. 



En su redacción se alude a los números 1 y 2 del artículo 159 del Código del Trabajo, que se refieren a otras situaciones de carácter laboral: el primero dice relación con el acuerdo mutuo entre las partes, que no es el caso, por cuanto la iniciativa no intenta regular esa realidad; y el segundo, con la renuncia del trabajador, que tampoco se contempla en la idea matriz. 



Luego se menciona el artículo 161, relativo al despido del trabajador por necesidades de la empresa, que nada tiene que ver con el objetivo central del proyecto. 



La indicación renovada no solo rompe desde el punto de vista jurídico la idea matriz de la iniciativa, sino que, además, afecta su esencia, porque establece que, por una notificación por escrito dirigida al directorio del sindicato o al delegado del personal, se sancione una recontratación de un trabajador en condiciones inferiores a las que tenía al momento de ser despedido. 



Por lo tanto, no comparto esta indicación.



Manifiesto a la Sala que ella trastoca la naturaleza y la esencia misma de la propuesta que hemos presentado, para evitar que continúen estos reiterados abusos laborales. 



Con el Senador Muñoz Aburto -somos autores de la moción-, somos testigos de lo que sucede con los trabajadores en la actividad empresarial del salmón en las Regiones Décima, Undécima y Duodécima. No se trata solo de hechos ocurridos el año pasado o antepasado a propósito de la crisis del salmón. Ahora, la semana pasada, la empresa Mainstream, en la comuna de Ancud, despidió a 400 trabajadores. Pero a los pocos días estos fueron recontratados con condiciones inferiores a las que tenían cuando se les obligó a irse de la empresa. 



Estamos siendo testigos de un mecanismo que desnaturaliza completamente la relación laboral y genera una situación de desprotección de los trabajadores y las trabajadoras, lo cual, desde mi punto de vista, hace aconsejable la aprobación del proyecto que hemos presentado. 



No encuentro ninguna explicación ni sentido al hecho de provocar tal grado de conflictividad laboral. Al final, ¿qué va a hacer la gente ante tanto abuso? ¿La estamos empujando a salir a protestar, a que corte carreteras, a que queme neumáticos? ¡A qué extremo se está llevando a centenares de personas por situaciones laborales francamente leoninas! 



Lo que nosotros queremos es simplemente poner freno a los abusos en el trabajo, que son por completo inaceptables. 



He dicho. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto. 

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, respaldo plenamente lo señalado por el Senador Escalona.



No cabe duda de que los números 1 y 2 del artículo 159 del Código del Trabajo, que son enunciados en esta indicación renovada, absolutamente nada tienen que ver con la idea matriz del proyecto: uno y otro se refieren a conductas particulares y personales.



¿Qué dice el número 1 del artículo 159? “Mutuo acuerdo de las partes”; vale decir, empleador y trabajador deciden poner fin al contrato de trabajo. No se produce un despido; se termina la relación laboral por acuerdo mutuo.



El número 2 del mismo artículo también alude a una decisión personal: el trabajador opta voluntariamente por renunciar a su puesto laboral y le da aviso a su empleador con la anticipación que en dicho precepto se establece.



Ambas situaciones no guardan relación con los despidos y tampoco con los derechos que queremos cautelar. Nosotros buscamos terminar con los abusos que se cometen en algunas actividades del ámbito laboral.



Por su parte, el artículo 161 señala que “el empleador podrá poner término al contrato de trabajo invocando como causal las necesidades de la empresa”, ya sea por racionalización o por el hecho de que la persona no se adecuó a las nuevas formas de trabajo imperantes al interior de la compañía. En este caso, sí estamos frente a un despido, que podría dar pie a la situación que queremos precaver con la iniciativa en discusión.



Señor Presidente, con la modificación aprobada en la Comisión de Trabajo pretendemos terminar con los abusos y evitar, en lo posible, la conflictividad social que estos provocan, los cuales se cometen cuando a una persona la despiden hoy día y la recontratan mañana con un sueldo inferior al que percibía en el contrato anterior.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, en primer término, anuncio que voy a respaldar el proyecto que nos ocupa.



Me habría gustado que su alcance fuera aún más amplio, para evitar un fenómeno que se produce con grupos de trabajadores muy estables, que cuentan con contratos con empresas que laboran a plazo fijo, como las de recolección de basura o las asociadas a la JUNAEB. Después de tres o cuatro años, periodo en que ellos se organizan y alcanzan cierto nivel de sueldo, termina la relación contractual y el municipio contrata otra vez el servicio, pero les baja el sueldo al mínimo de nuevo. Entiendo que esta iniciativa, por desgracia, no cubre tal situación, por cuanto técnicamente, aunque es el mismo mandante, se trata muchas veces de otro empleador, porque suele ser otra empresa la que entonces interviene. 



Este proyecto es acotado, pero así y todo permite evitar ciertos abusos reiterados.



Señor Presidente, la indicación que se ha renovado se halla absolutamente fuera de las ideas matrices de la iniciativa. Se refiere a otra materia. No tiene que ver con nulidades de despidos. 



Los colegas de la Alianza proponen legitimar que a un trabajador le bajen el sueldo con tal de que se le avise al sindicato. ¡Ello, en caso de que existiese uno...! ¡El problema es que no hay sindicatos en todos lados para avisar de esto!



En todo caso, creo que la indicación renovada escapa a las ideas matrices. No sé si corresponde, a esta altura de la tramitación, solicitar que se la declare inadmisible. Probablemente, ello debería haberse hecho en la Comisión de Trabajo. Con todo, entiendo que la Sala puede resolver si la indicación se halla dentro o fuera del objetivo central del proyecto. Para mí, ella busca legitimar el despido para recontratar con una rebaja de sueldo si el empleador hace cierta acción. Esa no es la idea matriz de la iniciativa, sino la nulidad del despido cuando se hace para disminuir la remuneración.



Por lo tanto, señor Presidente, pido que la Mesa nos oriente en ese sentido. 



Si corresponde, solicito que la Sala se pronuncie sobre la admisibilidad de la indicación renovada, la que, en verdad, es un blanqueo de la situación -voy a pensar que no fue esa la intención de sus autores-, una intención para bajarles los sueldos, ya de por sí precarios, a muchos trabajadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, precisamente en este tipo de proyectos es donde se marca una diferencia en esta Sala, una diferencia profunda.



Los Senadores de la Derecha Pérez Varela, Uriarte, Orpis, Kuschel, Lily Pérez, Coloma, García-Huidobro, Novoa, García y Von Baer han presentado una indicación para establecer que se puede despedir al trabajador y después recontratarlo con menos sueldo, siempre y cuando se notifique al directorio del sindicato o al delegado del personal. Es decir, el empresario los despide y los vuelve a contratar al día siguiente con una remuneración inferior, bastando para ello solo con enviar una notificación escrita al directorio del sindicato -¡como una burla infame!- o al delegado del personal.



Espero con ansiedad la argumentación de los Senadores de las bancadas de enfrente. 



El movimiento sindical en Chile es hostigado y abusado. Así ocurre hoy día en el puerto de Mejillones por parte de la empresa Ultraport, la que, después de 19 días de paro -ha significado pérdidas por 2 mil millones de dólares-, aún se niega a reincorporar a los dirigentes. Y la prensa, por cierto, elimina toda referencia al tema de fondo: la protección del sindicalismo. 



Y hay quienes alzan la voz para criticar un paro por solidaridad. Los trabajadores portuarios de Lirquén, de San Vicente, de Coronel, de Penco hoy día marcharon en la plaza de armas de Concepción para reclamar por el reintegro de los dirigentes en Mejillones. ¡Un paro por solidaridad! ¡Y algunos se atreven a criticarlos!



¿Quién decide en Ultraport? ¿Quién es Von Appen, que no reincorpora a los dirigentes sindicales, evitando así el colapso de los puertos chilenos?



Se trata de un paro de brazos caídos, señor Presidente. Tal manifestación no ha impedido el acceso a los puertos.



Creo que el Gobierno ha hecho la gestión pertinente. 



Pero me queda claro que detrás de la indicación hay una filosofía, una mirada de la vida, una visión sobre el modelo. ¡La Derecha de esta Sala nuevamente intenta legitimar el abuso en contra de los trabajadores! Y cuesta mucho que estos lo sepan, porque, a raíz de la débil e insignificante señal televisiva del Senado -además, hay que pagar por ella, pues se necesita contratar cable-, la inmensa mayoría de la fuerza laboral del país no se va a enterar de ello. 



De aprobarse la indicación renovada, se habrá consumado otro abuso en contra de los trabajadores y se habrá consagrado otro paso en defensa de los intereses empresariales más mezquinos. Ello, gracias a la Derecha que hoy día ocupa este Hemiciclo.



Señor Presidente, lo que motivó el paro portuario en Chile, silenciado por la prensa, ¡es inaceptable! 



Lo que propone esta indicación, presentada por la Derecha, en mi opinión, ¡es inaceptable! 



Pretender legitimar el despido y rebajar los sueldos ¡es inaceptable! 



De ahí, el desprestigio de la política. Lo más terrible es que luego todos pagaremos el costo, sin ningún distingo. Ojalá hubiera una prensa que fuera capaz de leer y de hacer notar las diferencias.



 Ojalá alguno de los Senadores que han firmado la indicación tuviera la valentía de salir a defenderla públicamente y decirles en su cara a los trabajadores que pretenden revertir el proyecto presentado por los Senadores Escalona y Muñoz Aburto. No buscan eliminar el abuso; lo quieren legitimar. Es decir, desean hacer vista gorda de lo que pasa y aumentar los grados de ilegitimidad.



No dejo de sentir impotencia e indignación, señor Presidente. 



Comparto el reclamo que ha planteado el Senador Escalona: ¿Quieren reventar a los trabajadores? ¿Quieren que haya una explosión social en Chile? ¿Quieren ponerlos de rodillas, humillarlos, como ocurre hoy día con el paro portuario por las acciones de Ultraport? 



Soy consciente, a propósito de este debate, del esfuerzo que hacen Senadores del Partido Socialista para procurar un poco más de igualdad en esta desbalanceada e inequitativa relación entre empleadores y trabajadores. Estoy hablando de las grandes empresas. Porque las que hacen esto son las salmoneras del sur, a las cuales les entregamos concesiones gratuitas a eternidad. Y después de haber generado la crisis más profunda en materia de manejo ambiental, se dan el lujo hoy día de llevar adelante estas prácticas.



Cuando discutimos la ley pertinente lo advertimos. No aprenden la lección. Y la Derecha en nuestro país no aprende la lección. Si quieren poner de rodillas a los trabajadores de Chile, estos se van a levantar.



Siento que constituye una irresponsabilidad política lo que hoy ocurre con los empresarios de Ultraport y el haber presentado esta indicación. Espero que la puedan defender. Y ojalá tuviéramos la posibilidad de discutir este texto y el trasfondo del paro portuario de cara a los trabajadores. Pero, como toda la prensa es de propiedad de la Derecha, la escrita, la televisión, toda, a excepción de radios Bío-Bío y Cooperativa, este debate no será conocido, no será recogido, porque se trata de los trabajadores de Chile.



Con profunda tristeza, porque creía que podíamos llevar adelante discusiones de altura y no determinar un debate acerca de una indicación que pretende vulnerar, restringir derechos y perjudicar a los trabajadores, voy a votar en contra de esta indicación. Y ojalá las bancadas de enfrente, de la Derecha de este país, planteen algún argumento que yo pudiera escuchar e intentar comprender.



¡Nueva Constitución, ahora, señor Presidente!



¡Patagonia sin represas!



¡No más AFP!



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, aquí hay dos temas involucrados.



Uno dice relación con la eventual admisibilidad o no de una indicación. Me parece que se podrá discrepar de ella, como hemos oído a varios Senadores, pero es una manera distinta de abordar lo relativo al despido de un trabajador y su recontratación. A uno podrá gustarle o no, pero ese es el tema.



Sin embargo, me asisten algunas inquietudes respecto de la propuesta central formulada por los Senadores señores Escalona y Muñoz. Porque veo que hay dos hipótesis que no me parecen recogidas si se aprobara el proyecto tal cual viene de la Comisión.



Una se refiere a la situación que tiene lugar con mucha frecuencia cuando hay una crisis económica, sea general del país o de un sector. Por ejemplo, a propósito del salmón, se produce una enfermedad, lo que genera la pérdida, la quiebra o la amenaza de quiebra de la industria salmonera, y, por lo tanto, es preciso tomar algunas medidas. Y en muchas oportunidades puede ser una manera de salvar la empresa el reducir los costos del trabajo, que resulta muy importante en cualquier actividad productiva. ¿Qué ocurre si se genera esa situación y existe la necesidad de despedir y recontratar a la gente con un sueldo inferior? ¿No se podría hacer eso? ¿Estaríamos con ello, quizás, condenando a que la empresa no pueda adoptar esa medida y, por ende, haciendo que se encamine derechamente a la quiebra?



Yo pregunto cómo se asume una realidad de esa naturaleza. Esa es una hipótesis que no me parece resuelta con esta propuesta.



Y la segunda, que es recogida por la indicación renovada, apunta a qué pasa si un trabajador no va a seguir en una tarea determinada pero sí en otras. A este le puede convenir, al cambiar de funciones dentro de la empresa, recibir una indemnización, porque con eso capitaliza los años de trabajo y empieza en las labores nuevas con una hipótesis distinta, aunque sea con un sueldo inferior. Y puede estar plenamente de acuerdo con eso. Sin embargo, con esta norma ello no sería posible, salvo que se dejaran pasar 60 días, porque esta disposición tampoco es universal y absoluta hacia el futuro: impide la recontratación inmediata y dentro de 60 días, pero no con posterioridad a ese plazo. En consecuencia, podría darse este escenario pasado ese tiempo.



Por consiguiente, hay dos hipótesis respecto de las cuales quisiera entender la respuesta de los señores Senadores, porque considero que no quedan salvadas con la propuesta que nos ha llegado. Por lo tanto, antes de votar o pronunciarme, desearía tener claro cómo se zanjarían las dos situaciones a las que me referí.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, esta indicación, efectivamente, la vimos en la Comisión de Trabajo, y yo la rechacé. Y lo hice porque, obviamente, va en la dirección absolutamente contraria al espíritu y la inspiración -no tengo duda alguna- de los Senadores que elaboraron el proyecto que hoy tenemos que votar: cómo asegurar, resguardar, garantizar una situación laboral que permita que el trabajador -mujer u hombre- tenga una proyección dentro de la actividad que desarrolla y que no corra el riesgo de ser despedido de la noche a la mañana y que a los días siguientes, por la misma pega, se le pague menos, debiendo aceptar aquello por la necesidad de esa trabajadora o de ese trabajador.



La indicación renovada dispone:



“Artículo 64.- Si el contrato celebrado por un plazo indefinido terminare por aplicación de las causales contenidas en los números 1 y 2 del artículo 159, o 161 de este Código, y dentro de los sesenta días siguientes al término de los servicios el trabajador fuere contratado nuevamente en la misma empresa, para la realización de las mismas funciones pero con una remuneración inferior, el empleador deberá notificar de ello por escrito al directorio del sindicato o al delegado de personal”.



¿Y qué se logra con que el empleador, el dueño, el gerente, el jefe de la empresa le mande una nota al sindicato o al delegado de personal, cuando el trabajador ya fue despedido y vuelve a ser contratado para la realización de la misma labor pero con un sueldo menor?



Entonces, ¿cómo es posible sostener esta indicación?



Yo puedo entender lo que ha dicho el Senador que me antecedió en el uso de la palabra. En esto la mirada de ellos es algo distinta. Afortunadamente, la mía se orienta a intentar dar resguardo y respaldo, y fundamentalmente respeto, a toda actividad.



Pero hemos sido testigos de empresas -también lo mencionó un Senador que me antecedió en el uso de la palabra- a las que se les ha otorgado concesiones ad aeternum, para siempre, y que fueron parte de una crisis brutal en nuestro país. Y la banca presionaba para que aceleráramos un proyecto de ley a fin de que esas empresas pudieran continuar con una actividad. Sin embargo, esta vez, como lo ha señalado el Senador Escalona   -autor del proyecto junto con el colega Muñoz Aburto-, ha habido despidos de cientos de personas sin ninguna explicación.



Por lo tanto, yo no solo voy a rechazar esta indicación, sino que plantearé lo mismo que en su oportunidad manifesté en la Comisión de Trabajo: me parece que esta indicación apunta en el sentido absolutamente contrario. El único resguardo que se le entregaría al trabajador es que el empleador, el dueño, el gerente de la empresa, luego de despedirlo, se lo comunique al directorio del sindicato o al delegado de personal. ¿Qué pueden hacer el delegado de personal, el sindicato? Ojalá que mucho. ¿Lograrán que lo recontraten con una mejor remuneración o con la misma que tenía antes? No. Se le contrará, pero con inferior sueldo y para desarrollar la misma actividad.



Votaré en contra de la indicación. Y, por supuesto, me pronunciaré a favor del proyecto de los Senadores Muñoz Aburto y Escalona, que apunta a dar un mayor resguardo a nuestros trabajadores.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero manifestar que cuando un Senador de las bancadas de enfrente piensa distinto o tiene una visión diferente sobre algún tema, a mí no me provoca ninguna frustración ni impotencia, ni vocifero las penas del infierno por ello.



Indudablemente, en este caso puntual tenemos otra manera de enfrentar la situación. Y yo los llamo a leer con claridad cuáles son las diferencias que hoy día tenemos.



El texto que viene aprobado por la Comisión de Trabajo establece que un despido es nulo si la persona es recontratada, dentro de los tres meses contados desde el momento en que fue cesada, con una remuneración inferior.



¿Qué decimos nosotros? Planteamos incorporar elementos nuevos como la renuncia, el acuerdo y el despido por parte de la empresa. Y señalamos que hasta 60 días después de que el trabajador ha sido despedido, si algún empleador desea recontratarlo por un sueldo inferior, debe informarlo al sindicato o al delegado del personal para prever si se está ante una situación de carácter fraudulento. Porque lo que se quiere en realidad es combatir el abuso. 



A nuestro juicio, reviste gran importancia que tenga voz el sindicato, que tenga voz la estructura legal del personal de la empresa, a fin de que no se utilice una circunstancia de esta naturaleza de manera fraudulenta y exclusivamente para perjudicar. Porque, como dijo el Senador Larraín, estas normas operan en la práctica cuando existen situaciones de crisis, ya sea de carácter general o particular en determinada actividad.



Porque en ese momento, a lo mejor adecuándose, la empresa puede recontratar gente con una remuneración inferior.



La norma que propone el informe resulta indudablemente más dañina para los trabajadores que la que estamos dando a conocer, ya que después de 90 días se puede contratar con menos sueldo sin que ocurra absolutamente nada: no resulta nulo el despido y el trabajador no tiene posibilidad alguna de alegar. 



Además, tal como está redactada, con esta norma estamos obligando a los trabajadores a ir a juicios complejos y difíciles. Los Senadores que son abogados saben que así es, porque se debe probar y lograr la nulidad de ese despido. Por lo tanto, los trabajadores están obligados a ir a juicio, a alegar ante los tribunales, cuestión que les resulta en extremo difícil y compleja.



Por consiguiente, ya que hemos sido emplazados y calificados con los peores epítetos por parte del Senador Navarro, le quiero decir a Su Señoría que lo que votará a favor es que una vez transcurridos 90 días del despido de un trabajador -además de obligarlo a ir a juicio para probar la nulidad-, se le puede contratar por una renta inferior sin ningún problema.



Nosotros estamos diciendo que, incluso en los casos en que haya acuerdo o renuncia, después de 60 días, si se desea recontratar a alguien con una remuneración inferior, se debe informar al sindicato o al delegado del personal, de modo que exista una voz que pueda decir: “¿Sabe? Aquí estamos frente a una situación de carácter fraudulento, de abuso, de engaño”.



En consecuencia, con esta indicación renovada estamos mejorando sustancialmente la condición en que se desenvuelven en la actualidad los trabajadores.



En las bancas de enfrente quieren, primero, obligar a la gente a ir a juicio, y segundo, que después de 90 días se les bajen las remuneraciones y nadie diga absolutamente nada.



La indicación, por lo tanto, mejora en gran manera la norma actual.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, me parece que la indicación en comento se aparta por completo del texto original y de la intención de los autores de la moción, Honorables señores Escalona y Muñoz Aburto.



Considero legítimo que tengamos miradas distintas. De hecho, esta constituye una prueba más de ello. En temas laborales, de derecho de sindicalización, de respeto al derecho laboral y de ampliación de la negociación colectiva, nuestras apreciaciones son muy diferentes. Y es legítimo que así suceda y que sea más bien la ciudadanía la que se pronuncie en determinado momento.



Estimo que en este país nos hace falta avanzar hacia una verdadera reforma laboral; que está muy desequilibrada la negociación colectiva -prácticamente no existe- entre un sindicato y los dueños de la empresa. O sea, a mi juicio, Chile no resistirá mucho tiempo lo que constatamos día a día.



Por lo tanto, entiendo que se trate de legítimas miradas diferentes. Pero que quede claro que son distintas. Eso hoy día se ve con bastante nitidez.



Señor Presidente, considero que la indicación no solo se aparta absolutamente del texto original, sino que además no soluciona nada. Por el contrario, legitima cierta situación.



La presentación de esta moción es supersimple y bien clarita: va a ser nulo el despido de un trabajador que sea realizado con el propósito de volver a contratarlo dentro de un período equis -o inmediato, qué se yo- con una remuneración inferior.



Es tan simple como eso, porque estamos llenos de situaciones de ese tipo.



Lo que se busca es justamente, dentro de un estado de vulnerabilidad, la protección de trabajadores que, ante necesidades o el riesgo de quedar cesantes, de repente se ven obligados a aceptar esta medida de ser recontratados con una remuneración menor.



Es lo que estamos tratando de proteger. 



Estimo que a las sociedades les va mucho mejor -con esto termino- cuando actúan de otra manera. Si uno mira la sociedad alemana, o la de otros países, se da cuenta de que su manejo es absolutamente distinto: cualquier política pública se discute con los sindicatos y las empresas como actores fundamentales. Se sientan en torno a una mesa y conversan. Ninguna política pública relacionada con las pensiones, las edades de jubilación, la extensión de negociación, etcétera, se debate sin estos representantes considerados relevantes, propios de una sociedad democrática avanzada.



Me temo que en nuestro país sucede lo que en la Cámara de Diputados vivimos muchas veces. En esa rama del Congreso elaboramos varios informes -me acuerdo que los encabezaba el Diputado Montes- sobre los abusos, por ejemplo, en el retail y en numerosos otros casos como el conocido multirrut, las prácticas antisindicales, el negar que las trabajadoras pertenecen a una misma empresa, aunque realicen la misma labor, vistan el mismo uniforme, tengan el mismo horario, en fin. Son considerados roles diferentes. 



Y así suma y sigue.



O sea, nos cansamos de ver testimonios de situaciones de abusos.



Y este proyecto, que es muy simple, apunta a una cosa medular: al menos en este caso, a evitar este tipo de despidos y la realidad humillante del trabajador que, ante la necesidad, a lo mejor está dispuesto a aceptar esta medida.



Señor Presidente, me parece que se debe rechazar la indicación renovada. Y espero que aprobemos la moción presentada por los Senadores Escalona y Muñoz Aburto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se ha planteado la posibilidad de que sea inadmisible la indicación. 



Como tengo la alternativa, someteré a votación su admisibilidad, pues creo que es el camino correcto.



Se tocarán los timbres y procederemos a votar.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, en conformidad a lo señalado por el señor Presidente, los que consideran admisible la indicación votan que sí, mientras que quienes estiman que es inadmisible votan que no.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación la admisibilidad de la indicación renovada.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Por 15 votos contra 10, la Sala determina que la indicación renovada es inadmisible, y así lo declara el señor Presidente. 



Votaron por la inadmisibilidad las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Escalona, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



Votaron por la admisibilidad la señora Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Orpis, Pérez Varela y Prokurica.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Trabajo introdujo dos modificaciones al texto aprobado en general.



La primera, para sustituir la frase “o en un período próximo” por “o dentro de un plazo de tres meses contados desde el momento del despido”.



Dicha enmienda se aprobó unánimemente. De modo que, conforme al Reglamento, debe votarse sin debate, salvo que algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará de la misma forma en que lo hizo el referido órgano técnico.



--Se aprueba por unanimidad.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La segunda modificación consiste en agregar al artículo 64 del Código del Trabajo el siguiente inciso nuevo: “La misma sanción corresponderá cuando se trate de contratar a un trabajador de una empresa contratista o subcontratista por parte de otra empresa contratista o subcontratista para efectuar igual faena.”.



La Comisión aprobó esa enmienda por mayoría.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el inciso nuevo propuesto por la Comisión de Trabajo (16 votos contra 9 y 2 pareos) y queda despachado el proyecto en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Escalona, Girardi, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Coloma, García, García-Huidobro, Larraín (don Carlos), Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.



No votaron, por estar pareados, los señores Frei (don Eduardo) y Lagos.

INTRODUCCIÓN DE TELEVISIÓN DIGITAL TERRESTRE

El señor PIZARRO (Presidente).- Prosigue la discusión particular del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la introducción de la televisión digital terrestre, con segundo y nuevo segundo informes de las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas, e informe de la Comisión de Hacienda.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6190-19) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 8ª, en 13 de abril de 2011.


Informes de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones: sesión 30ª, en 5 de julio de 2011.


Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas (segundo): sesión 91ª, en 2 de enero de 2013.


Hacienda: sesión 91ª, en 2 de enero de 2013.


Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas (nuevo segundo): sesión 2ª, en 13 de marzo de 2013.


Discusión:



Sesiones 31ª, en 6 de julio de 2011 (se aprueba en general); 92ª, 93ª y 94ª, en 8, 9 y 15 de enero de 2013 (queda pendiente la discusión particular); 96ª, 100ª y 102ª, en 16 de enero, 5 y 6 de marzo de 2013 (queda pendiente la discusión particular); 1ª y 3ª, en 12 y 19 de marzo de 2013 (queda pendiente la discusión particular).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Esta iniciativa tiene urgencia calificada de “suma”.



Corresponde continuar la discusión del inciso sexto del artículo 15 propuesto por las Comisiones unidas.



Se trata de una norma orgánica constitucional, la que, al igual que los anteriores incisos de dicho precepto, debe votarse en forma separada, por haberlo pedido así el Senador señor Gómez.



Quedó inscrito para hacer uso de la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor LARRAÍN.- Declino hacerlo, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Algún señor Senador desea intervenir respecto de este inciso?

El señor NAVARRO.- ¿Qué inciso es?

El señor PIZARRO (Presidente).- Observo que hay cierta confusión.



Señor Secretario, por favor, informe exactamente qué inciso está en discusión y en qué página del boletín comparado se encuentra.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se halla en debate el inciso sexto del artículo 15 de remplazo; comienza en la página 52 del boletín comparado y termina en la 53, y dice: “Se entenderá, sin necesidad de mención expresa, que toda postulación conlleva la obligación irrestricta de atenerse y mantener permanentemente el “correcto funcionamiento” del servicio, en los términos establecidos en el artículo 1° de esta ley.”.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Como es necesario dejar constancia del quórum, por tratarse de una norma de rango orgánico constitucional, abriré la votación.



En votación el inciso sexto del artículo 15 de remplazo.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Quiero tener precisión sobre lo que estamos votando, señor Presidente.



¿La norma pertinente figura en las páginas 53 y 54...

El señor LABBÉ (Secretario General).- Discúlpeme, señor Senador. Se trata del inciso sexto del artículo 15 de remplazo. Comienza en la parte final de la página 52, con la expresión “Se entenderá”, y termina en la 53, con las palabras “artículo 1° de esta ley”.



El texto señala: “Se entenderá, sin necesidad de mención expresa, que toda postulación conlleva la obligación irrestricta de atenerse y mantener un “correcto funcionamiento” del servicio...”.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, llama un poco la atención esto de que “toda postulación conlleva”. No está claro qué significa “conlleva”.



Uno podría decir: “Se entenderá, sin necesidad de mención expresa, que toda postulación está obligada en forma irrestricta de atenerse y mantener permanentemente el “correcto funcionamiento” del servicio”.



El concepto “conlleva” no es muy preciso.



Se planteó la situación en la sesión anterior. Y lamento que no estén presentes en este debate ni el Ministro de Transportes ni el Subsecretario de Telecomunicaciones -lo digo con todo respeto por el Ministro señor Larroulet, quien nos acompaña esta tarde en la Sala-, porque con ellos hubo entendimiento en el sentido de que se debía cambiar aquel concepto. 



Incluso, hubo una conversación -fui testigo de ella- con los representantes de los actores, quienes han insistido mucho, y con razón, en que se garantice que el concepto “correcto funcionamiento” considera las obligaciones laborales.



No sé si el Ejecutivo hizo llegar la indicación a que se comprometió en cuanto a redactar de nuevo la norma para subsanar la expresión “Se entenderá (...) que toda postulación conlleva la obligación irrestricta”, que es un tanto fallida.



Porque uno cumple o no cumple con el correcto funcionamiento. Y ese es un requisito. La postulación es una acción material mediante la cual alguien presenta sus papeles. La postulación no es lo que conlleva al cumplimiento de lo que establece el artículo 1°.



Aquí tenemos un problema de redacción, señor Presidente, sobre el cual quiero llamar la atención.



Quizás se podría facultar a la Secretaría para que corrigiera el texto.



En todo caso, reitero que el concepto “conlleva” causa mucho daño.



Yo habría preferido decir en forma expresa que “toda postulación manifieste explícitamente el respeto irrestricto al “correcto funcionamiento” del servicio, en los términos establecidos en el artículo 1°”, de forma tal que los postulantes que no respetaran las leyes laborales, que estuvieran simulando contratos con los actores -lo hemos conversado varias veces-, etcétera, quedaran fuera de las bases.



Estimo que esa sería la forma más correcta.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, estamos esperando que vengan a votar los miembros de la Comisión de Hacienda, órgano que se halla sesionando paralelamente con la Sala.



Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, tengo una opinión parecida -no exactamente igual- a la del Senador Letelier, en el siguiente sentido.



Pienso que no solo la palabra “conlleva” puede inducir a confusión. En mi concepto, en la postulación debería ser explícita la obligación de “mantener permanentemente el “correcto funcionamiento” del servicio, en los términos establecidos en el artículo 1°”.



En este caso, lo que abunda no daña. Y enhorabuena que el correcto funcionamiento sea explícito y no implícito.



Si lo dijéramos así, no deberíamos lamentar, entre otras cosas, lo que los sindicatos de trabajadores nos han manifestado en diversas oportunidades: existencia de contratos simulados, falta de garantías, no pago de remuneración por repeticiones de programas y otra serie de situaciones laborales que no dan cuenta de un correcto funcionamiento.



Por lo expuesto, señor Presidente, considero necesario revisar la norma que nos ocupa.



No tengo claro si el Ejecutivo se comprometió a presentar una indicación sobre el punto. Y si fue así, está en falta.



En consecuencia, propongo postergar la votación del inciso sexto sugerido para el artículo 15 de remplazo.



No sé si el Gobierno está en condiciones de presentar una indicación al respecto. Pero, claramente, esta norma no se encuentra redactada en términos correctos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, la redacción de este inciso es equívoca. Pero el problema puede solucionarse si concordamos en sustituir “conlleva” por “tiene”.



Considero que de esa forma quedaría establecido lo que pretendemos, pues el inciso diría: “Se entenderá, sin necesidad de mención expresa, que toda postulación tiene la obligación irrestricta de atenerse y mantener permanentemente el “correcto funcionamiento” del servicio, en los términos establecidos en el artículo 1° de esta ley.”.



En mi concepto, con tal corrección quedará completamente claro en la ley cuáles son las obligaciones de quienes van a participar en las concesiones.

El señor LETELIER.- Me parece bien.

El señor PIZARRO (Presidente).- Está inscrito a continuación el Senador señor  Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, estimo que la enmienda sugerida por el Senador Gómez es perfectamente razonable.



En tal sentido, para evitar que se caiga esta norma, que es de la esencia de la ley en proyecto, propongo que aprobemos el inciso sexto y luego, por unanimidad, acojamos la idea de remplazar “conlleva” por “tiene”.

El señor LETELIER.- Hagamos una sola votación y cambiamos “conlleva” por “tiene”.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, estamos en votación, y hay que terminarla; no hay posibilidad de suspenderla. Además, durante ella no es factible presentar indicaciones.

El señor LETELIER.- Por acuerdo unánime, sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Concluyamos la votación y aboquémonos después al planteamiento del Senador señor Gómez.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el inciso sexto propuesto para el artículo 15 de remplazo (23 votos afirmativos), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional requerido.



Votaron las señoras Alvear y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

El señor PIZARRO (Presidente).- En cuanto al inciso recién aprobado, varios señores Senadores, de distintas bancadas, han coincidido en que se busque una redacción mejor -ello no se relaciona con el fondo de la norma- y se use la palabra “tiene” en vez de “conlleva”.



Les pido sobre todo a los miembros presentes de las Comisiones unidas, que son los que más han participado en el análisis del texto, que preparen una indicación, la que es posible someter a la consideración de la Sala, si hay unanimidad, una vez que la presenten a la Mesa.



El Honorable señor Chahuán puede tratar de llegar a algún acuerdo con los Senadores señores Letelier y Gómez.

El señor LARRAÍN.- El vocablo es contemplado en la legislación actual.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El inciso séptimo, aprobado solo por mayoría de votos en las Comisiones unidas, también fue objeto de una petición de votación separada por el Honorable señor Gómez.



Además, es una norma de rango orgánico constitucional.



Expresa lo siguiente:



“En toda renovación de una concesión con medios propios, la concesionaria que es su titular tendrá derecho preferente para su adjudicación, siempre que iguale la mejor propuesta técnica que garantice una óptima transmisión. Sin perjuicio de lo anterior, no gozará de derecho preferente aquel concesionario que hubiese sido sancionado por infracciones reiteradas cometidas durante la titularidad de la misma. Se considerará que ha cometido infracciones reiteradas, aquella concesionaria que en diez años o más, durante la vigencia de la concesión original o de su respectiva renovación, le hubieren sido aplicadas un número de sanciones de amonestación, multa o suspensión de transmisiones que excediere en más de un 50% al promedio anual de dichas sanciones aplicadas a la totalidad de las concesionarias en los años respectivos. Dentro del mes de enero de cada año, el Consejo publicará una estadística con el promedio de las sanciones a las concesionarias del país, cuya resolución haya quedado afirme en el año inmediatamente anterior, haciéndose mención de aquellas concesionarias que excedan el promedio de sanciones en el porcentaje señalado.”.

El señor LAGOS.- ¡Eso es inadmisible!

El señor PIZARRO (Presidente).- Antes de dar la palabra, informo que el señor Ministro ha solicitado que se autorice el ingreso de uno de los asesores que ha seguido el tratamiento del proyecto.



No hay acuerdo.



En discusión.



Puede intervenir el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, en el debate sobre este artículo, una de nuestras diferencias de parecer se relaciona con la duración de la concesión, habiendo quedado en evidencia en la sesión anterior en que abordamos el proyecto que algunos consideramos que veinte años de concesión son excesivos.



Aquí se establece un criterio de derecho preferente que, en el fondo, determina que lo único necesario para obtener la renovación es que la ficha técnica, por así decirlo, no presente dificultades. No se hace referencia al cumplimiento de otros criterios: programación, pluralismo.



Al señalarlo, no significa que esté tratando de que los canales existentes desaparezcan. No es el sentido. Pero estimo que la pauta determinada para dicho efecto -y ello se reconoce en la normativa- es siempre la de que la propuesta técnica garantice una óptima transmisión. Este último concepto también habría que discutirlo, porque en el texto se establecen criterios sobre la cobertura. Hoy en día, los canales de televisión abierta no les garantizan a todos los chilenos el derecho de verla. Y uno, que vive en una provincia y no en una comuna aislada -en Rengo-, no puede acceder a una transmisión de libre recepción, a pesar de que los canales sostienen que es óptima.



Por mi parte, opongo un reparo a que los parámetros expuestos sean los únicos para otorgar el derecho preferente. Creo que es requisito mínimo para poder postular el de ofrecer una propuesta de óptima transmisión.



Y es bien curioso que se arme una construcción sobre la base de que la persona no haya sido reiteradamente objeto de sanciones durante los últimos diez años por sobre el 50 por ciento del promedio anual de las aplicadas a la totalidad de las concesionarias. El problema es que vamos a estar comparando peras con manzanas. No es lo mismo una concesionaria local, una concesionaria de un canal cultural de alcance regional, con los canales de carácter nacional.



En el fondo, señor Presidente, la redacción quedó de una forma tal que no permite incorporar otros parámetros y significa un otorgamiento a perpetuidad a quienes son hoy sus titulares: van a tener derecho preferente de incorporarse y renovar una concesión de veinte años, sin otros parámetros.



Creo que eso es inadecuado.

El señor PIZARRO (Presidente).- Como el mismo debate ya se ha llevado a cabo tantas veces, hago presente la conveniencia de remitirse al inciso en discusión, que el Honorable señor Gómez pidió votar separadamente.



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, propongo, a fin de que podamos avanzar rápidamente, limitar el tiempo de las intervenciones a dos minutos.

El señor LAGOS.- No hay problema si se trata de la suya.

El señor CHAHUÁN.- Encantado.

El señor LETELIER.- ¡Ya le quedan pocos segundos...!

El señor CHAHUÁN.- La idea es poder adelantar en mayor medida, porque...

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Ya se dio cuenta de que no hay acuerdo, Su Señoría?

El señor CHAHUÁN.- Sí, señor Presidente. Está bien.



Pero nunca pierdo la esperanza. ¡Soy un optimista permanente...!

El señor PROKURICA.- ¡Lo tiene curtido el Honorable señor Lagos...!

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, tal como está redactado el inciso, no logro entenderlo.



Tengo una opinión que ya he expresado -puedo reiterarla, aunque a usted le parezca excesivo-, pero creo que no está de más que uno pueda expresar con claridad su posición.



Me parece que veinte años no es poco. Pero si además damos la posibilidad del derecho preferente, resulta claro que estamos prácticamente estableciendo la perpetuidad para los titulares, lo que no es precisamente un ejemplo de libre competencia ni de acceso más competitivo.



En cuanto a los requisitos, no puedo entender qué es la “mejor propuesta técnica”. ¿Por qué hacer referencia a ello y no a programa, a contenido, a una garantía de pluralismo?



Mas no se trata solo de eso. Lo único que resta en relación con el derecho preferente garantizado, que me parece excesivo, es lo concerniente a que el concesionario haya sido sancionado por infracciones reiteradas. A continuación se expresa -no voy a leerlo, pero el texto se encuentra en todos nuestros comparados- qué se entiende por ello.



La verdad es que la disposición está redactada de tal manera que prácticamente ningún medio va a enfrentar problema alguno. Estamos considerando veinte años, pero después va a existir un derecho preferente, por supuesto, para la renovación por otros tantos.



No solo estimo que no es una cuestión técnica, sino que, además, me surgen dudas cuando se emplean las palabras “que garantice una óptima transmisión”. ¿De qué se trata? ¿Vamos a ver mejor la imagen en pantalla o se establecerá una relación con cobertura? Porque puede resultar inaudito, pero gente en Alto del Carmen no puede ver televisión abierta simplemente porque hasta ahora, en 2013, no se ha logrado la cobertura que hemos reclamado tantas veces. En las condiciones en que se encuentra el país, la exigencia básica que se les debería haber hecho a todos aquellos a los que se les entregan concesiones prácticamente a perpetuidad es que, a lo menos, garanticen ese aspecto. Y resulta que ni eso ocurre.



Tenemos que elevar nuestro estándar. A mi juicio, es muy bajo el representado por las infracciones que en la disposición se llaman “reiteradas”. No se mencionan, como dije, los contenidos programáticos ni la cobertura. Por lo tanto, es algo que me deja bastante insatisfecha, y estimo excesivo el criterio con que se enfoca el caso del titular que va a tener un derecho preferente.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el inciso establece una diferenciación que discutimos largamente en la Comisión. Dispone que, en la renovación de las concesiones con medios propios, “su titular tendrá derecho preferente para su adjudicación”.



Cabe una pregunta para los campeones del mercado, que creen en la competencia, en la libertad en ese ámbito, y que, en definitiva, no están dispuestos a discriminar -particularmente, en materia económica-, sino que afirman que es preciso premiar la excelencia, la calidad, y determinar condiciones para que el sistema resuelva. Aquí estamos contemplando, por cierto, un motorcito que vulnera las normas de la competencia: no permitimos el ingreso de actores, porque hay quienes ya tienen un derecho preferente.



Ello, ¿por qué? ¿Por cumplir la ley? ¿Cuál es el efecto de un correcto funcionamiento? O sea, se otorga un premio por ceñirse a la norma legal. ¡A nadie más le ocurre otro tanto en Chile, ya que se obliga a cumplir la ley, pero sin una recompensa!



Con esa lógica, entramos en un área extraordinaria de la acción parlamentaria y legislativa, ya que deberíamos empezar a incluir galardones por la sujeción al ordenamiento vigente.



Recurro a los colegas abogados para que me confirmen esa antigua definición que los estudiantes de Derecho aprenden desde el inicio, en el sentido de que la ley manda,...

El señor WALKER (don Patricio).- Manda, prohíbe o permite.

El señor NAVARRO.- Eso es. Pero aquí quieren aplicar la idea de que manda, prohíbe, permite y premia. Está bien. Tiene lugar la introducción de un nuevo concepto de ley.



Pero, además, todos los incisos derivados de aquel que nos ocupa dicen relación con algo que hemos discutido mucho: la existencia de una concesión del Estado. Lo vimos respecto de los salmones. Lo estamos viendo en el proyecto relativo a la carretera eléctrica, donde se están aprobando las concesiones extraordinarias, fuera de toda lógica. Y se requiere claridad en las sanciones. En el caso de que se trata se hace referencia a “infracciones reiteradas cometidas durante la titularidad” y a sanciones que excedieren “en más de un 50% al promedio anual” en un lapso de diez años. Cada año se registrarán las resoluciones que hayan quedado ejecutoriadas. Con relación a las salmoneras y al proyecto de ley de pesca, planteamos que el sistema era un absurdo -hartos abogados ganan mucha plata por prolongar juicios-, ya que contar con una sentencia ejecutoriada es objeto de múltiples suspicacias y artimañas.



En el inciso se presentan, entonces, dos elementos: primero, un derecho preferente, exclusivo, discriminatorio en contra de los actores nuevos, y, segundo, un mecanismo punitivo irreal, que es el del exceso en más del 50 por ciento del promedio anual de las sanciones aplicadas a la totalidad de los concesionarios. Esto último lo considero disperso, así como también arbitrario para el cálculo.



No quiero, en materia de televisión, que haya regalones, que haya premios por el solo hecho de cumplir la ley. Si me dicen que va a haber un elemento preferencial por una conducta preferencial, cabría la posibilidad de un derecho preferente. Pero aquí se premia -repito- al que cumple la ley.



Voy a votar en contra del inciso, señor Presidente, porque uno quisiera más competencia en las concesiones en televisión, así como también más actores y una diversidad de ellos, no los mismos de siempre. Y lo que hace la disposición es consagrar, además, a los que obtuvieron un premio de inicio; a los que se apropiaron, mediante compra, de las concesiones que el Estado les cedió gratuitamente a los planteles de enseñanza superior: la Universidad Católica le vendió al señor Luksic, y la Universidad de Chile, al señor Piñera, antes de ser Primer Mandatario. Es decir, las instituciones, agobiadas por el endeudamiento, tuvieron que rematar las concesiones, que hoy día están en manos de los grupos económicos. Y, más encima, ahora se nos pide que a estos les demos derechos preferentes para seguir gozando de ellas sin haber hecho nada extraordinario.



Voy a votar por el rechazo, señor Presidente, porque creo que el inciso establece todo lo contrario de lo que propugnan quienes van a votar a favor, que es la primacía del mejor a través de la libre competencia.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, quiero aclarar que cuando pedí la votación por inciso no fue por molestar, sino por tratarse de materias bastante complejas, en mi opinión.



La disposición expresa que “En toda renovación de una concesión con medios propios, la concesionaria que es su titular tendrá derecho preferente para su adjudicación, siempre que iguale la mejor propuesta técnica”. No se hace referencia a un programa ni al cumplimiento de objetivos que se hayan planteado en su momento, sino que simplemente se dice: “Si técnicamente usted lo ha hecho bien, tiene derecho a continuar por veinte años más con la concesión”. A mí me parece que eso es sumamente grave.



En todo caso, después de las palabras “óptima transmisión” agregaría la frase “que cumpla irrestrictamente con el artículo 1º de esta ley respecto del correcto funcionamiento”, porque mediará una nueva adjudicación por veinte años en la cual se debiera satisfacer esa condición. Y eso no está establecido aquí. La ley es la ley.



En seguida, el texto determina que “no gozará de derecho preferente aquel concesionario que hubiese sido sancionado por infracciones reiteradas cometidas durante la titularidad”. Observe lo que se dispone a continuación, señor Presidente: “Se considerará que ha cometido infracciones reiteradas, aquella concesionaria que en diez años o más,” -¡ojo! no durante diez años, sino en diez años o más- “durante la vigencia de la concesión original o de su respectiva renovación, le hubieren sido aplicadas un número de sanciones de amonestación, multa o suspensión de transmisiones que excediere en más de un 50% al promedio anual de dichas sanciones aplicadas a la totalidad”, etcétera, criterio este último que resulta curioso.



En verdad, si se trata de infracciones de esta magnitud en que puede incurrir una concesionaria y tienen que cumplirse ciertos requisitos en materia laboral, programática, de transmisión, de cobertura, no sé realmente cómo se va a ponderar -¡por favor!- si es cualquier tipo de sanción. Porque no media una definición clara.



Pienso que no puede ser que digamos: “Como usted cumplió con una buena fórmula técnica, vamos a permitirle que continúe veinte años más”, en circunstancias de que hemos discutido el proyecto porque queremos abrir el sistema a la diversidad y que haya competencia, de modo que puedan participar nuevos miembros con la capacidad de comunicarle propuestas diferentes a la opinión pública.



El texto está redactado de una manera que lleva, en definitiva, a perpetuar las condiciones de mantención de las concesiones. El Senador que habla, por lo menos, no está dispuesto a eso.



Tampoco estoy dispuesto a aceptar que se mencione solo la óptima transmisión y no se cumpla con los otros requisitos del correcto funcionamiento, ni que exista la norma tan extraña de los “diez años o más”. O sea, si la concesionaria no tiene sanciones en ese período -podría registrarlas en nueve años, por ejemplo-, entonces ello no va a ser contabilizado y no se va a plantear la consecuencia que podría afectarla en el sentido de no poder tener la concesión.



Opino que la disposición no está bien redactada, es confusa, y, por lo tanto, si no se hicieran los cambios necesarios, votaré en contra.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, cuento con escasos cinco minutos para fundamentar el voto.



Ya discutimos el plazo de las concesiones: creo que veinte años son más que suficientes. Observo en el ambiente que se va a resolver la aprobación, pero, por lo menos, deseo que quede en la historia ley que hubo quienes pensamos diferente y que esto es un escándalo. Y se lo digo con todo respeto, señor Presidente, por su intermedio, a los dos señores Ministros presentes.



El Gobierno logró superarse a sí mismo con esta iniciativa.



En el proyecto sobre modificación a la Ley de Pesca se otorgaban derechos de pesca para siempre -no de por vida, como discutimos-, bajo la tesis del “derecho preferente”. ¿Y qué requisito se exigía para tener derecho preferente a fin de que a uno le renovaran por 20 años la licencia? Solamente haber cumplido con la ley; esto es, con su obligación.



Ello, a mi juicio, era escandaloso. Y se aprobó. Así quedó. Pero por lo menos no van a poder decir: “Nadie dijo nada”.



¡Sin embargo, acá la hacen de oro realmente, señor Ministro! Que algún chileno me dé una explicación razonable acerca del punto. Aquí se dice que se dará una concesión por 20 años, y que después de ese lapso la concesionaria tendrá un derecho preferente. ¿Por qué? Por haber cumplido con la ley.



Vaya, vaya.



¿Y qué se entiende por “haber cumplido con la ley”? Que en 10 años -¡10 años!, no los períodos de un Diputado o de un Presidente de la República, que son de 4 años; no el período de un Senador, que es de 8- no se haya incurrido en faltas reiteradas. 



Pero acá viene lo que resulta ya oprobioso (realmente no sé si existe en otra legislación del mundo algo así): ¿cuándo se entenderá que se ha incumplido la ley? ¡Cuando la concesionaria tenga un nivel de multas, infracciones o faltas superior al 50 por ciento del promedio de la industria! O sea, si todos los canales de televisión incumplen la ley, van a estar siempre en el rango. No se pasarán nunca.



¿Saben qué? Yo creo que tienen que haberle pagado mucha plata a alguien para redactar este inciso. Porque habría sido bastante más fácil decir “Para siempre”, en lugar de darse tantas vueltas con este texto.



Primero, se habla del incumplimiento de la ley “en diez años o más”. Como dijo el Senador Letelier o el Senador Gómez, en 9 u 8 no importa, borrón y cuenta nueva. Pero, además, tiene que ser sobre un promedio superior al resto de la industria.



¿A qué equivale esto? A decir: “Mire, señor, en vez de quitarle el carné de manejar para siempre a aquellos que andan borrachos o que pasan las luces rojas tres veces, ahora vamos a ver cuál es el promedio de paso de luces rojas o de conductores borrachos y al que supere el 50 por ciento de ese promedio le vamos a quitar el carné”.



Eso es lo que hacen acá. ¡Es realmente para alterarse! Yo no sé cómo no da vergüenza aprobar la iniciativa en discusión. Los mismos canales no deben de querer esto. No puedo creer que los dueños de Mega, de Canal 13 o de Chilevisión defiendan este precepto. 



¡Les garantizo que esto no sale en la tele hoy día!



Quiero que alguien me explique el punto. Yo creo en la competencia, pero aquí no la hay; se cerró la competencia. Y todos van a votar favorablemente este inciso. Encuentro que es para denunciarlo; lo digo con todo respeto.



No son 20 años. Es haber cumplido con la ley. ¡Pero todos los chilenos tienen que cumplirla! ¡Si no, se van presos! Y aquí les dan una concesión de nuevo. Es como si se dijera:



“-¿Y cómo cumpliste con la ley?” 



“-Mira, durante 9 años me mandé a guardar toda la legislación laboral”. 



“-Pero no pusiste los 10 años”.



“-No, es que fueron 10 años y un día”. 



“-Ah, te vamos a pillar”. 



“-No, porque cumplí igual que el resto, porque fíjate que no pasé el 50 por ciento”.



¡Es que es escandaloso! Yo no sé si se ha legislado de esta manera. Tal vez hay más leyes así. No las conozco. Pero con la Ley de Pesca y con este proyecto se superaron.



Y la iniciativa de supercarretera eléctrica también establece un sistema parecido, señor Presidente. 



Este es el Gobierno de los permisos para siempre. Es como si hubieran dicho: “En cuatro años vamos a llegar y vamos a hacer tabla rasa y a dejar todo amarrado, y bien amarrado”. Yo no voy a ser cómplice de eso, porque no tiene ninguna explicación. ¡Es una vergüenza que se apruebe una cosa así!



Al que le dan la concesión de un quiosco de diarios, ¿le dicen: “Si cumples con la ley te vamos a renovar por siempre”? ¡No! Tiene que pagar para tenerla; nadie se la renueva automáticamente porque cumplió con la ley.



Entonces, aquí hay algo que realmente no me explico. ¡Es escandaloso! ¿Veinte años? Está bien. ¿Derecho preferente? Pongan un incentivo positivo: “Usted generó algo adicional. Por eso démosle un premio, no por haber cumplido con el mínimo que se le exige a todo chileno por el hecho de serlo”.



¿Por qué debe recibir un premio el canal de televisión por un comportamiento que se exige a todos los chilenos?



Esto es un asco, señor Presidente. ¡Lo digo con todo cariño...!

El señor PIZARRO (Presidente).- Pido nuevamente la anuencia de la Sala para el ingreso de los asesores del señor Ministro, a efectos del detalle de la discusión.



¿Les parece?



Acordado.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, se están tomando en consideración únicamente algunos elementos respecto de la caducidad o de las causales para la renovación.



Recientemente, un señor Senador hacía mención al tema laboral o a otros aspectos, pero la verdad es que la ley en proyecto, que por lo demás solo modifica, mejora y hace más estricto lo que venía, apunta a muchos elementos adicionales.



Pero quiero que se tenga en consideración, primero, que no es que a uno le entreguen una concesión y con eso automáticamente pueda transmitir una señal de televisión, sino que debe realizar inversiones gigantescas para lograrlo.



Solo la cobertura nacional implica gastar más de 500 millones de dólares. En numerosos países no solo se entrega la concesión, sino que adicionalmente se subsidia a los canales para que logren cobertura nacional. Aquí se les ha puesto la exigencia de que lo hagan por el solo hecho de que les entregamos un derecho, el cual, además, gracias a esta tecnología, va a estar disponible para diversos interesados en conseguir espectro y que puedan hacer las inversiones correspondientes a fin de lograr dar el mismo servicio.



Cabe recordar que este es un servicio gratuito, que se entrega con inversiones muy importantes que no pueden verse afectadas por la inestabilidad que significa el que se pierdan después de un plazo, a no ser que incumplan la ley. Pero debo decir que hay causales de incumplimiento muchísimo mayores que las que se mencionaron aquí hace unos instantes, que solo se referían al aspecto laboral. Así, se contemplan razones de contenido, de difusión: por ejemplo, si una emisora no difunde contenido durante cierto número de días, pierde la concesión.



Por lo tanto, las causales son bastante más detalladas y completas que las señaladas aquí.



Es importante agregar que hay mucho espectro adicional, que vamos a tener permanentemente espectro remanente para aquellos que deseen incorporarse a la televisión digital y, además, que las inversiones son muy relevantes para lograr cobertura nacional.



Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, lo primero que quiero anotar es que el inciso que estamos discutiendo, en su primera frase, forma parte del texto legal vigente. Es decir, no creamos un derecho preferente. Este ya existe. 



Y ese derecho preferente se halla establecido en la medida que quien repostule garantice la igualdad de condiciones. O sea, aquí no hay un premio, como alguien decía, sino que, en caso de que se garantice la igualdad de condiciones de la mejor oferta, se tendrá un derecho preferente; pero si alguien mejora esas condiciones, esa concesionaria perderá la posibilidad de obtenerlo.



Quiero señalar que, según entiendo, este inciso agrega restricciones adicionales a la renovación. Hoy día no existe ninguna, salvo las relativas a la caducidad, a que se refirió el Ministro.



En consecuencia, creo que aquí hay un mal enfoque de lo que se propone.



Me interesa, además, hacer dos alcances.



Si nosotros suprimiéramos lo que hoy existe, afectaríamos los derechos adquiridos de las empresas concesionarias. Porque estas adquirieron el derecho en comento cuando ganaron su concesión. Quitárselo sería ir en contra no de un derecho “expectaticio”, como dicen ahora en un país vecino, sino de una realidad jurídica incorporada al patrimonio, al haber legal de la persona jurídica concesionaria.



Por tanto, tampoco se puede eliminar. 



Es decir, estamos haciendo disquisiciones que, creo yo, van en contra del espíritu jurídico de Chile.



También deseo expresar que, desde el punto de vista de la experiencia internacional, resulta bastante razonable que el sistema funcione de esta manera, por lo que hace algunos momentos decía el Ministro. Aquí no se trata de inversiones menores; son inversiones mayores. Por eso, cuando uno visita distintos países se encuentra con que las cadenas de televisión son las mismas.



Lo que sí está ocurriendo -gracias a la tecnología se potenciará más- es la incorporación de nuevas formas.



Hoy día es posible tener un canal que transmita urbi et orbi simplemente conectándose a la televisión. Todos los aparatos de televisión nuevos que se venden en el mercado reciben frecuencias transmitidas no solo por cable o por televisión abierta, sino también por Internet. ¿Qué significa esto? Que alguien en su hogar puede contar con un sistema casero de producción de programas de televisión, noticiarios, y subirlos desde su computador a Internet. Y, asimismo, cada uno de nosotros los puede bajar a la televisión de su casa.



Eso es algo que se empieza a potenciar.



Aparte de lo anterior, el sistema de televisión digital abre innumerables posibilidades tecnológicas para nuevas concesiones. Así, se va a producir una cantidad muy grande de ellas, y por este solo hecho, se generará una mayor variedad en la oferta.



Entonces, primero, se me ocurre que aquí hay una discusión jurídicamente equivocada. Porque no estamos estableciendo el derecho preferente, sino que manteniendo la ley vigente. Lo que se hace es consagrar restricciones adicionales, en virtud de las cuales el derecho preferente se puede perder.



Segundo, de suprimirse el derecho preferente, estaríamos yendo en contra de un derecho adquirido y, por tanto, cometiendo una acción inconstitucional. Y así lo reclamarían los concesionarios. 



En tercer lugar, desde una perspectiva tecnológica, no estamos entendiendo el fenómeno que se producirá. Existirán muchas más posibilidades de emitir y formas de llevar a cabo transmisiones mediante mecanismos no tradicionales, como Internet. 



Por lo anterior, considero que esta discusión es tecnológicamente obsoleta; y, por eso, no creo que tenga sentido insistir en ella. 



A mi juicio, la Comisión ha realizado un esfuerzo por mejorar las restricciones, y ello está bien. Es cierto que se podría haber hecho mejor, de una manera distinta, pero hay otras disposiciones que permiten la caducidad en caso de incumplimiento de las normas referidas al correcto funcionamiento de las empresas concesionarias.



Por tal motivo, me parece bien este inciso.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, solo quiero remarcar lo que ya manifestó el Senador Hernán Larraín en cuanto a que lo dispuesto en el inciso en discusión ya se halla contemplado en la ley vigente. Esta dispone que en la “renovación de una concesión con medios propios, la concesionaria que la detentaba tendrá derecho preferente para su adjudicación, siempre que iguale la mejor propuesta técnica que garantice una óptima transmisión”.



De hecho, lo que se hizo en las Comisiones unidas fue agregar una restricción al derecho preferente, cuestión que discutimos largamente. O sea, lo que se debate acá dice relación con una restricción al derecho preferente que hoy existe.



Por tanto, si algunos colegas votaran en contra del inciso que nos ocupa, ello significaría pronunciarse en contra de la restricción al derecho preferente. Es decir, lo dejarían con una mayor amplitud, pues quedaría sin la limitación propuesta por las Comisiones unidas.



Esa es una alternativa. 



Incluso, en esa instancia planteé la posibilidad de que la restricción fuera negativa. ¿Por qué? Porque si se establece un órgano que pueda decidir si existe o no el derecho preferente, quizás podría ocurrir que en el último año tomara una decisión no totalmente objetiva y, por tanto, que limitara la libertad de expresión.



En tal sentido, quiero llamar la atención de la Sala acerca de que votar en contra del inciso séptimo significará pronunciarse en contra de la restricción al derecho preferente. 



Ese es un primer punto, señor Presidente.


En segundo lugar, ahondando en el argumento planteado por el Senador Hernán Larraín, da la sensación de que aquí estuviésemos discutiendo sobre la entrega de concesiones de televisión analógica, sin entender qué significa la televisión digital.



El hecho de que nosotros introduzcamos esta nueva tecnología implicará que vamos a tener una banda de recepción mucho más ancha; o sea, que habrá posibilidades de transmitir mayor cantidad de contenido. Y en otras partes del mundo el problema ha sido, precisamente, el contenido, no el espacio.



Por lo tanto, al expresarse aquí que se va a entregar la concesión de la señal de televisión, un bien sumamente preciado, a quienes se la ganen, al final puede pasar que tengamos espacios sin contenidos. Y la pregunta que cabe hacerse tiene que ver con la inversión que se debe realizar para generar esos contenidos. 



Es decir, no estamos entendiendo la revolución que significa la introducción de la televisión digital.



Asimismo, me llama la atención que aquí se señale que se está entregando una concesión sin ningún tipo de regulación, sin fijar ningún límite o supervigilancia. De hecho, el Consejo Nacional de Televisión cuenta con facultades para ejercer supervigilancia, conforme al artículo 1° de la normativa vigente, las cuales ampliamos grandemente en la Sala, lo que fue tema de larga discusión.



De otra parte, dicho Consejo, en virtud del artículo 33, N° 4, letra d), de la ley N° 18.838, puede caducar la concesión cuando no se cumpla con lo establecido en el artículo 1° de esta normativa; o sea, con el correcto funcionamiento.



En consecuencia, tenemos una institución que puede caducar, quitar la concesión, cuando no se cumple con el correcto funcionamiento.



En verdad, no sé si a veces hablamos de leyes distintas, de otra tecnología, o si no se comprende bien lo que se propone en el proyecto original o en el texto de las Comisiones unidas.



Por ello, los invito a ver lo que dispone la legislación en vigor y lo que sugieren estos organismos. Lo que resulta evidente es que el derecho preferente existe y que lo que proponen las Comisiones unidas es restringirlo.



Y, de otro lado, es importante que quede sumamente claro que tenemos un Consejo Nacional de Televisión que cuenta con herramientas -más fuertes hoy día gracias a esta iniciativa legal- para supervigilar el funcionamiento de nuestra televisión.



Por último, señor Presidente, repito que la realidad de la televisión digital es completamente distinta de la realidad de la analógica.

El señor PIZARRO (Presidente).- Vamos a proceder a realizar la votación.



Le solicito a la Secretaría que haga sonar los timbres, con el objeto de llamar a los señores Senadores que se encuentran en Comisiones.


El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde pronunciarse sobre el inciso séptimo del artículo 15 propuesto por las Comisiones unidas. Este precepto es de carácter orgánico constitucional, por lo cual para su aprobación se requieren 22 votos favorables.

El señor LARRAÍN.- ¿Qué se vota?

El señor PIZARRO (Presidente).- El inciso que ha estado en discusión, Su Señoría, sobre el cual tan brillantemente intervino usted.

El señor LARRAÍN.- ¿Entero o solo una parte?

El señor PIZARRO (Presidente).- Completo.



En votación el inciso séptimo del artículo 15.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez, para fundamentar su voto.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, seré muy breve para no retrasar a los Senadores.



Escuché lo que mencionó el señor Ministro con respecto a la difícil posición de los medios para realizar las inversiones necesarias a fin de efectuar las emisiones pertinentes. Imagino que se refiere a la instalación de las antenas, de los equipos.



Él señaló que se requerían alrededor de 500 millones de dólares para tal efecto. Pero hay una pequeña diferencia, porque estoy seguro de que este negocio no es malo. Si lo fuera, no habría tanto interés en mantenerlo. Si no diera rentabilidad, los canales no habrían sido comprados y seguirían siendo de las  universidades y estas  continuarían soportando pérdidas.



Entonces, se recurre a esta propuesta de que las concesiones sean entregadas por tantos años por las inversiones que requieren; pero no me cabe duda de que estas se recuperan rápidamente.



Aquí tengo una tarifa con los costos de segundaje en televisión. Treinta segundos en horario prime cuestan 120 dólares. El documento que lo acredita es antiguo, del año 2009. O sea, los avisos de los bancos, del retail y de todo cuanto es en definitiva negocio para la industria resulta superrentable. No creo que haya pérdida de recursos. Tanto es así, que parte del Canal 13 fue comprado en una importante cantidad de millones de dólares. Y lo mismo ocurrió con Chilevisión.



Entonces, ¡de qué estamos hablando! ¿Qué se protege cuando se entrega una concesión gratuita por muchos años, afirmándose que ello es así por la gran cantidad de millones de dólares de inversión que se requieren, cuando sabemos que se recuperan antes de dos décadas?



Por lo tanto, tal argumento no es correcto. 



Estoy convencido de que la televisión es el medio de mayor penetración en la ciudadanía desde el punto de vista de los mensajes que transmite. Por eso es tan trascendente y por eso nosotros ponemos tanto énfasis en la discusión de este proyecto, pues, pese a que lo más probable es que perdamos todas estas votaciones, por lo menos queremos que en la historia de la ley quede constancia de que defendimos la idea de que debe haber diversidad y de que no porque los inversionistas pongan recursos hay que entregarles gratuitamente todo aquello que significa una parte del espectro que, sin duda, es relevante.



Todos estos programas que hoy son conocidos como “realities” tienen gran cantidad de auspiciadores. Y seguramente es así porque estos han llegado a la conclusión de que el uso de tal mecanismo les permite vender. No tenemos acceso a los montos y resultados después de la publicidad, pero estoy seguro de que esta es una tremenda industria desde el punto de vista del negocio. Lo único que nosotros queremos es preservar que haya diversidad y competencia, dos cuestiones que la norma en votación no permite, por cuanto solo establece criterios tan limitantes como “Si usted cumple con estas cosas y ofrece una muy buena transmisión,  yo le vuelvo a otorgar la concesión por tantos años”. ¡A los mismos que la tienen hoy día!



La explicación dada no es muy buena, por lo cual vuelvo a insistir en mi voto negativo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro para fundamentar el voto.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, escuché con atención las palabras del señor Ministro Errázuriz respecto de la orientación global del proyecto. Y puedo coincidir con él en cuanto a las necesidades propias de una ley que regule la televisión digital y diversas normas que hagan posible que se incentive la competencia y la participación.



Efectivamente se requieren grandes inversiones en televisión,  pero lo mismo ocurre en el sector forestal, pesquero, minero y en un conjunto de otras actividades privadas productivas. 



La televisión es una empresa muy especial. El 95 por ciento de los chilenos se informa preferencialmente a través de los noticieros televisuales. Los diarios, en un país que no lee, tienen cada día menos seguidores. Basta observar que la mitad de las hojas impresas es abierta y concreta publicidad.



Por lo tanto, la televisión no es solo una industria, sino también una estratégica. En el “siglo de las comunicaciones”, tiene esa característica en todos los ámbitos: político, social y cultural. ¡En todos!



Uno tendría que pensar, entonces, que el llamado “quinto poder” debería contar con una legislación que asegurara lo que estamos buscando garantizar. Pero el inciso en votación, en cambio, ofrece un derecho preferente, que constituye un premio por cumplir la ley e impide la entrada de nuevos actores. Si la exigencia es igualar la oferta técnica, en un rubro donde lo que sobra son millones de dólares, quienes deseen irrumpir en el mercado siempre se van a encontrar con una igualdad técnica. En definitiva, quedará “el que ponga más medios”.



Señor Presidente, este inciso, como dijo el Senador Hernán Larraín, contiene lo que ya está en la ley. Pero esto, como en el caso de las AFP, es malo y hay que cambiarlo. Y profundamente. Por lo tanto, el argumento de que porque ya está en la ley hay que dejarlo, no procede; no tiene razonamiento lógico.



Lo que debe hacerse es intentar elaborar una buena legislación que garantice el pluralismo, la competencia, y que este “quinto poder” -la televisión- se rija por un sistema que se autorregule.



En este caso, un derecho preferencial va a establecer discriminaciones odiosas, pero también “jugosas”, pues quienes compren la concesión -es un bien que se transa en el mercado; Canal 13 ya ha anunciado su apertura al mercado; por tanto, es un buen negocio- van a gozar de un derecho preferente y tener un “derecho de llave”. Quiero hacer la advertencia.



Es probable que perdamos esta votación, como ha ocurrido en reiteradas ocasiones en este y en otros proyectos de ley. Sin embargo, en el debate de la Ley de Pesca advertimos que el discurso de la preservación era simplón y absolutamente falso. Y, a un mes de la aprobación de dicha normativa, se comenzó a descabezar y a desarticular el IFOP. Resultado: ¡hoy día no hay sardina ni anchoveta!



¿Hay también un elemento inexistente en esta ley en proyecto? 



Al igual que el Senador señor Letelier, habría preferido que, dentro de las condiciones para mantener el derecho preferente, estuviera el cumplimiento de las leyes laborales. Porque aquí se ha abusado de los artistas. Y estamos hablando de una concesión de un bien del Estado. Pareciera que esto se olvida. Yo sé que el señor Ministro lo tiene presente, pero a ratos da la sensación de que olvidara  que estamos frente a una concesión estatal -por lo tanto, de todos los chilenos- que se transfiere a un particular y que, por consiguiente, hay que fijarle regulaciones. 



Este no es un bien privado, sino público. Y esas regulaciones deben ser establecidas ahora. De lo contrario, la verdad es que no habrá regulación, sino concentración.



A pesar de que voy a votar en contra, lo más probable es que la norma se apruebe. Está claro que se terminó la política de los consensos. ¡No lo hay con la Derecha! Y yo espero que actuemos en consecuencia. Para quienes queremos un frente amplio de oposición para derrotar a la Derecha en las próximas elecciones a fin de evitar que el Presidente Piñera salga atacando a la Presidenta Bachelet y entre de lleno en política contingente; para quienes queremos que haya un cambio profundo en Chile, normas como esta, señor Presidente, deben rechazarse.



Confío en que obraremos en consecuencia porque, al final del día, igual todos vamos a pagar los costos.



¡Patagonia sin represas! 



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor PIZARRO (Presidente).- Para fundamentar su voto, tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, yo ya había expresado en alguna medida mi opinión. Sin embargo, quería escuchar al Ministro para ver si lograba darme argumentos con sentido contrario al que yo manifesté. Lamentablemente, sus planteamientos están profundamente equivocados, por lo menos en lo que a mí respecta. 



Siendo sincera, no puedo creer que los actuales canales de televisión, que compraron su derecho de concesión a las antiguas estaciones, se hallen hoy día en situación crítica. Si uno mirara las cifras tan solo del mercado de publicidad -que el Ministro se ha encargado de no mencionar o de omitir-, nos encontraríamos con que, al menos, se recaudan 300 millones de dólares al año. Si los multiplicamos por 20, resulta que estamos regalando más de 6 mil millones de dólares. Francamente, ¡no sé de qué estamos hablando!



Se afirma que, para comprar estos “derechos adquiridos”, hubo que incurrir en tremendas inversiones. Pero, teóricamente, como estas ya se hicieron, no debería haber otras gigantescas. 



Además, no hay empresa alguna que no recupere lo invertido en 20 años. Es cosa de hablar con algunos empresarios, como a mí me tocó hacerlo, por ejemplo, con los del mundo eléctrico. Ellos saben perfectamente bien que la inversión se recupera en ese lapso. Lo mismo dicen las concesionarias de obras públicas.



Entonces, tampoco entiendo este lenguaje de los derechos adquiridos, en el sentido de que, como los “pobres actuales concesionarios” han realizado tantas inversiones, además les vamos a dar 20 años, con un derecho preferente.



En verdad,  no solo no me convence eso, sino que pienso que es un profundo error.



Sigo creyendo que estamos equivocados, pues esta no es la mejor manera de despachar un buen proyecto de ley, que garantice la libre competencia y el acceso más competitivo. Queremos una real competencia y una televisión de calidad. Lamento mucho que no sea así.



Voto en contra de este inciso, porque, a mi juicio, los argumentos dados a favor carecen de fundamento. Es un cuadro que, además, ignora el poder de la televisión. Porque ni siquiera nos referimos a la industria pesquera u otra, en que hemos regalado concesiones por 20 años, otros 20 más, y así sucesivamente. ¡No! Estamos hablando del tremendo poder de la televisión no solo en lo que atañe a la torta publicitaria, sino también en relación con la influencia que aquella ejerce en la sociedad en cuanto a conductas, valores, información, formación, en fin.



No considerar aquello, en mi opinión, no se compadece con lo que debe ser una legislación actualizada, moderna, plural, necesaria, equilibrada. Eso no ocurre.



Voto en contra, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, la situación actual de concesión preferente de inmediato, es peor que la que quedaría de aprobarse el texto propuesto por las Comisiones unidas.



Todos los incisos que hemos estado aprobando reemplazan al texto vigente. Lo conversé con una colega de las bancas de enfrente, quien tiene dudas al respecto. Yo tengo la convicción de que es así.



Pero ese no es el punto. La cuestión es que aquí hay diferencias de opinión sobre si debe haber o no derecho preferente. El que había era absolutamente abierto. Aquí se incluye un parámetro.



Tengo la percepción de que esta materia terminará en una Comisión Mixta, en particular el punto que ahora nos ocupa. Y me parece que aquel será el momento para perfeccionar la redacción.



Porque, en relación con el derecho preferente, se quiso establecer otra exigencia e incluir no solo el elemento técnico, sino también otro tipo de infracciones, como el no cumplimiento del correcto funcionamiento, en todas sus dimensiones; atentado contra el pluralismo; discriminación; incumplimiento de leyes laborales.



La redacción propuesta se presta para confusión -es mi único reparo-, en cuanto a los plazos de tales incumplimientos. Me parece poco feliz la forma de selección posterior: que esté sobre el 50 por ciento, o debajo de este porcentaje, respecto a lo que ocurre en el resto de las concesionarias.



Cometí el error de no pedir separación de la votación, para eliminar toda esa parte, que es confusa, porque estaríamos comparando peras con manzanas. No es lo mismo una concesión grande que aquella que pudiese tener un grupo de radioaficionados en Las Cabras. Pero, como se trata de concesiones, las estaremos comparando en situaciones poco felices.



Señor Presidente, tengo la convicción de que, para que se perfeccione esta materia, debería ir a Comisión Mixta. De hecho, estoy anunciando cuál será el criterio que vamos a sustentar si así ocurre: que haya más restricciones que las actuales; que se establezca un período abierto.



El texto propuesto señala “infracciones reiteradas”. En tal sentido, me parece muy importante un avance conceptual. Porque, en otras ocasiones, hemos hablado de sentencia ejecutoriada, durante un plazo breve. El de 10 años es mejor que el que hemos aplicado en otras ocasiones. Pero la redacción de “diez años o más” me parece confusa.



Es el único punto que destacaría para que podamos despachar este inciso.



Reitero: lo propuesto es mejor que lo que hay; pero la nueva restricción no es suficientemente clara.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Cómo vota, Su Señoría?

El señor LETELIER.- Voy a votar que no, porque quiero que este punto vaya a Comisión Mixta. 



La discusión estriba en que el artículo 15 propuesto, cuyos incisos hemos ido aprobando, reemplaza al artículo 15 actual. Si se elimina este artículo, no va a quedar el concepto de derecho preferente. Y tengo la certeza de que el Ejecutivo va a reponerlo, probablemente con otra redacción.



No me causa problema reconocer a una industria que funciona bien; que no comete infracciones; que respeta los derechos laborales y  el pluralismo; que tiene una adecuada oferta técnica y una buena programación.



Que siga; no tengo objeción en ello.



Incluso, desde el punto de vista tecnológico,  estamos llegando un poco tarde al debate.



Considero que la redacción propuesta en este inciso no es la más feliz. Estoy seguro de que el Ejecutivo podrá encontrar una mejor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero efectuar el siguiente planteamiento: en general conviene más aprobar este inciso que no hacerlo. 



Pero, señor Ministro, quiero ver si entiendo bien el sentido de la fórmula del 50 por ciento.



Es un concepto nuevo que no he visto antes. Se considera que ha cometido infracciones reiteradas la concesionaria que excediere en más de ese porcentaje el promedio anual de las sanciones aplicadas a la totalidad de las concesionarias. Sin embargo, qué pasa si la televisión funciona bien. Seamos positivos. ¿Por qué va a ser todo negativo?



De repente aquí algunos piensan que, por el hecho de tener una concesión,  habrá una guarida de forajidos, en circunstancias de que es muy probable que actúe gente que cumpla las normas, que haga bien la pega, que tenga sus contratos bien hechos.



Si no hay falta, no hay sanciones.



Entonces, si una concesionaria comete un error pequeño (porque puede), estaría sobre el 50 por ciento. Y a pesar de haber incurrido en una falta mínima, si las otras concesionarias no tuvieron ninguna, quedaría en la situación de infracciones reiteradas y, por lo tanto, no le sería posible renovar la concesión.



No sé exactamente cuál será la instancia que dirima. Pero el concepto del 50 por ciento no me parece el más adecuado en esta materia. Porque si se me dice que se aplica a quien comete una, cinco, diez, cincuenta infracciones, bueno. Pero si se plantea en función del resto, es lo menos objetivable.



Aquí he oído hablar de casos hacia arriba, pero quiero argumentar de los casos hacia abajo. Es decir, si un concesionario comete una pequeña infracción y los otros muchas, estaría abajo; pero si el resto no cometió ninguna, estaría mal. 



Entonces, no me calza la forma de generar esta legislación, señor Presidente.



No sé si no alcanzo a entender la explicación. Pero esta referencia para arriba o para abajo no me cuadra.



Soy partidario del modelo planteado de las concesiones. No me afecta ninguna de las aprensiones señaladas por el Senador señor Lagos en forma vehemente respecto de la renovación. Creo que las cosas se han hecho bien.



Pero, en este punto específico, tenemos una referencia que, desde mi perspectiva, será fuente de tremendos conflictos.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Por no haberse reunido el quórum constitucional exigido, se rechaza el inciso séptimo del artículo 15 propuesto por las Comisiones unidas (16 votos a favor, 6 en contra y una abstención).



Votaron por la afirmativa la señora Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Allende y los señores Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto y Navarro.



Se abstuvo el señor Coloma.

El señor PIZARRO (Presidente).- Antes de pasar a los otros incisos en que se pidió votación separada, quiero someter a consideración de la Sala la indicación que los miembros de las Comisiones unidas hicieron llegar a la Mesa, en relación con el inciso sexto recientemente aprobado, para cambiar la palabra “conlleva” por “tiene”. Recuerdo a Sus Señorías que fue un acuerdo adoptado por los Comités.



No tenemos quórum para aprobarla.

El señor COLOMA.- Pido segunda discusión.

El señor PIZARRO (Presidente).- No hay quórum suficiente en este minuto para adoptar acuerdos.



El Comité UDI ha solicitado segunda discusión para los restantes incisos del artículo 15. Es la norma más extensa y de fondo. 



--El proyecto queda para segunda discusión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Continuaremos con el Orden del Día, con un proyecto que no requiere quórum especial de aprobación y respecto del cual sería factible llegar a acuerdo.

FOMENTO A INVERSIÓN PRIVADA EN OBRAS DE RIEGO O DRENAJE COMPRENDIDAS EN PROYECTOS INTEGRALES Y DE USO MÚLTIPLE 

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto, iniciado en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.450 con el fin de fomentar la inversión privada en obras de riego o drenaje comprendidas en proyectos integrales y de uso múltiple cuyo costo supere las 30.000 unidades de fomento, con informe de la Comisión de Agricultura y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8771-01) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 92ª, en 8 de enero de 2013.


Informe de Comisión:


Agricultura: sesión 2ª, en 13 de marzo de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es incluir como beneficiarios de las bonificaciones que establece dicha ley a quienes realicen estudios, construyan o rehabiliten obras de riego o drenaje comprendidas en proyectos integrales y de uso múltiple cuyo costo supere las 30 mil unidades de fomento y no exceda las 250 mil.  Lo anterior, para incrementar la superficie regada a nivel nacional, permitir un mejor acceso al riego frente a la escasez del recurso hídrico, impulsar el desarrollo de proyectos agrícolas de mayor complejidad y fomentar la inversión privada en obras medianas de riego. 



La Comisión de Agricultura discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por tres votos a favor, de los Honorables señores Coloma, García y Larraín Fernández, y dos abstenciones, de los Senadores señora Rincón y señor Quintana.



El texto que se propone aprobar se transcribe en las páginas 29 a 31 del informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición. 

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general. 



Ofrezco la palabra al Senador señor Coloma. 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero informar, en nombre de la Comisión de Agricultura, el proyecto que modifica la ley Nº 18.450, sobre fomento a la inversión privada en obras de riego o drenaje. 



¿Cuál es la idea del Ejecutivo sobre el particular? Incluir como beneficiarios de las bonificaciones de riego -uno de los grandes instrumentos para mejorar la agricultura- a quienes realicen estudios, construyan o rehabiliten obras de riego o drenaje comprendidas en proyectos integrales y de uso múltiple cuyo costo supere las 30 mil UF y no exceda las 250 mil. ¿Para qué? Para incrementar la superficie regada a nivel nacional, permitir un acceso mejor al riego frente a la escasez del recurso hídrico, impulsar el desarrollo de proyectos agrícolas de mayor complejidad y fomentar la inversión privada en obras medianas de riego. 



Al respecto, cabe explicar que hoy día existen, básicamente, dos categorías para financiar obras de riego.



En la primera se encuentran las obras calificadas como “pequeñas”, que son aquellas cuyo costo no supera las 30 mil unidades de fomento. Estas se hallan cubiertas por la referida ley. Para ello hay concursos, con puntajes y todo tipo de asignaciones. 



Tal normativa está pensada para favorecer al pequeño y mediano agricultor que quiere mejorar sus condiciones de riego y decide optar a dichos concursos, que se realizan anualmente y han demostrado ser extraordinariamente exitosos. De hecho, tal herramienta ha sido calificada como uno de los mejores proyectos de inversión pública desde hace muchos años. 



En la segunda categoría se hallan las grandes obras de riego. Son, principalmente, embalses o sistemas de distribución cuyo costo sobrepasa las 250 mil unidades de fomento. ¿Qué organismo financia estas obras? El Ministerio de Obras Públicas.



El más reciente de esos proyectos fue el Embalse Ancoa, largamente luchado por varios Senadores del Maule Sur, entre ellos el Honorable señor Hernán Larraín. Finalmente se materializó, y me gustaría mucho que algún día ello se replicara en el Maule Norte. 



Este instrumento busca que el Estado se haga cargo de obras que, de otra manera, sería imposible llevar adelante.



En concreto, la situación objetiva es que existe una política pública potente, positiva, para las obras pequeñas y otra, igualmente importante, para las de gran tamaño. Pero en el medio han quedado las obras medianas -y a este ámbito apunta el objetivo de la iniciativa en debate-; vale decir, las que cuestan entre 30 mil y 250 mil unidades de fomento, que corresponden a proyectos que no están cubiertos por nadie. O sea, no pueden ser financiados por la ley Nº 18.450, porque exceden las 30 mil UF, y tampoco por el MOP, cuyo objetivo son las grandes obras. 



¿A qué me estoy refiriendo? 



La Comisión Nacional de Riego nos entregó un catastro de, aproximadamente, 100 proyectos que se podrían efectuar de manera asociada: de mejoramiento de bocatomas de canales grandes; de pavimentación de surcos por los que fluye el agua en determinados espacios,... 

El señor LETELIER.- ¡Acequias!

El señor COLOMA.- “Surcos”, en algunas partes; “acequias”, en otras más elegantes, depende de como se plantee. 



En definitiva, estas obras, que tienen un costo superior a 30 mil UF, como no alcanzan una envergadura suficiente para que el Ministerio de Obras Públicas se haga cargo de ellas, se han ido acumulando, tal como nos dijo la Cartera de Agricultura. Y quiero informar que esto se concentra, particularmente, entre las Regiones Cuarta y Novena. La primera de ellas es la de mayor prioridad en esta materia por la gran cantidad de obras que no se ha podido financiar a través de las vías descritas. 



¿Qué se pretende entonces con esta iniciativa? Entregar financiamiento para obras medianas. Y esperamos que se vaya incrementando el aporte respectivo en el Presupuesto de la nación, por lo menos en esta categoría.



Al beneficio podrán concursar asociaciones de regantes, no personas individuales, porque este instrumento está pensado para financiar obras medianas. Tales agrupaciones deberán colocar parte de los recursos y tendrán acceso a este subsidio del Estado, lo cual hará posible que el proyecto se lleve a cabo. 



Lo propuesto, según las personas invitadas a la Comisión, es muy necesario y relevante. Por ello, solicito que se apruebe la idea de legislar. 



También quiero dejar constancia, para ser muy preciso, de que la iniciativa se aprobó en el órgano técnico por 3 votos a favor y 2 abstenciones. En todo caso, la Senadora señora Rincón -lo conversé con ella- me dijo que, a pesar de su abstención en la Comisión, iba a respaldar el proyecto en general en la Sala. Entiendo que lo mismo pensaba hacer el Honorable señor Quintana. Ellos no están en contra de la idea de legislar; solo manifestaron la legítima inquietud de dejar amarrados mayores recursos durante la discusión particular para contar con el financiamiento suficiente que posibilite llevar a cabo las obras descritas.



En consecuencia, señor Presidente, porque considero la iniciativa buena para el país, necesaria para el mundo agrícola, pido a la Sala su aprobación en general. 



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, luego de la explicación que ha dado el Honorable señor Coloma del proyecto en análisis, solo quiero subrayar la importancia de avanzar en la materia. 



No son misterio para nadie los problemas que se nos presentan hoy día por la escasez de agua. Por lo tanto, tenemos que desarrollar con mucha urgencia distintos tipos de obras en este ámbito: embalses y sistemas de riego o drenaje que permitan asegurar el mejor uso de las aguas, que cada día son más escasas.



A esa situación se está apuntando con la iniciativa en debate, lo que complementa una política de embalses que se halla en pleno estudio. Y esperamos que muy pronto se encuentre en ejecución. 



Hoy día sobre el 70 por ciento -entiendo que la cifra exacta ya va en 80 por ciento- de las aguas que bajan por los ríos llegan al mar y se pierden, en lugar de ser utilizadas eficazmente en riego para la agricultura o para otras actividades que las requieran.



En ese sentido, el presente proyecto, como se ha señalado, básicamente permite el financiamiento de obras de mayor envergadura económica, que en la actualidad no se están ejecutando. Tal beneficio favorece únicamente a las asociaciones de regantes para la construcción de obras hídricas cuya inversión está, sobre todo, entre 50 y 250 mil unidades de fomento. Es decir, esta herramienta no está pensada para personas individuales o empresas, sino para asociaciones de riego, que son agrupaciones que reúnen a miles de pequeños y medianos propietarios -la mayoría son pequeños en algunos lugares, como es el caso de la realidad de mi Región- con la finalidad de obtener acceso al agua, pues, por la magnitud de las obras, les resulta imposible incorporar nuevos sistemas de riego o drenaje a los efectos de potenciar su actividad agrícola.



Por ello, estimo que la iniciativa es necesaria y que debe ser aprobada en general. 



Me parece importante que las inquietudes que se han manifestado se resuelvan en su momento. 



Una de ellas se relaciona con la seguridad de financiamiento, o dicho al revés, con el hecho de que el financiamiento de las obras mayores no vaya en desmedro de las menores. Esa decisión no se tomará ahora, sino año a año en la Ley de Presupuestos, según los montos que se asignen a cada uno de los niveles de inversión en proyectos de riego. En todo caso, se busca incrementar los fondos para permitir que los sectores que no tienen acceso al recurso hídrico, como sucede con las organizaciones de usuarios, dispongan de financiamiento con el fin de construir obras esenciales para el mejor aprovechamiento de las aguas, que hoy día se pierden.



En tal escenario, considero que no deberíamos tener algún temor acerca del buen uso de esos recursos y de la disposición de las cuantías necesarias para avanzar en ese propósito. Además, será de nuestra propia responsabilidad en el Congreso, cada vez que aprobemos una Ley de Presupuestos, asegurar que ello sea así. 



Lo que estamos haciendo ahora es abrir la opción para que los concursos en este ámbito comprendan a sectores que no tenían la posibilidad de participar. Y son miles los pequeños agricultores que se verán beneficiados con la aprobación de la iniciativa en examen.



Por las razones expuestas, votaré a favor de la idea de legislar, tal como lo hice en la Comisión de Agricultura.



He dicho.

El señor CHAHUÁN.- Votemos, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Hay acuerdo para abrir la votación? 

El señor SABAG.- Muy bien.



--Así se acuerda.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación general.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag para fundamentar el voto.

El señor SABAG.- Señor Presidente, no cabe duda de que el progreso de las naciones está basado fuertemente en la producción agrícola y de que, para combatir la pobreza en el sector rural, hay que invertir en ese ámbito. 



Los países que han obtenido gran éxito en esta materia son Estados Unidos, España, China, Canadá. Ellos han privilegiado una fuerte inversión en la agricultura.



Nosotros contamos con una disponibilidad muy grande de tierras que, debidamente regadas, pueden convertirse en fuentes de gran producción. Todos, incluido el Gobierno, aspiramos a que Chile sea una potencia alimentaria. De hecho, el sector agrícola es uno de los pocos rubros que han aumentado sus exportaciones: 11 por ciento anual, mucho más que el crecimiento del país.



Por lo tanto, si hacemos fuertes inversiones en el sector rural, no me cabe duda de que esto se va a multiplicar: en producción, en ingresos para el país y, también, en fuentes de trabajo.



El Gobierno enfrenta las grandes obras de riego a través de embalses que cuestan 100, 200, 300 millones de dólares. Sin embargo, hay obras menores de gran interés para pequeños y medianos agricultores que no las realiza el Estado directamente. A través de la ley N° 18.450, se han otorgado subvenciones y aportes para financiar proyectos cuyo costo no supere las 30 mil unidades de fomento. Indudablemente, con el progreso que ha experimentado el país, más la necesidad de ir efectuando cada vez obras de mayor envergadura, dichos recursos ya resultan insuficientes.



Lo que pretende la iniciativa en debate es financiar inversiones entre 30 mil y 250 mil unidades de fomento, con lo cual se podrían construir muchas importantes obras de riego, dirigidas por asociaciones de regantes, de canalistas; juntas de vigilancia, u otras organizaciones de agricultores.



Resulta evidente que con el actual procedimiento, que controla muy bien la Comisión Nacional de Riego y, también, el Ministerio de Obras Públicas -ahí los proyectos son analizados intensamente-, muchas veces las obras no se han podido aprobar porque exceden el tope máximo que permite la ley N° 18.450, el cual, como ya señalé, corresponde a 30 mil UF.



A mi juicio, si se logra que las organizaciones de agricultores puedan optar a obtener un mayor volumen de apoyo, aparte de los aportes que ellos mismos puedan hacer, no me cabe duda de que la superficie regable del país va a aumentar considerablemente y, como consecuencia de ello, se verá incrementada la producción.



Ya lo decía el Senador Hernán Larraín: a pesar de la sequía existente, todavía las aguas siguen corriendo hasta el mar. Nosotros debemos tener la habilidad de contenerlas, a través de represas o de tranques construidos por los agricultores en diversos sectores del país, con el fin de aprovechar enormemente el recurso hídrico, no tan solo para el riego, sino también para la producción de energía eléctrica y, sobre todo, para el consumo humano. La gran carencia que hoy afecta a muchas zonas se debe también a que las aguas corren derechamente hasta el mar.



¡Hay que contenerlas! ¡Hay que trabajarlas! Y para eso, evidentemente, se requieren fondos.



De ahí que estimo que este proyecto de ley es altamente conveniente para el desarrollo de nuestro país y para ir en apoyo de un sector económico golpeado: las exportaciones agrícolas hoy día, con un dólar tan bajo y con todos los insumos subiendo permanentemente, están pasando por situaciones difíciles. 



¡Por eso vemos las carreteras tomadas!



Hay competencias desleales: ingresan productos desde otras naciones -a veces con alguna triquiñuela- a mitad de precio, gracias a los subsidios que sus gobiernos les otorgan. Aquí, en nuestro país, no se concede ningún beneficio ni subsidio. Nosotros sabemos que en las grandes naciones, ¡todos los productos agrícolas son fuertemente subsidiados en miles de miles de millones de dólares! ¡En Chile eso nunca ha ocurrido!



Con esta iniciativa estamos proveyendo recursos para obras de riego -por supuesto, serán debidamente aprobadas y minuciosamente detalladas-, dirigidas a las asociaciones de regantes.



A mí me ha tocado ver muchas de esas obras. ¡Son estupendas! ¡Cómo aumentan las posibilidades de riego! 



Asimismo, tenemos que mejorar cómo ocupar las aguas.



Por ello, considero que a través de este proyecto se puede entregar un gran beneficio para todo el sector agrícola. Esto permitirá, asimismo, seguir aumentando fuertemente las exportaciones de nuestra nación, las cuales, como dije, el año pasado crecieron ¡11 por ciento! Ningún otro sector experimentó un incremento tan grande como el obtenido por la agricultura. 



Señor Presidente, los agricultores se han ganado el aprecio y el cariño de nuestra patria. Y hoy día es legítimo que, a través de las juntas de vigilancia, de las asociaciones de canalistas y de otras organizaciones, puedan optar a proyectos de mayor envergadura, como los que permitirá la iniciativa en análisis, si la aprobamos. La ley N° 18.450, que resulta de gran apoyo y de gran beneficio, tiene la limitante de llegar tan solo a obras de inversión no superiores a las 30 mil unidades de fomento.



Por supuesto, voto favorablemente la idea de legislar.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, siempre he dicho, cuando tramitamos modificaciones a esta normativa, que pocos cuerpos legales vigentes en el país han producido tanto beneficio para Chile, para la agricultura y para el buen uso de los recursos hídricos como la ley Nº 18.450. Y esto lo señalo porque represento, junto a la Senadora Allende, a una Región que registra serios problemas con el agua y en donde estas normas resultan vitales para poder utilizarla mejor.



Aquí se han mencionado algunas cifras.



De acuerdo con la información entregada, hoy el 94 por ciento del agua caída va al mar. Y, francamente, eso constituye un pecado para un país preocupado por la realidad de la falta de agua.



Por eso, en Renovación Nacional vamos a aprobar este proyecto de ley, que introduce varios cambios para mejorar aún más los beneficios de la ley Nº 18.450.



En la actualidad, las obras de riego se clasifican en pequeñas, medianas y grandes. Las obras pequeñas se financian en general con cargo a los subsidios de la ley que se está modificando, que dispone en promedio de 35 mil millones de pesos anuales. Las obras medianas, en virtud del decreto con fuerza de ley Nº 1.123, cuentan con 5 mil millones de pesos al año y, a través de la ley Nº 18.450, con 3 mil 600 millones de pesos adicionales. 



En el caso de las obras financiadas con cargo a los recursos aportados por el decreto con fuerza de ley Nº 1.123, la inversión total es soportada por el Estado. En cuanto a las costeadas gracias a la ley Nº 18.450, la situación es distinta: el Estado bonifica solo una parte y una vez terminada la obra, lo que implica la inversión privada, al igual que la responsabilidad por su construcción lo determina una autoridad fiscalizadora.



Mediante las modificaciones que se introducen a esta normativa se pretende: a) incrementar el área de riego a través de obras medianas de regadío; b) aumentar la inversión agrícola; c) fomentar y fortalecer la inversión privada en obras medianas de riego de costo superior a 30 mil unidades de fomento, incorporando como beneficiarios de las bonificaciones que establece dicha ley a quienes realicen estudios, construyan o rehabiliten obras de riego o drenaje, comprendidas en proyectos integrales y de uso múltiple, cuyo costo supere las 30 mil unidades de fomento y no exceda las 250 mil; d) capturar y acumular excedentes estacionales en obras superficiales o de recarga de acuíferos (como modo de combatir la escasez hídrica y evitar, aunque sea en parte, que el agua dulce que escurre hasta el mar se pierda), mejorando la eficiencia en la utilización del recurso del agua; e) incentivar un uso y gestión multipropósito de estos proyectos, generando una gestión coordinada entre todas las industrias (agricultura, minería, empresas sanitarias y de energía), y f) mejorar la infraestructura.



Señor Presidente, este proyecto viene a reforzar los beneficios de la ley Nº 18.450. Por lo tanto, pido a la Sala que lo apruebe por unanimidad, porque realmente se trata de una iniciativa necesaria para la actividad económica y para los habitantes de nuestro país.



Voto a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Pido el asentimiento de la Sala para que me reemplace en la testera el Senador señor Sabag.



Acordado.



Tiene la palabra el Honorable señor García.



--Pasa a dirigir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Senador señor Sabag.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en la Región de La Araucanía, que tengo el honor de representar en esta Sala, probablemente hace treinta años no se tenía que pensar en el riego. La abundancia de lluvias, no solo en invierno, sino también en primavera y en otoño, era suficiente para lo que demandaban las siembras. Hoy, sin embargo, probablemente por el cambio climático, la disminución del agua caída hace que todos los proyectos agrícolas requieran riego y que las obras de regadío sean cada vez más ambiciosas.



Por ejemplo, en La Araucanía pensamos en un embalse que acumule y guarde las aguas que caen en invierno; que evite que se produzcan inundaciones, que tienen lugar particularmente en los sectores costeros, y que haga posible regular y administrar el uso de esa agua a fin de permitir el riego de miles de hectáreas, de incorporar superficie que hoy no está siendo provechosa, y de mejorar sustancialmente la productividad de nuestra agricultura.



Por eso, voy a aprobar este proyecto. Me parece muy interesante que el límite máximo de bonificación para una obra de riego pase de 12 mil unidades de fomento a 50 mil unidades de fomento.



Ahora bien, resulta muy importante lo que señalaba el Senador señor Hernán Larraín. Esta iniciativa no tendrá efectividad si no va acompañada en las respectivas normativas presupuestarias de mayores recursos. Si no se destinan los fondos suficientes, simplemente estaríamos dejando sin financiamiento a obras menores de riego -son tremendamente necesarias-, para favorecer proyectos un poco más grandes, de nivel intermedio. Y, en verdad, tanto las obras como las inversiones son realmente indispensables, en algunos casos -me atrevo a decir- vitales para que Chile sea la potencia agroalimentaria con la que nosotros soñamos. Por lo tanto, para la efectividad de lo preceptuado en esta iniciativa, deberemos tener muy presente en las discusiones de las futuras Leyes de Presupuestos los recursos que se asignen para este propósito.



Voto a favor.

El señor SABAG (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, este es un proyecto que apunta a una necesidad creciente, particularmente en nuestra Región.



Casi en la totalidad de las provincias de la Región de Valparaíso se ha decretado escasez hídrica. La ausencia de lluvias ha generado dificultades en el uso racional de las aguas y se requiere, de manera cada vez más creciente, llevar adelante proyectos de agua potable rural.



La normativa en examen apunta a fomentar la inversión privada en obras de riego o drenaje, comprendidas en proyectos integrales y de uso múltiple, cuyo costo supere las 30 mil unidades de fomento.



Lo anterior  permitirá la concreción de iniciativas emblemáticas, que por largo tiempo se han planteado. Por ejemplo, en el valle de Casablanca tenemos el proyecto de riego llamado “Canal de la Prosperidad”, cuya idea nació en la década de los 50 del siglo pasado. Las primeras obras se desarrollaron durante el Gobierno del Presidente Salvador Allende, y luego quedaron inconclusas. Ello haría posible llevar agua desde el río Maipo hasta el lago Peñuelas y regar todo el valle de Casablanca, que hoy se encuentra en condiciones bastante complejas.



De igual manera, podría ayudar a fomentar la inversión privada a fin de que las napas napas subterráneas de agua, que hoy día están agotadas en ese valle, puedan ser infiltradas mediante alguna tecnología adicional, que en este momento estudia la Universidad Técnica Federico Santa María.



Quiero decir que este proyecto apunta a una necesidad creciente en la Región que represento. Los procesos de desertificación y el cambio climático han afectado de manera progresiva al norte del país y amenazan además a zonas del sur, que habitualmente tenían disponibilidad de agua para los cultivos y el consumo humano.



Esta materia nos lleva a un elemento fundamental, que dice relación con el estatus de las aguas y los derechos de agua. En su oportunidad, presenté una moción en la Cámara Baja tendiente a dar preferencia al consumo humano en el uso de las aguas. Asimismo, junto con otros señores Diputados, patrocinamos una iniciativa cuyo propósito era que  el derecho a usar las aguas -que son un bien nacional de uso público, contemplado en el Código de Aguas- tuviera rango constitucional.



Por lo tanto, este proyecto -insisto- aborda un tema al cual hay que hincarle el diente y que en la Región que represento resulta particularmente importante. Además constituye una esperanza para el valle de Casablanca, que hoy día está sufriendo las consecuencias de la escasez hídrica, al igual que la zona rural de la provincia de San Antonio, donde hasta hace muy poco (por ejemplo, en Leyda) ni siquiera había agua para consumo humano, y gracias a una gestión del Gobierno del Presidente Piñera se logró abastecer de ella a distintos sectores de la población.



Voto a favor.

El señor SABAG (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en primer término, quiero felicitar al Gobierno por esta iniciativa, que, sin duda, va en el camino correcto: transformar a Chile en una potencia agroalimentaria. Porque sin agua resulta imposible contar con tecnología y efectuar las inversiones necesarias, sobre todo en un país como el nuestro, que tiene recursos hídricos pero no los aprovecha bien.



Por lo tanto, es preciso invertir en obras de regadío.



En segundo lugar, este proyecto está muy unido al que acabamos de aprobar hace unos minutos, que justamente permite el perfeccionamiento de los títulos de aprovechamiento de aguas en forma colectiva, y baja los quórums en las organizaciones de usuarios para autorizar al directorio a inscribir los derechos, conforme al Código de Aguas.



Eso va en la línea adecuada, porque los costos en que se incurre hoy para apoyar a la agricultura son bastante pequeños en relación con las necesidades reales que esta exhibe.



La iniciativa en debate aumenta de 12 mil a 50 mil unidades de fomento los montos máximos a los que podrán postular los proyectos presentados por los usuarios. En el caso de las organizaciones, en conformidad al Código de Aguas, se incrementa de 30 mil a 250 mil unidades de fomento.



Ayer estuve con el Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego, don Felipe Martin, sus asesores, y dirigentes agrícolas trabajando en una iniciativa muy importante para la Sexta Región relativa al canal Codegua. Los agricultores se hallan interesados no solo en mejorar el potencial de este último y en tener la tranquilidad de contar con agua disponible en los momentos requeridos, sino también en que la inversión en embalses además permita generar electricidad, lo cual constituye un doble propósito.



Estos proyectos deben propender a una mirada bastante más amplia y aprovechar justamente la energía hídrica, independiente de que muchas veces estas inversiones sean pequeñas (aunque todo va sumando), con el fin de que Chile se transforme en una potencia agroalimentaria.



Tenemos condiciones extraordinarias; una cordillera que nos da una situación fitosanitaria distinta a la de muchos países del mundo. Y eso debemos aprovecharlo al máximo.



Así es que deseo anunciar, tal como lo han planteado Senadores de nuestra bancada, el voto afirmativo de la UDI, porque consideramos que este es el camino correcto para ir apoyando a la mediana y la pequeña agricultura con el fin de que cuenten con la mejor tecnología y obtengan los recursos suficientes para acumular agua, poder utilizarla mejor, llegar a los mercados internacionales y desarrollar la agricultura y el país como corresponde.



Voto que sí.

El señor SABAG (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Uriarte.

El señor URIARTE.- Señor Presidente, la Región de Coquimbo vive la sequía más dura de los últimos 107 años. No hay registro público de un fenómeno climático más riguroso que aquel que existe hoy.



Lamentablemente, todos los indicadores climatológicos señalan que no hay certeza de qué va a ocurrir este invierno. Se dijo en algún minuto que tendríamos un invierno tardío en agosto del año pasado; que las temperaturas del Pacífico sur a la altura de la costa de Perú estaban cambiando, lo que podría haber mejorado las condiciones para que surgiera este famoso y tan anunciado invierno tardío que nunca llegó.



Hoy día no existe ninguna proyección seria que indique que la situación va a mejorar. La realidad de los agricultores es, de verdad, dramática. El Gobierno ha hecho un esfuerzo muy importante al nombrar un delegado presidencial (el Subsecretario del Interior) con amplias facultades para coordinar todos los esfuerzos de los servicios públicos con competencia en medidas de emergencia. Pero no es suficiente.



Necesitamos instrumentos legales y una institucionalidad que se hagan cargo de la sequía. Y esta iniciativa, de una manera muy adecuada, satisface las necesidades actuales de amplias zonas, que son mucho más que las 15 comunas de la Región de Coquimbo.



Este fenómeno llegó, lamentablemente, para quedarse. Y Chile requiere instrumentos de largo plazo a fin de implementar, a través de iniciativas como la que ahora debatimos, políticas públicas que les permitan a las asociaciones de usuarios, a los regantes, postular en forma regular, ordenada y planificada a proyectos de riego. 



Por eso aplaudo esta iniciativa, al igual que la que aprobamos hace poco, porque es, en realidad, lo que hacía falta: establecer mecanismos obligatorios para que la Comisión Nacional de Riego llame al menos trimestralmente a concursos públicos a los cuales puedan postular potenciales beneficiarios.



Por lo mismo, me parece que esta normativa, junto con la que permite regularizar proyectos de riego, especialmente a través de los títulos de dominio de los derechos de aprovechamiento de agua, nos va a dar un respiro en el mediano y el largo plazo.



Por tal motivo, señor Presidente, vamos a votar a favor de esta iniciativa, que viene a complementar un esfuerzo que están haciendo muchos regantes, pequeños agricultores pertenecientes a esa agricultura tan aporreada como es la que se desarrolla a nivel familiar. Y no basta con la ayuda del INDAP, del Servicio Agrícola y Ganadero, de la Subsecretaría de Agricultura o del propio Ministerio a través de la ONEMI.



Necesitamos un chasis que nos permita enfrentar de manera regular y ordenada hacia el futuro demandas agobiantes respecto de un recurso tan vital como lo es el agua.



Voto a favor.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor SABAG (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (15 votos favorables).



Votaron las señoras Allende, Alvear y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Horvath, Larraín (don Hernán), Orpis, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte y Walker (don Patricio).

El señor SABAG (Presidente accidental).- Como no hay suficientes Senadores en la Sala para adoptar acuerdos, se fijará el plazo para presentar indicaciones en la próxima sesión ordinaria.



Señores Senadores, por no haber quórum para tomar acuerdos, levantaré la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALVEAR:



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, requiriéndole señalar MEDIDAS GUBERNATIVAS ANTE MUERTES POR “BALAS LOCAS”; APORTE DE SUBSECRETARÍA DE PREVENCIÓN DEL DELITO FRENTE A TALES HECHOS, Y DOTACIÓN DE CARABINEROS EN COMUNAS RESPECTIVAS. Y a la señora Ministra de Obras Públicas, solicitándole antecedentes sobre PAVIMENTACIÓN DE CAMINO EL MANZANITO, DE PAINE (Región Metropolitana).

)----------(

El señor SABAG (Presidente accidental).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:20.







Manuel Ocaña Vergara,







  Jefe de la Redacción

A N E X O S

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 361

A C T A S  A P R O B A D A S

SESIÓN 3ª, ESPECIAL, EN MARTES 19 DE MARZO DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros de Transportes y Telecomunicaciones, y Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señores Pedro Pablo Errázuriz y Luciano Cruz-Coke, respectivamente. Asiste, también, el asesor legislativo de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señor Andrés Rodríguez.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 36 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 1ª y 2ª, ordinarias, de fechas 12 y 13 de marzo de 2013, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_________

CUENTA

Mensajes


Cinco de S. E. el Presidente de la República:


Con los dos primeros, da inicio a la tramitación de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio de Seguridad Social entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, suscrito en Santiago con fecha 13 de marzo de 2012 (Boletín Nº 8.842-10). 


2.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Trinidad y Tobago sobre Autorización para que los Dependientes del Personal Diplomático, Consular, Técnico y Administrativo de las Misiones Diplomáticas y Consulares realicen Actividades Remuneradas, suscrito en Puerto España, Trinidad y Tobago, el 29 de marzo de 2012 (Boletín Nº 8.843-10). 


- Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.


Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, a las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que otorga un bono solidario a las familias de menores ingresos y de clase media vulnerables (Boletín N° 8.830-31).


2.- Proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (Boletín Nº 8.314-07).


Con el último, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, a la tramitación del proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N° 7.550-06).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De S. E. el Presidente de la República, con el que comunica su ausencia del territorio nacional, desde el día 16 al 20 del mes en curso, en visita oficial a la ciudad de Roma, República Italiana, para asistir a la entronización en la Santa Sede del Sumo Pontífice de la Iglesia Católica.


Informa, además, que durante su ausencia lo subrogará, con el título de Vicepresidente de la República, el señor Ministro titular de Interior y Seguridad Pública, don Andrés Chadwick Piñera.


- Se toma conocimiento.


Dos de la Honorable Cámara de Diputados, con los que informa que prestó su aprobación a los proyectos de ley que se enuncian a continuación: 


1.- El que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín        N° 7.550-06) (con urgencia calificada de “suma”).


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y a la de Hacienda, en su caso.


2.- El que otorga un bono solidario a las familias de menores ingresos y de clase media vulnerables (Boletín N° 8.830-31) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Pasa a la Comisión de Hacienda.

Solicitudes de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Frei, para ausentarse del territorio nacional a contar del día lunes 18 del mes en curso.


Del Honorable Senador señor Larraín Peña, para salir del país a contar del día martes 19 del presente mes. 


Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en razón de ausentarse del país, a contar del día 21 del mes en curso.


- Se accede a lo solicitado.

Comunicación

De la señora Directora del Instituto Nacional de Derechos Humanos


Informa la aceptación de la renuncia presentada por el Consejero señor Luis Hermosilla Osorio, quien fue designado por esta Corporación, la que en conformidad al procedimiento establecido por el artículo 6° de la ley          N° 20.405 deberá proceder al nombramiento de un nuevo consejero que asumirá por el período de tiempo que le restaba por cumplir al señor Hermosilla.


- Pasa a los Comités.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la introducción de la televisión digital terrestre, con segundo y nuevo segundo informe de las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas, e informe de la

Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose del asunto de la referencia y solicita autorización de la Sala para el ingreso del asesor legislativo de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señor Andrés Rodríguez. Se accede.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 6.190-19 y urgencia calificada de “suma”.

- - -


Luego, para continuar la discusión en particular, el señor Presidente otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Letelier, Chahuán y Girardi. Interviene, también, el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.


Cerrado el debate, se pone en votación la modificación propuesta por las Comisiones unidas referida al inciso primero del artículo 15, contenido en el número 12 -que pasaría a ser 14- del artículo 1° del proyecto, que es aprobada por 26 votos a favor y 8 en contra, de un total de 36 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Pizarro y Chahuán.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Allende y señores Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Rossi y Tuma.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señor Letelier, señora Allende y señores Gómez, Navarro y Lagos.

- - -


Terminada la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Girardi.

- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Gómez solicita votación separada de cada uno de los incisos del artículo 15 en debate.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación la modificación propuesta por las Comisiones unidas referida al inciso segundo del artículo 15, contenido en el número 12 -que pasaría a ser 14- del artículo 1° del proyecto, que es aprobada por 27 votos a favor y una abstención, de un total de 36 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Gómez.

- - -


Terminada la votación, manifiesta su intención de abstenerse el Honorable Senador señor Navarro.

- - -


Enseguida, se pone en votación la modificación propuesta por las Comisiones unidas referida al inciso tercero del artículo 15, contenido en el número 12 -que pasaría a ser 14- del artículo 1° del proyecto, que es aprobada con la misma votación anterior, cumpliéndose, así, el quórum constitucional exigido.

- - -


A continuación, el señor Presidente pone en votación la enmienda propuesta por las Comisiones unidas relativa al inciso cuarto del artículo 15, contenido en el número 12 -que pasaría a ser 14- del artículo 1° del proyecto, que es aprobada por 30 votos a favor, 4 en contra y una abstención, de un total de 36 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señor Espina y señora Rincón.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Allende y señores Gómez, Muñoz Aburto y Navarro.


Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Navarro y Gómez y señora Allende.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Letelier, quien fundamenta su decisión.

- - -


Durante la votación, interviene, debidamente autorizado, el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.

- - -


En su alocución, el Honorable Senador señor Espina solicita recabar el acuerdo de la Sala a fin de encomendar a la Comisión de Trabajo y Previsión Social la elaboración de un informe en relación con la situación laboral de los trabajadores de los medios de comunicación, en particular de la televisión.


Se accede a lo solicitado.

- - -


Seguidamente, se pone en votación la modificación propuesta por las Comisiones unidas referida al inciso quinto del artículo 15, contenido en el número 12 -que pasaría a ser 14- del artículo 1° del proyecto, que es aprobada por la unanimidad de los presentes (30 Senadores), de un total de 36 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -


A continuación, el señor Presidente pone en discusión la enmienda propuesta por las Comisiones unidas relativa al inciso sexto del artículo 15, contenido en el número 12 -que pasaría a ser 14- del artículo 1° del proyecto, y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Gómez, Navarro, Coloma y Girardi. Interviene, también, el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.

- - -


Queda pendiente el tratamiento de este asunto.

_________


Luego, el señor Presidente expresa que ha concluido el Orden del Día y levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 4ª, ORDINARIA, EN MARTES 19 DE MARZO DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona; del Vicepresidente, Honorable Senador señor Navarro, y, en forma accidental, de la Honorable Senadora señora Rincón.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia (Subrogante); de Economía, Fomento y Turismo; de Educación; de Transportes y Telecomunicaciones, y Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señores Claudio Alvarado, Pablo Longueira, Harald Beyer, Pedro Pablo Errázuriz y Luciano Cruz-Coke, respectivamente.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 36 Senadores en ejercicio.

- - -

CUENTA

Oficios

De la Excelentísima Corte Suprema


Emite su parecer, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política, respecto del proyecto de ley que establece la Ley Orgánica de la Institucionalidad Estadística Nacional (Boletín Nº 8.767-06).


- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia de dos resoluciones dictadas en el requerimiento de inconstitucionalidad presentado por un grupo de Honorables señores Senadores, respecto de los incisos segundo y tercero del nuevo artículo 112 B, introducidos por el proyecto de ley, en primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados, que modifica la ley N° 19.039, de Propiedad Industrial, para fortalecer la protección de principios activos de medicamentos (Boletín  N° 8.183-03).


- Se toma conocimiento.

Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura


Contesta consulta, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre los efectos que una expropiación para el camino por el borde costero tendría en la inversión en infraestructura y la actividad pesquera de Caleta Cerro Verde, en la comuna de Penco. 

Del señor Director General del Territorio Marítimo y Marina Mercante


Da respuesta a una solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativa a la adopción de medidas de fiscalización para verificar el cumplimiento de las disposiciones laborales en las naves mercantes nacionales.

Del señor Intendente Regional de la Región del Bío Bío


Remite antecedentes, solicitados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre los siguientes asuntos:


1.- Denuncia de otorgamiento de concesiones para explotar salmón en caladeros históricos de la pesca artesanal en esa Región, con anuencia de la Comisión Regional de Uso del Borde Costero.


2.- Avances del proyecto “Fortalecimiento de las condiciones habilitantes por medio de la prevención y mitigación de daños debido a catástrofes oceánicas, a través del establecimiento de barreras vegetales en el borde costero de las Regiones VII y VIII”.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de S. E. el Presidente de la República, con el que solicita el acuerdo del Senado para designar como Ministros suplentes del Tribunal Constitucional a los señores Alan Bronfman Vargas y Christian Suárez Crothers (Boletín N° S 1.556-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental).


De la Comisión de Economía, segundo informe recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la venta y arriendo de video juegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas (Boletín N° 5.579-03) (con urgencia calificada de “simple”).


De la Comisión de Trabajo y Previsión Social:


Segundo informe, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre nulidad de despidos realizados para recontratar a un trabajador por una remuneración inferior (Boletín N° 7.633-13).


Informe recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece plazo para otorgamiento del finiquito del contrato de trabajo (Boletines N°s 7.467-13 y 7.746-13, refundidos).


De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, los recaídos en las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede la nacionalidad por gracia al músico Daniel Lencina D´Andrea (Boletín Nº 8.368-17).


2.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote Edelino Bertocco Gasparella (Boletín N° 8.570-07).


De la Comisión de Relaciones Exteriores, sendos informes recaídos en los siguientes asuntos, ambos en segundo trámite constitucional:


1.- Proyecto de acuerdo de Coproducción Cinematográfica entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Italiana, suscrito en Roma, Italia, el 6 de octubre de 2004 (Boletín Nº 8.625-10).


2.- Proyecto de acuerdo que aprueba la enmienda al Convenio Constitutivo del Fondo Monetario Internacional sobre la reforma del Directorio Ejecutivo, adoptada en Washington D. C., el 15 de diciembre de 2010 (Boletín Nº 8.733-10).


- Quedan para Tabla.

Mociones


De los Honorables Senadores señores Orpis y Rossi, con la que inician un proyecto de ley que otorga el grado de Capitán de Corbeta, de manera póstuma, al héroe de Pisagua don Juan Amador Barrientos Adriazola (Boletín N° 8.844-02). 


De los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto y Rossi, con la que se da inicio a un proyecto de ley que prohíbe la discriminación arbitraria en el ingreso a las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile (Boletín N° 8.846-02). 


- Pasan a la Comisión de Defensa Nacional.

Comunicaciones


De los Honorables Senadores señores Escalona y Navarro, por medio de la cual presentan su renuncia, a contar del día 20 del mes en curso, a los cargos de Presidente y Vicepresidente de la Corporación, respectivamente.


- Se toma conocimiento y quedan para ser votadas después de la Cuenta de la sesión ordinaria siguiente.


De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, con la que informa que, en sesión del día de hoy, ha elegido como su Presidente a la Honorable Senadora señora Lily Pérez San Martín.


De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, con la que comunica que, en sesión del día de hoy, eligió como su Presidente al Honorable Senador señor Jaime Orpis Bouchon.


- Se toma conocimiento.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1.- Citar a sesión especial, para mañana miércoles 20 de marzo a las 15:30 horas, con el fin de resolver acerca del oficio de S.E. el Presidente de la República en el que solicita el acuerdo del Senado para designar como Ministros suplentes del Tribunal Constitucional a los señores Alan Bronfman Vargas y Christian Suárez Crothers (Boletín N° S 1.556-05).


2.- Tratar en primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana miércoles 20 de marzo, el proyecto de ley que otorga un bono solidario a las familias de menores ingresos y de clase media vulnerables (Boletín N° 8.830-31).


3.- Tratar en primer lugar del Orden del Día de la sesión del martes 2 de abril, el proyecto de ley que concede nacionalidad por especial gracia al señor Daniel Lencina D’Andrea (Boletín Nº 8.368-17).


4.- Realizar, antes del Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria del martes 9 de abril, un homenaje al señor David Feuerstein, quien sobrevivió al campo de exterminio nazi Auschwitz-Birkenau.


5.- Remitir el proyecto de ley que establece la Ley Orgánica de la Institucionalidad Estadística (Boletín Nº 8.767-06) a la Comisión de Economía para que sea informado por ésta y no por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

_________


A continuación, el señor Presidente solicita a la Sala y al público en las tribunas guardar un minuto de silencio por la memoria de la actriz nacional señora Myriam Palacios, recientemente fallecida.


La Sala guarda un minuto de silencio.

- - -


Acto seguido, el Honorable Senador señor Larraín Fernández solicita recabar el asentimiento de la Sala a fin de remitir oficio, en su nombre y en el de la Honorable Senadora señora Alvear, a S.E. el Presidente de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, para introducir el voto programático en la elección del Presidente de la República, de senadores y diputados y de alcaldes, y establecer la obligación de rendir cuenta anual del cumplimiento de sus respectivos compromisos programáticos, la cual, en su momento, fuera declarada inadmisible por contener materias de iniciativa exclusiva del Jefe de Estado.


Así se acuerda.

- - -


Luego, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín solicita obtener el asentimiento de la Sala a fin de fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín N° 8.207-07).


La Sala acuerda establecer dicho plazo hasta el día 1 de abril a las 12 horas, debiendo las indicaciones ser presentadas en la Secretaría de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas.

- - -


Posteriormente, la Sala resuelve colocar en el segundo lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana miércoles 20, el proyecto de ley que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985 (Boletín Nº 7.761-24).  

_________


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que crea la Superintendencia de Educación Superior, con informe de la Comisión de

Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.041-04 y urgencia “suma”. 


Añade que su objetivo es crear la señalada Superintendencia, servicio público funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Educación y cuyo objeto será fiscalizar, en las materias de su competencia, a las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica.


Destaca que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar con los votos favorables de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio.


Finalmente, resalta que los artículos 1°, 3°, 7°, 8°, 9°, 10, 14, 17, 32, 33, 34 y 36 permanentes y primero, segundo, tercero y cuarto transitorios, contenidos en el artículo primero; el artículo tercero y el artículo primero transitorio tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales.

- - -


Luego, la Honorable Senadora señora Alvear expresa que se inhabilita de votar este proyecto en atención a lo dispuesto en el artículo 8° del Reglamento de la Corporación.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señor Walker (don Ignacio), señora Von Baer, señor Sabag, señora Allende y señores Larraín Fernández, Tuma, Zaldívar y Quintana. Interviene, también, el señor Ministro de Educación.


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 26 votos a favor, 6 en contra y 2 abstenciones, de un total de 36 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los artículos 1°, 3°, 7°, 8°, 9°, 10, 14, 17, 32, 33, 34 y 36 permanentes y primero, segundo, tercero y cuarto transitorios, contenidos en el artículo primero; del artículo tercero y del artículo primero transitorio del proyecto.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide, Pérez Varela, Espina, Coloma, Kuschel, Cantero y Zaldívar, señora Pérez San Martín y señores Lagos y Prokurica.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Allende y señores Girardi, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro y Rossi.


Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Rossi, Letelier, Navarro y Girardi y señora Allende.


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Rincón y señor Escalona, quienes fundamentan su decisión.

- - -


Durante la votación, interviene, debidamente autorizado, el señor Ministro de Educación.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 8 de abril de 2013, a las 12 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

_________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Escalona, Navarro y Uriarte, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 5ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 20 DE MARZO DE 2013



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurre, asimismo, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 35 Senadores en ejercicio.

- - -

CUENTA

Solicitud de permiso constitucional



Del Honorable Senador señor Letelier, para ausentarse del territorio nacional a contar del día de hoy.


- Se accede a lo solicitado.

_________



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto del asunto discutido en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como Ministros Suplentes del Tribunal Constitucional a los señores Alan Bronfman Vargas y Christian Suárez Crothers, con informe de la Comisión de Constitución,

Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del oficio de Su Excelencia el Presidente de la República mediante el cual se solicita el acuerdo del Senado para nombrar como suplentes de Ministros del Tribunal Constitucional a los señores Alan Bronfman Vargas y Christian Suárez Crothers, que tiene el Boletín N° S 1.556-05 y la urgencia establecida en el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política.



Agrega que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín Fernández, Larraín Peña y Walker (don Patricio), de que en la designación en análisis se ha dado cumplimiento a los requisitos, formalidades y procedimientos previstos en la Ley Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional.



Finalmente, hace presente que el Senado debe pronunciarse respecto de las proposiciones en votación única y que el acuerdo para nombrar a los Ministros suplentes requiere el voto favorable de dos tercios de los Senadores en ejercicio.

- - -



Enseguida, el señor Presidente pone en discusión la referida solicitud y otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Tuma y Navarro. Interviene, también, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia.



Cerrado el debate y puesta en votación la solicitud señalada, es aprobada por 26 votos a favor y una abstención, de un total de 35 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo prescrito en el artículo 18 de la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Walker (don Patricio) y Larraín Fernández, señora Rincón, señor Pérez Varela, señora Allende y señor Sabag.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Rossi.

- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.

- - -



Finalmente, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día y levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 6ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 20 DE MARZO DE 2013


Presidencia de los Honorables Senadores señores Escalona y Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda; Secretario General de la Presidencia; de Desarrollo Social, y Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señores Felipe Larraín, Cristián Larroulet, Joaquín Lavín y Luciano Cruz-Coke, respectivamente.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 35 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 1ª y 2ª, ordinarias, de fechas 12 y 13 de marzo de 2013, respectivamente, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensaje


De S. E. el Presidente de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, para la tramitación de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que establece un sistema de supervisión basado en riesgo para las compañías de seguro (Boletín Nº 7.958-05).


2.- Proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín Nº 8.207-07).


3.- Proyecto de ley que ajusta normas del Estatuto del Personal de Gendarmería de Chile, en materias de requisitos de ingreso y de promoción de cargos en las Plantas de Oficiales Penitenciarios y de Suboficiales y Gendarmes (Boletín N° 8.563-07).


4.- Proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal (Boletín N° 8.810-07).


5.- Proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (Boletín N° 8.270-08).


6.- Proyecto de ley que modifica el Sistema Privado de Salud, incorporando un plan garantizado (Boletín N° 8.105-11).


7.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.378, que crea un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, incrementando los recursos del subsidio y creando el fondo de apoyo regional (FAR) (Boletín N° 8.289-15).


8.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares (Boletín Nº 8.329-15).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, informa que prestó su aprobación al proyecto de ley que perfecciona las disposiciones introducidas por la ley N° 20.568, sobre inscripción automática y que modernizó el sistema de votaciones (Boletín      N° 8.819-06) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y a la de Hacienda, en su caso. 


Con el segundo, comunica que dio su aprobación a la enmienda propuesta por esta Corporación al proyecto de ley que introduce mejoras en el régimen del personal del Servicio Médico Legal (Boletín Nº 8.129-07).


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes. 

De la Excelentísima Corte Suprema


Informa a esta Corporación del acuerdo adoptado por el Tribunal Pleno, relativo al retiro de su representante del Consejo Editorial de la Editorial Jurídica de Chile.


- Se toma conocimiento.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia autorizada de cuatro sentencias definitivas pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 23, inciso tercero, y 24, inciso primero, ambos del decreto ley            N° 3.063, Ley sobre Rentas Municipales.


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.

Del señor Contralor General de la República


Transcribe, para conocimiento de esta Corporación, el oficio que ese Organismo Contralor dirigió al señor Subsecretario de Hacienda en materia de procedimiento para determinar la devolución de los fondos de ahorro depositados en las cuentas personales de las asociaciones de ahorro y préstamo. 

Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda


Da respuesta, por encargo del señor Ministro, a una petición cursada en nombre de los Honorables Senadores señores Chahuán y Sabag, relativa a exceptuar a la Universidad de Chile y sus instituciones dependientes de la aplicación de la Ley de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministros Públicos y Prestaciones de Servicios.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Certificado


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga un bono solidario a las familias de menores ingresos y de clase media vulnerables (Boletín N° 8.830-31) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Según lo acordado por los Comités, queda para la Tabla de esta sesión.

Mociones


De los Honorables Senadores señor Tuma, señora Rincón y señores Lagos, Rossi y Uriarte, con la que se da inicio a un proyecto de ley que incorpora en la Ley sobre Votaciones Populares y Escrutinios la fotografía de los candidatos como elemento de la cédula de votación (Boletín N° 8.847-06).


De los Honorables Senadores señores Gómez, Navarro y Muñoz Aburto, con la que se inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.884 con el fin de suprimir las donaciones anónimas y reservadas a campañas electorales, reducir el límite de gasto electoral y desvincular las decisiones públicas de los intereses privados (Boletín N° 8.848-06).


- Pasan a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


De los Honorables Senadores señor Walker, don Patricio, y señora Rincón, con la que inician un proyecto de ley que establece un régimen de penalidad accesoria aplicable a personas condenadas por delitos sexuales en contra de menores de edad, y prohíbe conceder beneficios penitenciarios a los autores del delito de violación (Boletín N° 8.849-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.


De los Honorables Senadores señor Walker, don Patricio, y señora Alvear, con la que se da inicio a un proyecto de ley que incorpora en el Código Penal la figura calificada de denuncia calumniosa de delitos sexuales en contra de menores de edad (Boletín N° 8.850-07). 


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De los Honorables Senadores señor Prokurica, señora Pérez San Martín y señores García, Horvath y Kuschel, con la que inician un proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales con el objeto de sancionar, mediante la compensación a los usuarios, a los prestadores de servicios sanitarios que incumplan las normas de calidad (Boletín N° 8.852-09).


- Pasa a la Comisión de Obras Públicas.


De los Honorables Senadores señor Girardi, señoras Allende y Alvear y señor Navarro, con la que se inicia un proyecto de ley que fija marco regulador de la gestión sustentable de residuos sólidos (Boletín N° 8.854-12).


- Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señor Prokurica, señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Navarro, Pizarro y Uriarte, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República el envío a tramitación legislativa de una iniciativa que prorrogue la ley N° 20.365, que establece una franquicia tributaria respecto de productos solares térmicos, por un periodo de cinco años (Boletín               N° S 1.560-12). 


- Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Comunicaciones


De la Comisión de Defensa Nacional, con la que informa que, en sesión del día de ayer, ha elegido como su Presidente al Honorable Senador señor Juan Antonio Coloma Correa.


De la Comisión de Hacienda, con la que comunica que, en su sesión del día 19 del mes en curso, eligió como su Presidente al Honorable Senador señor Andrés Zaldívar Larraín.


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, para exponer que, en sesión del día de ayer, procedió a elegir como su Presidente al Honorable Senador señor Carlos Bianchi Chelech.


De la Comisión de Relaciones Exteriores, con la que da a conocer que, en sesión celebrada el día de ayer, resultó elegido como su Presidente el Honorable Senador señor Ignacio Walker Prieto.


De la Comisión de Economía, con la que informa que, en sesión del día de hoy, eligió como su Presidente al Honorable Senador señor Jovino Novoa Vásquez.


- Se toma conocimiento.

- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Walker (don Ignacio) solicita obtener el asentimiento de la Sala a fin de extender el plazo fijado para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación Superior (Boletín N° 8.041-04).


La Sala acuerda ampliar dicho plazo hasta el día 29 de abril próximo a las 12 horas.

- - -


Luego, el Honorable Senador señor Muñoz Aburto manifiesta que la Comisión de Trabajo y Previsión Social acordó solicitar a la Sala -en virtud de lo dispuesto en el artículo 17 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional- autorización para refundir los proyectos iniciados en Mociones de diversos Senadores relativas a la situación laboral de los empaquetadores de supermercados (Boletines N°s 7.200-13 y 7.604-13), que se encuentran radicadas en dicha Comisión.


Se accede.


Asimismo, expresa el aludido señor Senador que la mencionada Comisión acordó solicitar la anuencia de la Sala a fin de fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones (Boletín N° 7.829-13).


La Sala acuerda fijar dicho plazo hasta el día 1 de abril de 2013, a las 16 horas, y las indicaciones deberán ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.
- - -


A continuación, el Honorable Senador señor Rossi pide recabar el asentimiento de la Sala para que el proyecto de ley que modifica la ley        N° 20.000, sobre Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, estableciendo una exención de responsabilidad penal para el cultivo y porte del género cannabis sativa, en los casos que indica (Boletín N° 8.510-07), sea conocido por la Comisión de Salud en lugar de la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento en la que se encuentra radicado.


Al no producirse acuerdo, el señor Presidente somete a votación el cambio de tramitación solicitado, que resulta aprobado por 18 votos a favor, 11 en contra y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Escalona, Girardi, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Horvath, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Prokurica y Uriarte.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor García.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

RENUNCIA DEL PRESIDENTE Y DEL VICEPRESIDENTE

DE LA CORPORACIÓN.

ELECCIÓN DE LA NUEVA MESA


El Honorable Senador señor Escalona, antes de dejar su cargo de Presidente de la Corporación, hace uso de la palabra para agradecer el apoyo que se le brindara y efectuar una breve relación de las principales acciones e iniciativas desarrolladas durante su gestión.

- - -


Enseguida, el señor Presidente, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 25 del Reglamento, somete a votación las renuncias que, junto al Vicepresidente, Honorable Senador señor Navarro, presentaran a sus respectivos cargos.


Estas renuncias son aceptadas por 28 votos favorables y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor García.
- - -


Terminada la votación, manifiestan su intención de voto favorable los Honorables Senadores señores Girardi, Lagos y Kuschel.

- - -


Luego, al tenor de lo dispuesto en los artículos 25 y 26 del Reglamento del Senado, corresponde elegir Presidente y Vicepresidente de la Corporación, lo que se lleva a cabo mediante votación nominal.


En primer término, se pone en votación la elección de Presidente.


Enseguida, el señor Secretario General da a conocer el resultado de la votación: por el Honorable Senador señor Pizarro, 18 votos; por el Honorable Senador señor Orpis, 13 votos y un pareo.


Votan por el Honorable Senador señor Pizarro, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Escalona, Girardi, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por el Honorable Senador señor Orpis, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Prokurica y Uriarte.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor García.


El señor Presidente saliente anuncia que, en consecuencia, se ha elegido al Honorable Senador señor Pizarro como Presidente del Senado.

- - -


A continuación, se pone en votación la elección de Vicepresidente de la Corporación.


El señor Secretario General da a conocer el resultado de la votación: por el Honorable Senador señor Gómez, 18 votos; por el Honorable Senador señor Chahuán, 14 votos y un pareo.


Votan por el Honorable Senador señor Gómez, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Escalona, Girardi, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Votan por el Honorable Senador señor Chahuán, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Prokurica y Uriarte.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor García.


El señor Presidente saliente anuncia que, en consecuencia, se ha elegido al Honorable Senador señor Gómez como Vicepresidente del Senado.

- - -


Enseguida, el señor Presidente saliente invita a los señores Presidente y Vicepresidente a ocupar su lugar en la testera.

- - -


Posteriormente, el señor Presidente solicita a los Honorables Senadores señores Escalona y Navarro que se acerquen a la Mesa, con la finalidad de hacerles entrega de sendas campanas simbólicas de la Sala.

- - -


Por último, el señor Presidente, Honorable Senador señor Pizarro, hace uso de la palabra agradeciendo su elección en calidad de tal.


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga un bono solidario a las familias de menores ingresos y de clase media vulnerables, con

certificado de la Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.830-31 y urgencia de “discusión inmediata”. 


Añade que su principal objetivo es otorgar un bono extraordinario de $ 40.000 por familia de menores ingresos y un incremento de $ 7.500 por cada menor de 18 años de edad y por cada persona con discapacidad que sea parte del grupo familiar. También este bono solidario de  $ 40.000 lo recibirán las familias de clase media vulnerables.


Destaca que la Comisión de Hacienda discutió el proyecto en general y en particular en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, y deja constancia de que sometido a votación en general y en particular se registraron dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Kuschel y Zaldívar, y tres abstenciones, de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Lagos y Novoa. Repetida la votación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento de la Corporación, se registró idéntico resultado, por lo que en aplicación del inciso segundo de dicho precepto se dio por aprobado el proyecto en general y en particular, en los mismos términos en que fuera despachado por la Cámara de Diputados.

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general y en particular el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Zaldívar y Novoa y señora Rincón.


Cerrado el debate y puesto en votación en general, es aprobado por 33 votos a favor y una abstención.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señor Muñoz Aburto, señora Alvear, señores García-Huidobro y Lagos, señora Pérez San Martín y señores Escalona, Bianchi, Rossi, García, Prokurica, Tuma, Larraín Fernández, Sabag, Ruiz-Esquide y Navarro.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Novoa.

- - -


Luego, el señor Presidente lo declara también aprobado en particular, en virtud de lo dispuesto en el artículo 126 del Reglamento de la Corporación.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Concédese, por una sola vez, un bono extraordinario a quienes al 31 de diciembre de 2012 sean beneficiarios del subsidio familiar establecido en la ley N° 18.020; o beneficiarios de la asignación familiar o de la asignación maternal del decreto con fuerza de ley  N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, siempre que perciban las referidas asignaciones por tener ingresos iguales o inferiores al límite máximo establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.987. También tendrán derecho al bono quienes, al 31 de diciembre de 2012, sean beneficiarios de la asignación familiar o de la asignación maternal del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que a dicha fecha tengan ingresos superiores al límite máximo establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.987 y que el promedio mensual de su remuneración bruta del año 2012 sea igual o inferior a 60 unidades de fomento, según el valor promedio de dicha unidad durante el año 2012, siempre que cuenten con Ficha de Protección Social al 31 de diciembre de 2012, regulada en el decreto supremo N° 291, de 2007, del Ministerio de Planificación, y tengan causantes acreditados a esa fecha.


El bono será de $40.000.- por beneficiario y se incrementará en un monto adicional de $7.500.- por cada causante que, al 31 de diciembre de 2012, sea menor de 18 años de edad o haya cumplido esa edad en dicho año o sea inválido, cualquiera sea su edad según lo establecido en el inciso primero del artículo 2° de la ley N° 18.020 o en el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. El incremento no será aplicable a los beneficiarios del bono cuyos ingresos mensuales sean superiores al límite máximo establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.987.


Cada beneficiario y cada causante de los señalados en el inciso anterior sólo dará derecho a un bono y a un incremento, respectivamente.


Igualmente, tendrán derecho al bono otorgado por esta ley las familias que, al 28 de febrero de 2013, se encuentren percibiendo la transferencia monetaria base y, o la transferencia monetaria condicionada a que se refieren los párrafos Quinto y Sexto del Título I de la ley N° 20.595; y las familias que, a esa fecha, sin percibir las referidas transferencias, sean usuarias del Subsistema Seguridades y Oportunidades, por haber ingresado a éste de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3°, o en la forma establecida en el artículo tercero transitorio, ambos de la ley N° 20.595; siempre que a quien le corresponda recibir el pago de las referidas transferencias, según lo establecido en el artículo 34 del decreto supremo N° 30, de 2012, del Ministerio de Desarrollo Social, no sea beneficiario del subsidio familiar establecido en la ley N° 18.020; o de la asignación familiar o de la asignación maternal del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. El bono será de $40.000.- por familia según grupo familiar consignado en la Ficha de Protección Social al 28 de febrero de 2013 y se incrementará en un monto adicional de $7.500.- por cada menor de 18 años de edad y por cada persona con discapacidad que tenga 18 o más años de edad que se encuentre inscrita a la fecha antes señalada en el Registro Nacional de Discapacidad a que se refiere el Título V de la ley N° 20.422, que integre el grupo familiar respectivo, que no sea causante del subsidio familiar establecido en la ley       N° 18.020; o de la asignación familiar o de la asignación maternal del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


El bono de la presente ley no constituirá remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable, no estará afecto a descuento alguno y no será considerado subsidio periódico para efectos de lo dispuesto en el artículo 12 de la ley N° 20.595. Será de cargo fiscal y administrado por el Ministerio de Desarrollo Social, al que le corresponderá especialmente concederlo y resolver los reclamos a que haya lugar con ocasión de su implementación, los que podrán ser notificados a los reclamantes a través del Instituto de Previsión Social. Será pagado por el Instituto de Previsión Social en una sola cuota, a partir del mes en que se publique esta ley y a la persona que establece el artículo 34 del decreto supremo N° 30, de 2012, del Ministerio de Desarrollo Social, en caso que perciban el bono en razón de ser beneficiarios de las transferencias a que se refieren los párrafos Quinto y Sexto del Título I de la ley N° 20.595; o al beneficiario del subsidio familiar, asignación familiar o asignación maternal en el caso de quienes tengan acceso al bono por ser beneficiarios de esas asignaciones. Al efecto, el Instituto de Previsión Social podrá celebrar convenios directos con una o más entidades públicas o privadas que cuenten con una red de sucursales que garantice la cobertura nacional del pago.


El plazo para reclamar por el no otorgamiento del bono a que se refiere este artículo, será de un año contado desde la publicación de la presente ley.


En tanto, el plazo para el cobro del bono a que se refiere este artículo será de seis meses contado desde la emisión del pago.


A todo aquél que percibiere indebidamente el bono extraordinario a que se refiere este artículo, ocultando datos o proporcionando antecedentes falsos, se le aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudiere corresponderle, de acuerdo a la legislación común, sin perjuicio de la devolución de lo indebidamente percibido. El infractor deberá restituir las sumas indebidamente percibidas, reajustadas de conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes anterior a aquel en que se percibió y el que antecede a su restitución.


Para efectos de la concesión del bono establecido en esta ley, corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social proporcionar al Ministerio de Desarrollo Social, en el plazo de treinta días contado desde la publicación de esta ley, la nómina de los beneficiarios y sus causantes, al 31 de diciembre de 2012, del subsidio familiar establecido en la ley N° 18.020, de la asignación familiar del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y de la asignación maternal a que se refiere el artículo 4° del citado decreto con fuerza de ley. Con todo, la referida nómina podrá ser rectificada y, o complementada por la Superintendencia de Seguridad Social, cuando corresponda, con posterioridad al vencimiento del plazo a que se refiere este artículo.


Artículo 2º.- El gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley, durante el año 2013, se imputará al presupuesto del Instituto de Previsión Social y se financiará con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público.


Artículo 3°.- El Ministerio de Desarrollo Social entregará mensualmente a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados las estadísticas agregadas de las familias y cargas que reciban bono y complemento, desagregado por comuna y región.”.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley      N° 18.985, con segundo informe de la Comisión de

Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde seguir ocupándose de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 7.761-24 y urgencia calificada de “suma”.


Sobre el particular, recuerda que quedó pendiente la discusión de la enmienda recaída en el párrafo primero del número 1) del artículo 1° de que se trata, y que el Honorable Senador señor Novoa pidió votación separada de esta norma.


Finalmente, destaca que hay una indicación pendiente del Honorable Senador señor Pizarro para que este tema vuelva a la Comisión respectiva.

- - -


Enseguida, la referida indicación es retirada por su autor, quien se allana a continuar el debate en la Sala.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que continúa la discusión de la enmienda propuesta por la Comisión, recaída en el párrafo primero del número 1) del artículo 1° de que se trata, y ofrece la palabra al Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.


Cerrado el debate y puesta en votación la modificación señalada, es rechazada por 12 votos en contra, 4 a favor y 2 pareos.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Espina, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Orpis, Prokurica y Sabag.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Lagos, Navarro, Pizarro y Tuma.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores García y Ruiz-Esquide.

- - -


Enseguida, se pone en votación la modificación recaída en el párrafo final del número 1) del artículo 1° de que se trata, que es aprobada por 13 votos a favor, una abstención y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Espina, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Orpis, Prokurica, Sabag y Tuma.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Pizarro.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor García.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Sustitúyese el Artículo 8° de la ley N° 18.985, por el siguiente:


“Artículo 8°.- Apruébase el siguiente texto de la Ley de Donaciones con Fines Culturales:

TÍTULO I

DEFINICIONES


Artículo 1°.- Definiciones. Para los fines de esta ley se entenderá por:


1) Beneficiarios: a las universidades e institutos profesionales estatales y particulares reconocidos por el Estado, a las bibliotecas abiertas al público en general o a las entidades que las administran, a las corporaciones y fundaciones o entidades sin fines de lucro, a las organizaciones comunitarias funcionales constituidas de acuerdo a la ley N° 19.418, que establece normas sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias, y a las organizaciones de interés público reguladas por la ley N° 20.500, cuyo objeto sea la investigación, desarrollo y difusión de la cultura y el arte. Los museos estatales y municipales podrán ser beneficiarios, así como los museos privados que estén abiertos al público en general y siempre que sean de propiedad y estén administrados por entidades o personas jurídicas que no persiguen fines de lucro.


También, serán beneficiarios el Consejo de Monumentos Nacionales y la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos.


Además, serán beneficiarios los propietarios de inmuebles que hayan sido declarados Monumento Nacional, en sus diversas categorías, de acuerdo a la ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales, sean éstos públicos o privados, y los propietarios de los inmuebles de conservación histórica, reconocidos en la Ley General de Urbanismo y Construcciones y en la respectiva Ordenanza.


De la misma forma, serán beneficiarios los propietarios de inmuebles que se encuentren ubicados en zonas, sectores o sitios publicados en la Lista del Patrimonio Mundial que elabora el Comité del Patrimonio Mundial de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura.


También podrán ser beneficiarios las corporaciones y fundaciones sin fines de lucro, las organizaciones comunitarias funcionales constituidas de acuerdo a la ley N° 19.418, las organizaciones de interés público reguladas  por la ley N° 20.500, los municipios y los demás órganos del Estado que administren bienes nacionales de uso público, en aquellos casos que el proyecto tenga como objeto restaurar y conservar zonas típicas y zonas de conservación histórica.


Lo dispuesto en los incisos anteriores será sin perjuicio de lo establecido en el artículo 4° de la ley N° 19.896, que Establece Normas sobre Administración Presupuestaria y de Personal, cuando corresponda.


2) Donantes: a los contribuyentes que de acuerdo a lo dispuesto en la Ley sobre Impuesto a la Renta, declaren sus rentas efectivas según contabilidad completa, y tributen conforme a las normas del impuesto de primera categoría, así como también, aquellos que estén afectos a los impuestos global complementario y único de segunda categoría, que efectúen donaciones a los Beneficiarios según las normas de esta ley.


También se considerarán donantes los contribuyentes del impuesto adicional de la Ley sobre Impuesto a la Renta obligados a declarar anualmente sus rentas y los accionistas a que se refiere el número 2, del artículo 58, de dicha ley, y los del impuesto a las asignaciones por causa de muerte de la ley N° 16.271, sobre impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones.


No darán derecho a beneficio tributario al donante, cuando éstos sean empresas del Estado, o aquellas en que el Estado, sus organismos o empresas y las municipalidades, tengan una participación o interés superior al 50% del capital.


3) Comité Calificador de Donaciones Privadas: al Comité que estará integrado por el Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes o su representante, por un representante del Ministro de Hacienda, por un representante del Senado designado por los dos tercios de los senadores en ejercicio, por un representante de la Cámara de Diputados designado por los dos tercios de los diputados en ejercicio, por un representante de la Confederación de la Producción y del Comercio, por dos representantes de las organizaciones culturales, artísticas, de urbanismo o arquitectura y patrimoniales, y por una persona natural que haya sido galardonada con el Premio Nacional de Artes Plásticas, de Artes Musicales, de Artes de la Representación o de Literatura.


En el caso del representante del Senado y de la Cámara de Diputados, el nombramiento será de cuatro años, debiendo recaer dicho nombramiento en ex senadoras o ex senadores y en ex diputadas o ex diputados, según corresponda.


El Comité Calificador de Donaciones Privadas, en adelante el “Comité” será presidido por el Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes o su representante, quien tendrá voto dirimente en caso de empate. 


El Comité podrá delegar sus funciones en Comités Regionales.


4) Proyecto: el plan o programa de actividades específicas culturales o artísticas que el o los beneficiarios se proponen realizar dentro de un tiempo determinado. El proyecto puede referirse a la totalidad de las actividades que el o los beneficiarios desarrollarán en ese período, en cuyo caso se denominará Proyecto General, o bien sólo a alguna o algunas de ellas, tomando el nombre de Proyecto Particular.


5) Reglamento: el Reglamento expedido por el Ministerio de Educación, a propuesta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, y suscrito además por el Ministro de Hacienda, que contendrá las normas para la ejecución de lo dispuesto en esta ley.


6) Límite global absoluto para las donaciones: el que para cada caso señala el artículo 10, de la ley N° 19.885, que incentiva y norma el buen uso de donaciones que dan origen a beneficios tributarios y los extiende a otros fines sociales y públicos.

TÍTULO II

DE LOS BENEFICIOS TRIBUTARIOS POR LAS DONACIONES DE ESTA LEY QUE EFECTÚEN CIERTOS CONTRIBUYENTES DE LA LEY SOBRE IMPUESTO A LA RENTA


Artículo 2°.- Del crédito que tienen los contribuyentes señalados en el inciso primero, del N° 2), del artículo 1° de esta ley. Los mencionados contribuyentes, que hagan donaciones en la forma dispuesta por esta ley, tendrán derecho a un crédito equivalente al 50% del monto de tales donaciones, el que se imputará contra los impuestos que correspondan al ejercicio o período en que efectivamente se efectúe la donación.


Dicho crédito tendrá los límites que señala esta ley y los que en cada caso se determinen por aplicación del límite global absoluto para las donaciones, y sólo podrá ser utilizado si la donación se encuentra incluida en la base imponible de los respectivos impuestos correspondientes a las rentas del año o período en que se efectuó materialmente la donación.


Las donaciones que efectúen los contribuyentes a que se refiere este Título, en la parte que den derecho al crédito, se reajustarán en la forma establecida para los pagos provisionales obligatorios de la Ley sobre Impuesto a la Renta, a contar de la fecha en que se incurra en el desembolso efectivo.


Artículo 3°.- Reglas aplicables a los contribuyentes del impuesto de primera categoría que declaren su renta efectiva según contabilidad completa. Estos contribuyentes aplicarán los siguientes límites en cuanto a las sumas que pueden donar para los efectos de esta ley y del crédito que pueden aplicar:


1. Límite al monto de las donaciones. El monto de las donaciones que los contribuyentes de que trata este artículo podrán efectuar para los efectos de esta ley, no podrá exceder, a su elección, del límite global absoluto a que se refiere el número 6 del artículo 1°, o del uno coma seis por mil del capital propio de la empresa al término del ejercicio correspondiente, determinado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 41 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. En caso de optarse por este último límite, los contribuyentes podrán efectuar donaciones incluso cuando tengan pérdidas tributarias en el ejercicio.


2. Límite al monto del crédito aplicable. El crédito señalado en el artículo 2º, para los contribuyentes a que se refiere este artículo, no podrá ser superior, en cada ejercicio, al 2% de la renta líquida imponible afecta al impuesto de primera categoría, y no podrá exceder de 20.000 unidades tributarias mensuales en el respectivo año comercial, según el valor de ésta al término del ejercicio.


El crédito señalado en el artículo 2°, que se impute contra el impuesto de primera categoría, se aplicará con anterioridad a cualquier otro crédito. Si luego de ello resultare un exceso, éste no se devolverá ni podrá imputarse a ningún otro impuesto. Los desembolsos efectivos que realicen los contribuyentes y que den derecho al señalado crédito se reajustarán en la forma establecida para los pagos provisionales obligatorios de la Ley sobre Impuesto a la Renta a contar de la fecha en que se incurrió en el desembolso efectivo, y no constituirán un gasto necesario para producir la renta, pero no se les aplicará lo dispuesto en el artículo 21 de dicha ley.

La parte de la donación que no pueda ser imputada como crédito, podrá rebajarse como gasto hasta el monto de la renta líquida imponible del ejercicio en el que se efectuó la donación, determinada conforme a los artículos 29 a 33 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. El exceso  podrá deducirse como gasto en la misma forma, también hasta el monto de la renta líquida imponible, reajustado de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 31, número 3º, de la señalada ley, hasta en los dos ejercicios siguientes a aquel en que se realizó la donación. El saldo no rebajado de esa forma, no se aceptará como gasto pero no quedará afecto a lo dispuesto en el artículo 21 del mismo texto legal.


Artículo 4°.- Normas relativas a los contribuyentes del impuesto global complementario. En el caso de estos contribuyentes, el crédito señalado en el artículo 2° se imputará a continuación de cualquier otro crédito. Si luego de ello resultare un exceso, éste no se devolverá ni podrá imputarse a ningún otro impuesto.


Para los efectos de esta ley, se aplicará a las donaciones efectuadas por estos contribuyentes, el límite global absoluto a que se refiere el número 6), del artículo 1º.


Artículo 5°.- Normas relativas a los contribuyentes del impuesto único de segunda categoría. Los contribuyentes del impuesto único de segunda categoría podrán efectuar donaciones al amparo de esta ley, ya sea directamente o mediante descuentos por planilla acordados con sus empleadores.


En ambos casos, el empleador hará la imputación del crédito señalado en el artículo 2° contra la retención del impuesto correspondiente al mes en que se efectúe la donación, a continuación de cualquier otro crédito. El crédito a imputar en cada período de pago de remuneraciones no podrá exceder del equivalente a 13 unidades tributarias mensuales según su valor a la fecha de pago.


Cuando las donaciones se hayan realizado directamente por los contribuyentes de este impuesto, deberán informar y acreditar a su empleador el hecho de haber efectuado la donación, dentro del mismo período de pago de la remuneración, en la forma que señale el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.


Cuando el contribuyente no se haya acogido oportunamente a lo dispuesto en el inciso precedente, o cuando el crédito total anual exceda de los créditos imputados durante el ejercicio, podrá efectuar una reliquidación anual de los impuestos retenidos durante el año, aplicando la escala de tasas que resulte en valores anuales, según la unidad tributaria del mes de diciembre, y los créditos y los demás elementos de cálculo del impuesto, en la cual imputará el saldo de crédito que no se haya deducido durante dicho ejercicio.


Cuando con motivo de la reliquidación e imputación anual se determine que las retenciones practicadas durante el ejercicio resultaron excesivas, el contribuyente podrá pedir su devolución hasta por el monto de dicho exceso, debidamente reajustadas en la forma establecida en el inciso tercero del artículo 97 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. En ningún caso dará derecho a devolución el crédito por donaciones del ejercicio en aquella parte del mismo que exceda de las retenciones practicadas, ni se tendrá derecho a su imputación contra impuesto alguno.


Para los efectos de las reliquidaciones señaladas, la cuantía de las donaciones, el monto del impuesto único de segunda categoría determinado, así como las retenciones efectuadas y las rentas afectas a dicho tributo, se reajustarán en conformidad con el artículo 54, N° 3, inciso penúltimo, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, y las sumas retenidas por impuesto único de segunda categoría tendrán la calidad de pagos provisionales de aquellos a que se refiere el artículo 95 de la ley señalada.


Los contribuyentes del impuesto único de segunda categoría que obtengan además otras rentas de aquellas a que se refiere el artículo 54 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, podrán aplicar el límite global absoluto para las donaciones considerando el conjunto de la renta bruta global a que se refiere dicha disposición. En este caso, del crédito total anual contra el impuesto global complementario que se determine, se rebajará, debidamente reajustado, aquel que se haya imputado en la forma antes señalada, contra el impuesto único de segunda categoría en el período respectivo.


Artículo 6°.- Normas relativas a los contribuyentes del impuesto adicional. Los contribuyentes del impuesto adicional que deban declarar anualmente dicho tributo y los accionistas a que se refiere el número 2, del artículo 58, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, tendrán derecho a un crédito contra el impuesto que grave sus rentas afectas al citado tributo, equivalente al 35% de la cantidad conformada por el monto de la donación, reajustada de la misma forma prevista en el inciso final, y por los créditos a que el contribuyente tenga derecho por la misma renta, en la medida en que tales créditos deban considerarse formando parte de la base imponible de dicho tributo. Este crédito solamente procederá respecto de donaciones en dinero, que se realicen en el ejercicio comercial respectivo.


El crédito de este artículo no formará parte de la base imponible del impuesto adicional y reemplazará a otros créditos tributarios del contribuyente por concepto de su renta afecta a impuesto adicional, la que para efectos del cálculo del crédito deberá incrementarse por los créditos reemplazados, hasta por un monto equivalente a la cantidad que corresponda determinada según el inciso anterior. Los créditos reemplazados por el crédito previsto en este artículo no darán derecho a devolución o imputación a impuesto alguno.


El crédito determinado provisoriamente en la forma señalada, con la tasa de retención que corresponda, podrá imputarse contra las retenciones del impuesto, para lo cual el donante deberá entregar la copia del certificado correspondiente de acuerdo a las instrucciones que el Servicio de Impuestos Internos dicte al efecto, al respectivo agente retenedor. De no efectuarse dicha imputación, los contribuyentes a que se refiere el artículo 14, letra A), N°3, letra c), de la Ley sobre Impuesto a la Renta, tendrán derecho a solicitar la devolución del impuesto retenido en exceso conforme a lo dispuesto en el artículo 126 del Código Tributario, el que para estos efectos se reajustará de acuerdo al porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la retención y el mes anterior a la resolución que ordene su devolución.


En el caso de los contribuyentes que deban efectuar una declaración anual de impuesto por las rentas de que trata este artículo, el monto del crédito calculado conforme al inciso primero se deducirá del impuesto determinado en dicha declaración, reajustado de acuerdo al porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la donación y el mes anterior a la fecha de cierre del ejercicio. Estos contribuyentes, cuando no hayan imputado el crédito provisorio conforme al inciso precedente, sólo podrán hacerlo en la referida declaración anual.


El crédito total que estos contribuyentes podrán imputar en el ejercicio no podrá ser superior al 2% de la renta imponible anual, y no podrá exceder de 20.000 unidades tributarias mensuales.


Al momento de efectuarse la retención respectiva, no podrá imputarse un crédito superior al 2% de la base sobre la cual ésta deba practicarse, o del equivalente a 1.667 unidades tributarias mensuales, si esta última suma fuera inferior a dicho porcentaje.


Cuando no se haya imputado el crédito al momento de la retención o cuando el crédito total anual exceda de los imputados durante el ejercicio, la imputación de la diferencia sólo podrá efectuarse mediante la presentación de la declaración anual que establece el artículo 65 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, aún cuando no se encuentre obligado a presentarla. En dicha declaración, cuando corresponda, podrá solicitarse la devolución de las sumas retenidas en exceso durante el ejercicio respectivo, debidamente reajustadas en la forma establecida en el inciso tercero del artículo 97 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. En ningún caso dará derecho a devolución el crédito por donaciones del ejercicio en aquella parte del mismo que exceda de las retenciones practicadas, el que sólo podrá imputarse a las diferencias de impuesto adicional que se determinen con motivo de dicha declaración anual.


La cuantía de las donaciones, el monto del impuesto adicional determinado, así como las retenciones efectuadas y las rentas afectas a dicho tributo, se reajustarán en conformidad con el artículo 54, N° 3, inciso penúltimo, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, y las sumas retenidas por impuesto adicional tendrán la calidad de pagos provisionales a que se refiere el artículo 95 de la referida ley.

TÍTULO III

DE LOS BENEFICIOS TRIBUTARIOS RELACIONADOS CON EL IMPUESTO A LAS ASIGNACIONES POR CAUSA DE MUERTE


Artículo 7°.- Normas relativas al crédito contra el impuesto a las asignaciones por causa de muerte. Los donantes personas naturales que efectúen donaciones en dinero o en especies en conformidad con esta ley, tendrán derecho a que el 50% del monto donado pueda ser imputado como crédito al pago del impuesto a las asignaciones por causa de muerte de la ley  N° 16.271, sobre impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones, que grave a los herederos o legatarios del donante al tiempo de su fallecimiento, sin importar el tiempo que haya transcurrido entre la donación y dicho fallecimiento.


Para los fines anteriores, el donante deberá solicitar al Servicio de Impuestos Internos un certificado que acredite: a) la existencia del crédito tributario; b) su monto, expresado en unidades de fomento según su valor a la fecha de emisión del certificado; c) la individualización del donante, y d) la constatación de que podrá imputarse al pago del impuesto a las asignaciones hereditarias que se devengue tras el fallecimiento del donante. Dicho certificado permitirá efectuar la imputación del crédito por parte de los herederos o legatarios. El crédito que establece este inciso no formará parte de las asignaciones gravadas conforme a la citada ley y se distribuirá entre los herederos o legatarios a prorrata del valor líquido de sus respectivas asignaciones respecto de la masa de bienes, una vez practicadas las deducciones que correspondan, o en la forma que ellos establezcan en la liquidación del impuesto a las asignaciones por causa de muerte.


También darán derecho al crédito indicado en los incisos precedentes, las donaciones en dinero o en especies de la masa hereditaria de bienes, efectuadas por las sucesiones hereditarias y que se destinen a los fines señalados en esta ley, siempre que ellas ocurran dentro de los tres años contados desde el fallecimiento del causante. Para ello, el representante de la sucesión deberá solicitar al Servicio de Impuestos Internos un certificado que acredite: a) la existencia del crédito tributario; b) su monto, expresado en unidades de fomento según su valor a la fecha de emisión del certificado; c) la individualización del causante y sus sucesores, y d) la constatación de que, sin límite de tiempo, podrá imputarse al pago del impuesto a las asignaciones hereditarias que a los herederos y legatarios que forman parte de la sucesión les corresponda pagar.


El crédito imputable contra el impuesto a las asignaciones por causa de muerte, no podrá exceder del 40% del impuesto que habría correspondido pagar a cada asignatario previo a efectuarse la donación.


Para obtener el certificado que acredita la existencia del crédito, los donantes deberán presentar al Servicio de Impuestos Internos el certificado que a su vez le entregue el beneficiario dando cuenta de la donación efectuada, en conformidad al número 2) del artículo siguiente.


El crédito a que se refiere este artículo se imputará a continuación de cualquier otro crédito, y si luego de ello resultare un exceso, éste no se devolverá ni se imputará a impuesto alguno.


Las donaciones efectuadas conforme a este artículo no podrán acogerse a los beneficios tributarios establecidos en los artículos anteriores.

TÍTULO IV

REQUISITOS Y CONDICIONES QUE DEBEN CUMPLIR TANTO LAS DONACIONES COMO LOS BENEFICIARIOS DE LAS MISMAS


Artículo 8°.- Requisitos que deben cumplir las donaciones. Sólo darán derecho a los beneficios establecidos en los artículos anteriores las donaciones que cumplan los siguientes requisitos:


1) Haberse efectuado a alguno de los beneficiarios descritos en el artículo 1° número 1), para que éste destine lo donado a un determinado proyecto, debidamente aprobado según lo dispuesto en el artículo siguiente.


2) Que el beneficiario haya dado cuenta de haber recibido la donación mediante un certificado que se extenderá al donante, conforme a las especificaciones y formalidades que señale el Servicio de Impuestos Internos. 


3) Que las prestaciones efectuadas por el donatario o terceros relacionados o contratados por éste, en favor del donante, tengan un valor que no supere el 10% del monto donado, sin aplicación del tope máximo de 15 unidades tributarias mensuales en el año, establecido en el inciso segundo del artículo 11 de la ley N° 19.885.


Artículo 9°.- Requisitos que deben cumplir los beneficiarios.- Estarán habilitados para recibir donaciones con los efectos prescritos en los artículos 2° al 7°, 13, 14 y 18 de esta ley, los beneficiarios que cumplan con las siguientes condiciones:


1) Presentar un proyecto al Comité de Donaciones Culturales Privadas destinado a actividades de investigación, creación y difusión de la cultura, las artes y el patrimonio, tales como construcción o habilitación de infraestructura, incluyendo la patrimonial, exposiciones de pintura, fotografía, escultura, obras de teatro, música, danza, ediciones de libros, producciones audiovisuales, seminarios, charlas, conferencias, talleres de formación y en general cualquier actividad afín cuyo carácter cultural o patrimonial sea aprobado por el Comité.


Los proyectos respecto de los cuales sus beneficiarios sean los municipios u otros órganos del Estado que administren bienes nacionales de uso público que se encuentren en zonas típicas o de conservación histórica, o sean propietarios de inmuebles declarados monumento nacional, en cualquiera de las categorías contempladas en la ley N° 17.288, o propietarios de inmuebles ubicados en zonas, sectores o sitios publicados en la Lista del Patrimonio Mundial que elabora el Comité del Patrimonio Mundial de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, o inmuebles ubicados en zonas de conservación histórica, contemplados en el artículo 60 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, sean éstos públicos o privados, sólo podrán estar destinados a la conservación, mantención, reparación, restauración o reconstrucción de dichos monumentos.


El Comité deberá divulgar y promover entre los donantes aquellos proyectos aprobados vigentes cuya ejecución se realice en comunas de escasos recursos. Asimismo, el Comité priorizará el análisis y aprobación de aquellos proyectos que contemplen la realización de actividades culturales en dichas comunas.


2) Ser aprobados por el Comité, de acuerdo a las normas que establezca el Reglamento.


En el caso de los proyectos de conservación, mantención, reparación, restauración y reconstrucción de Monumentos Nacionales, en cualquiera de sus categorías, deberán contar con un informe del Consejo de Monumentos Nacionales, elevado a consideración del Comité para su aprobación. 


Los beneficiarios deberán, en la ejecución de sus proyectos, cumplir íntegramente la normativa laboral, en especial aquella contenida en el Libro I, Título II, Capítulo IV, artículos 145 A y siguientes del Código del Trabajo. Asimismo, deberán observar las leyes N°s 17.336 y 20.243 en lo que resulte pertinente, y exhibir según lo determine el Comité, el estado actual de cumplimiento de las obligaciones y deberes derivados de las normas señaladas.


3) El proyecto podrá referirse también a la adquisición de bienes destinados permanentemente al cumplimiento de las actividades del beneficiario, a gastos específicos con ocasión de actividades determinadas o para el funcionamiento de la institución beneficiaria.


Los bienes corporales muebles adquiridos, creados o producidos con donaciones recibidas para un proyecto no podrán ser enajenados sino después de dos años contados desde su adquisición. Los inmuebles sólo podrán ser enajenados después de cinco años. El producto de la enajenación de unos y otros sólo podrá destinarse a otros proyectos del beneficiario. En el caso de los inmuebles, el dinero que se obtenga por su enajenación deberá dedicarse a la adquisición de otro u otros bienes raíces que deberán destinarse permanentemente al cumplimiento de las actividades del beneficiario. Estos inmuebles estarán también sujetos a las normas de este número. 


En las escrituras públicas donde conste la adquisición de inmuebles pagados total o parcialmente con recursos provenientes de donaciones acogidas a esta ley, deberá expresarse dicha circunstancia.


4) Los proyectos deberán contener una explicación detallada de las actividades y de las adquisiciones y gastos que requerirán. El Reglamento determinará la información que debe contener cada proyecto cuya aprobación se solicite al Comité.


5) Los proyectos deberán estar abiertos al público en general. Sin perjuicio de ello, el Comité podrá determinar, en atención a la naturaleza del proyecto y al monto del financiamiento acogido a esta ley, la retribución cultural a la comunidad, según los criterios que para cada caso disponga el Reglamento.


6) Los proyectos podrán considerar una duración máxima de ejecución de 3 años contados desde la fecha que el beneficiario indique al Comité. Dicha fecha deberá recaer y ser informada por el beneficiario dentro de los doce meses siguientes a la aprobación del proyecto efectuada por el Comité.


Artículo 10.- De la retribución cultural. La retribución cultural a la comunidad de que trata el número 5) del artículo anterior podrá consistir en:


a) En el caso de los espectáculos o exposiciones: realizar funciones o exhibiciones gratuitas o la disposición de la rebaja del precio de las entradas en un porcentaje determinado. En todo caso, se deberá asegurar que la retribución cultural gratuita a la comunidad constituya al menos el 30% de los bienes, servicios o beneficiarios finales generados por el proyecto. En el caso de proyectos relativos a espectáculos que se financien en su totalidad con donaciones acogidas a la presente ley, la retribución consistirá en disponer de un 30% de las entradas con un descuento de, al menos, el 30% del valor, debiendo distinguirse entre espectáculos de creación y temporada de estrenos, en los cuales se deberá garantizar, al menos, ocho funciones en cartelera y los proyectos de presentación y circulación de espectáculos, en los que no se exigirá un mínimo de funciones.


b) En el caso de la publicación de libros: destinar un porcentaje de los ejemplares para ser donados a bibliotecas públicas, a establecimientos educacionales que reciban aportes del Estado o a otras entidades sin fines de lucro, con acuerdo de las entidades receptoras de retribución cultural. Asimismo, en los casos que estos proyectos se refieran a libros en soporte o formato digital, la retribución será determinada según la cantidad o porcentaje de descargas o licencias gratuitas que el beneficiario deberá otorgar, en conformidad a lo que señale el Reglamento.


c) En el caso de los proyectos audiovisuales: entregar una autorización gratuita al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, para la exhibición pública de la obra en el territorio nacional.  Dicha exhibición no podrá, en caso alguno, perjudicar el período de comercialización del proyecto audiovisual.  Por ello, sin perjuicio de los rangos y criterios que, según el Reglamento, considere el Comité al aplicar la retribución, dicha autorización no podrá ejercerse antes de los cinco años contados desde el primer acto de comercialización de la obra.


d) En el caso de los inmuebles declarados monumento nacional, edificios o construcciones patrimoniales: poner una placa distintiva y permitir el ingreso gratuito del público en determinadas oportunidades y por un plazo definido.


El Reglamento establecerá los criterios relativos a la cantidad de días, rango de porcentajes y otros parámetros que sean necesarios determinar para regular el modo en que el beneficiario retribuirá culturalmente a la comunidad, en conformidad con lo dispuesto en esta ley.


Artículo 11.- Deberes de información para con la autoridad tributaria y sanciones. El Comité deberá enviar al Servicio de Impuestos Internos, antes del 31 de enero de cada año, en la forma que éste determine, un listado de los beneficiarios y de los proyectos aprobados en el año calendario anterior.


Los beneficiarios deberán preparar anualmente un estado de las fuentes y uso detallado de los recursos recibidos en cada proyecto, los que deberán resumirse en un estado general. El Reglamento determinará la información que deberá incluirse en dichos estados y la forma de llevar la contabilidad del beneficiario para estos efectos.


Asimismo, deberán elaborar anualmente un informe del estado de los ingresos provenientes de las donaciones y del uso detallado de dichos recursos, de acuerdo a los contenidos que establezca el Servicio de Impuestos Internos, el cual deberá ser remitido a dicho Servicio en la forma y plazo que éste señale mediante resolución.


Si el beneficiario no cumple lo ordenado en el inciso anterior, será sancionado en la forma prescrita en el número 2), del artículo 97, del Código Tributario. Los administradores o representantes del beneficiario serán solidariamente responsables de las multas que se establezcan por aplicación de este inciso.


Artículo 12.- Deberes de información para con el Comité y sanciones. Los beneficiarios deberán informar cada año al Comité, antes del 31 de diciembre, el estado de avance de los proyectos aprobados y el resultado de su ejecución. Sin perjuicio de ello, el Comité deberá solicitar de los beneficiarios la información que estime necesaria para verificar el cumplimiento de las retribuciones culturales que determine el Comité y demás condiciones establecidas en el correspondiente proyecto.


Asimismo, los beneficiarios deberán presentar al Comité una declaración jurada informando los contratos que suscriban con motivo de la ejecución del proyecto, individualizando las partes contratantes y el precio total pactado en cada uno de los contratos, cuando correspondiere. Del mismo modo, deberán elaborar anualmente un informe del estado de los ingresos provenientes de las donaciones y del uso detallado de dichos recursos, y presentar dicha información al Comité. La información señalada precedentemente deberá ser entregada al Comité dentro del mes siguiente al del cierre del ejercicio correspondiente.


Por su parte, el Comité deberá mantener actualizada la información de los proyectos aprobados, del monto de las donaciones, del estado de avance, del resultado de los proyectos, y del cumplimiento de las retribuciones culturales que determine el Comité.


El Consejo Nacional de la Cultura y las Artes podrá declarar, mediante resolución fundada y previo informe del Comité, el incumplimiento de los términos y condiciones del proyecto correspondiente, si la información o antecedentes requeridos de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero no fueren presentados a su satisfacción en los plazos que en cada caso se indique en la respectiva solicitud, cuando la información entregada dé cuenta que los recursos han sido destinados a fines distintos de los señalados en el proyecto, o cuando el beneficiario otorgue certificados por donaciones que no cumplan las condiciones establecidas en esta ley. La resolución antes referida deberá ser notificada al donante y a los demás interesados, mediante carta certificada.  Contra dicha resolución procederán los recursos establecidos en la ley N° 19.880, sobre Procedimientos Administrativos. Una vez que se encuentre firme la citada resolución, ésta será remitida por el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes al Servicio de Impuestos Internos, para que proceda al giro del impuesto a que se refiere el inciso siguiente.


El beneficiario afectado por la referida resolución deberá pagar al Fisco un impuesto equivalente al crédito utilizado por el donante de buena fe. El representante del beneficiario, conforme con lo informado por éste al Comité al momento de solicitar la aprobación del proyecto, será solidariamente responsable del pago de dicho tributo y de los reajustes, intereses y multas que se determinen, a menos que demuestre haberse opuesto a los actos que dan motivo a la sanción o que no tuvo conocimiento de ellos. Para los efectos de su giro, determinación, reajuste, y aplicación de sanciones, este tributo se considerará como un impuesto sujeto a retención y no podrá ser deducido como gasto por el contribuyente en la determinación de su renta líquida imponible afecta al Impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Contra el giro que emita el Servicio de Impuestos Internos, el contribuyente podrá deducir reclamación sujetándose al procedimiento general establecido en el Título II, del Libro III, del Código Tributario, sólo cuando no se conforme a la resolución del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes que le haya servido de antecedente.


Asimismo, los beneficiarios que no hayan dado cumplimiento a alguna de las obligaciones antes descritas o a alguna de las retribuciones culturales que disponga el Reglamento, no podrán presentar nuevos proyectos en el marco de esta ley, por un período de tres años contados desde la notificación de la resolución que sancione el incumplimiento.


El Comité podrá solicitar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste señale, aquellas resoluciones que hubiere emitido durante el ejercicio y que puedan tener como consecuencia la pérdida de los beneficios tributarios establecidos en la presente ley.


Anualmente el Comité de Donaciones Culturales deberá evacuar un reporte completo que contenga toda la información indicada en este artículo, consolidada, que permita conocer tanto los montos donados, los donantes y los beneficiarios, resguardando el secreto tributario hasta donde ello no impida el debido conocimiento público del buen uso de esta franquicia. Este informe deberá ser hecho público de manera electrónica y enviarse copia de él a las Comisiones de Hacienda y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología del Senado, y de Hacienda y de Educación, Deportes y Recreación de la Cámara de Diputados.

TÍTULO V

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 13.- Liberación del trámite de insinuación y exención del impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones. Las donaciones efectuadas en conformidad con esta ley, incluso aquellas que excedan del límite global absoluto y de los límites especiales que fija esta ley para las donaciones, quedarán liberadas del trámite de insinuación y se eximirán de los impuestos establecidos en la ley N° 16.271, sobre impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones.


Artículo 14.- Donaciones en especie. Los contribuyentes de los impuestos de primera categoría, global complementario, y de herencias, podrán efectuar donaciones en especie.


Para estos efectos, en caso que el donante sea un contribuyente del impuesto de primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que determine su renta efectiva sobre la base de contabilidad completa, o se trate también de un contribuyente afecto al impuesto global complementario que declare igual tipo de rentas, el valor de las especies estará constituido por su costo para los efectos de dicha ley, y su transferencia deberá registrarse y documentarse en la forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.


Los demás contribuyentes señalados en el inciso primero determinarán el valor de las especies que donen según las normas de valoración de bienes contenidas en la ley N° 16.271, sobre impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones. No obstante, cuando en dicha ley no se establezcan métodos de valorización para bienes específicos, el beneficiario deberá contar con un informe de peritos independientes, cuyo costo será de su cargo y no formará parte de la donación.


Las especies donadas no formarán parte del costo de los bienes del activo de los donatarios que determinen sus rentas efectivas según contabilidad completa, durante la ejecución del proyecto. Adicionalmente, en el caso de la donación de especies que deban formar parte del activo fijo de los donatarios, durante el plazo de ejecución del proyecto, éstos no podrán deducir suma alguna por concepto de depreciación.


A las donaciones en especies que se hagan al amparo de esta ley, no les serán aplicables aquellas disposiciones de la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios y su Reglamento, que obligan a la determinación de un crédito fiscal proporcional cuando existan operaciones exentas o no gravadas.


Artículo 15.- Incompatibilidad con otros beneficios. Las donaciones hechas en conformidad con esta ley no podrán acogerse a lo dispuesto en el artículo 69 de la ley N° 18.681, sobre normas complementarias de administración financiera.


Artículo 16.- Certificados de donación. Los donantes a que se refiere el artículo 1°, N° 2) de esta ley, o sus representantes, según corresponda, deberán mantener en su poder el certificado que les entregue el donatario dando cuenta de la donación efectuada.


Tratándose de contribuyentes del impuesto único de segunda categoría, serán los empleadores habilitados o pagadores quienes deberán conservar los certificados referidos. En caso que se practique una reliquidación anual del beneficio, el propio contribuyente deberá conservar los certificados.


En el caso del impuesto adicional, los pagadores de las rentas respectivas deberán conservar copia de los certificados señalados, siempre que impute el crédito de esta ley contra las retenciones de este impuesto que efectúen. Cuando deba presentarse una declaración anual de impuestos o se practique la respectiva reliquidación del beneficio por el contribuyente, éste deberá conservar los certificados.


En las hipótesis señaladas, los certificados podrán ser requeridos de quienes corresponda por el Servicio de Impuestos Internos en el ejercicio de sus facultades de fiscalización.


Artículo 17.- Financiamiento de proyectos por parte del Fisco. El Fisco podrá contribuir al financiamiento de los proyectos a que se refiere esta ley, siempre que, ajustándose a los requisitos que ella exige, dispongan de entrada liberada en caso que la contribución al financiamiento del proyecto sea por el total del faltante, y de un precio rebajado, en caso en que no lo sea o, de distribución de un porcentaje de entradas gratuitas determinado por el Reglamento para los establecimientos de educación básica y media, ya sean éstos estatales, de administración municipal o, con financiamiento compartido, y que se ejecuten en regiones distintas de la Región Metropolitana de Santiago, por instituciones que tengan la sede de sus actividades en dichas regiones.


Los recursos que para estos efectos contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público, se dividirán, en partes iguales, en catorce fondos regionales, en proporción al territorio y a la población de cada una de dichas regiones, respecto de la suma del territorio y la población de todas ellas. El 50% de los recursos de cada uno de estos fondos regionales se distribuirá y entregará al término del primer semestre de cada año calendario, y el monto restante, al finalizar el segundo semestre.


La distribución de los recursos de cada fondo regional, entre los proyectos a que se refiere el inciso primero, se hará en proporción al monto de la donación hecha efectiva a cada uno de aquéllos respecto del total de las donaciones que se hayan concretado en el semestre de que se trate. El aporte fiscal que por este concepto se otorgue, será equivalente al 15% del monto de la donación respectiva o al porcentaje que resulte de acuerdo a los recursos de que disponga el respectivo fondo.


Esos recursos sólo podrán ser utilizados dentro del plazo de un año, contado desde que sean entregados al beneficiario, y en actividades culturales que se ejecuten en las regiones a que se refiere el inciso primero.


Mediante decreto del Ministerio de Educación, visado por el Ministerio de Hacienda, se establecerá la forma en que el aporte de recursos se entregará por los fondos, así como los aspectos relacionados con los compromisos y garantías de los beneficiarios para con el Fisco. La identificación de los beneficiarios del aporte corresponderá al Comité a que se refiere el número 3) del artículo 1° de esta ley.


Artículo 18.- Aceptación de gastos vinculados al desarrollo de actividades complementarias a las donaciones de esta ley. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, se aceptará la deducción como gastos necesarios para producir la renta, de los desembolsos vinculados al uso de personal, insumos o equipamiento del donante en el desarrollo de actividades complementarias a las donaciones reguladas en esta ley. Asimismo, respecto del Impuesto al Valor Agregado, no les resultarán aplicables en este caso las reglas de proporcionalidad que establece la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, y su Reglamento.


Artículo 19.- Información a la Cámara de Diputados. El Consejo Nacional de la Cultura y las Artes informará anualmente y por escrito a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados acerca del uso de los beneficios tributarios contenidos en esta ley y del número de proyectos aprobados por el Comité.


Artículo 20.- Mecanismos de información y transparencia. Con anterioridad al 30 de junio de cada año, el Comité preparará anualmente, para fines estadísticos y de información, un informe en el que se incluirá de manera general y en términos agregados, la siguiente información referida al año calendario anterior:


a) Identificación de los proyectos aprobados, señalando su propósito, presupuesto, montos efectivamente recibidos y región a la que fueron destinados.


b) Número de contribuyentes que hayan efectuado donaciones en el mismo período.


c) Cantidad total de recursos comprometidos por los contribuyentes en proyectos aprobados por el Comité, debiendo indicarse las regiones del país que concentran el mayor compromiso de recursos para dichos proyectos.


El informe al que se refiere el inciso anterior será de público conocimiento, debiendo quedar publicado en forma electrónica en el sitio web del Comité, a más tardar el 31 de julio de cada año.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero.- Esta ley entrará en vigencia el 1 de enero del año siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.


Artículo Segundo.- El Reglamento mencionado en el N° 5), del artículo 1°, de la Ley sobre Donaciones Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985, sustituido por el artículo único de esta ley, deberá dictarse, a más tardar, dentro del plazo de noventa días corridos contado desde la entrada en vigencia de la ley.


Artículo Tercero.- Durante el primer trimestre del año 2017, el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes deberá encargar a expertos independientes la realización de una evaluación de la presente ley en cuanto instrumento de fomento para la realización de actividades culturales.


Adicionalmente, el Servicio de Impuestos Internos deberá confeccionar un informe completo acerca del uso de la franquicia para donaciones culturales, incluyendo todos los donantes y donatarios, los montos involucrados y una reseña sobre todos los procesos de fiscalización efectuados, incluyendo citaciones, liquidaciones y eventuales juicios tributarios. Este informe deberá ser enviado a las Comisiones de Hacienda y de Educación, Deportes y Recreación de la Cámara de Diputados, y de Hacienda y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología del Senado.


En el estudio mencionado en el inciso primero deberá realizarse, a lo menos, un análisis acerca del efecto o impacto que la presente ley hubiere tenido en la creación de nuevas iniciativas y proyectos, y la calidad de los mismos, así como en el desarrollo de las instituciones ya existentes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, principalmente, en términos de impacto en las comunidades y en la sociedad, y estímulos al desarrollo de más y mejores iniciativas culturales. El mencionado estudio deberá incluir, además, de manera general y en términos agregados, la misma información a la que se refiere el artículo 12 de la Ley de Donaciones con Fines Culturales.


Ambos estudios serán de público conocimiento, debiendo ser publicados en forma electrónica o digital antes del 31 de agosto de 2017 y enviado, en la misma fecha, a las Comisiones de Hacienda y de Educación, Deportes y Recreación de la Cámara de Diputados, y de Hacienda y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología del Senado. Lo anterior es sin perjuicio de las evaluaciones que las autoridades competentes realicen anualmente acerca del uso de la presente ley por parte del sector privado, las que serán de público conocimiento, debiendo ser publicadas en forma electrónica dentro del primer semestre de cada año.”.

_________


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

- - -


Luego, el Honorable Senador señor Navarro se refiere a la suspensión, acordada en su momento, de la Hora de Incidentes.

_________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Alvear y señores Horvath y Orpis, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

D O C U M E N T O S

1

PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE FOMENTO FORESTAL QUE MODIFICA Y EXTIENDE LOS INCENTIVOS A LA FORESTACIÓN ESTABLECIDOS EN EL DECRETO LEY N° 701, DE 1974 

(8603-01)

Oficio Nº 10.642

VALPARAÍSO, 2 de abril de 2013

Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N°8603-01:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense en el decreto ley Nº 701, de 1974, cuyo texto fue reemplazado por el artículo primero del decreto ley Nº 2.565, de 1979, las siguientes modificaciones:

1.- Reemplázase el artículo 1° por el siguiente:

“Artículo 1°.- Esta ley tiene por objeto regular el sector y la actividad forestal desarrollada en suelos de aptitud preferentemente forestal e incentivar la forestación de suelos degradados o sin bosques, y está orientada a la pequeña y mediana propiedad forestal, con el fin de prevenir la degradación de los suelos, contribuir al ciclo hidrológico, al desarrollo sustentable y a la superación de la pobreza rural.”.

2.- En el artículo 2°:

a) Sustitúyese el encabezado del artículo 2° por el siguiente:

“Artículo 2°- Para todos los efectos legales, se entenderá por:”.

b) Reemplázanse las definiciones de “FORESTACIÓN”, “REFORESTACIÓN”, “CORPORACIÓN”, “DESERTIFICACIÓN”, “PEQUEÑO PROPIETARIO FORESTAL”, “MEDIANO PROPIETARIO FORESTAL” y “SUELOS DEGRADADOS”, por las siguientes: 

- “FORESTACIÓN: La acción de poblar, con especies arbóreas, arbustivas o suculentas, terrenos que carezcan de ellas, o que, estando cubiertos de dicha vegetación, ésta no constituya bosque para los efectos de esta ley y de la ley N°20.283.”.

- “REFORESTACIÓN: La acción de repoblar, con especies arbóreas o arbustivas, mediante siembra, plantación o manejo de la regeneración natural, un terreno que haya estado cubierto con bosque y que haya sido objeto de explotación extractiva con posterioridad al 28 de octubre de 1974.”.

- “CORPORACIÓN: la Corporación Nacional Forestal o su sucesora legal.”.

- “DESERTIFICACIÓN: El proceso de degradación de suelos de zonas áridas, semiáridas o subhúmedas secas resultante de la influencia de diversos factores, tales como variaciones climáticas, actividades humanas u otros.”.

- “PEQUEÑO PROPIETARIO FORESTAL: La persona que tiene título de dominio de uno o más predios rústicos cuya superficie en conjunto no exceda las 200 hectáreas, o de 500 hectáreas cuando éstos se ubiquen entre las Regiones de Arica y Parinacota y de Coquimbo; o de 800 hectáreas para predios ubicados en la comuna de Lonquimay, en la Región de La Araucanía; en la provincia de Palena, en la Región de Los Lagos; o en las Regiones de Aysén y Magallanes y la Antártica Chilena, cuyos ingresos anuales por ventas, servicios y otras actividades no excedan las 2.400 unidades de fomento como promedio en los últimos tres años calendario. Se entenderán incluidas entre los pequeños propietarios forestales las comunidades agrícolas reguladas por el decreto con fuerza de ley Nº5, de 1968, del Ministerio de Agricultura; las comunidades indígenas regidas por la ley Nº19.253; las comunidades sobre bienes comunes resultantes del proceso de Reforma Agraria; las sociedades de secano constituidas de acuerdo con el artículo 1º del decreto ley Nº2.247, de 1978, y las sociedades a las que se refiere el artículo 6º de la ley Nº19.118, siempre que, a lo menos, el 60% del capital social de tales sociedades se encuentre en poder de los socios originales o de las personas que tengan la calidad de pequeños propietarios forestales, según lo certifique el Servicio Agrícola y Ganadero.

Se entenderá además, como pequeño propietario forestal a aquel poseedor que cumpla con los requisitos establecidos en el inciso primero y que haya adquirido la calidad de poseedor regular de acuerdo a lo dispuesto en el decreto ley Nº2.695, de 1979. Esta circunstancia deberá ser acreditada por medio de una copia de la inscripción de la resolución que otorgó la posesión regular del predio del Conservador de Bienes Raíces que corresponda.”.

- “MEDIANO PROPIETARIO FORESTAL: Persona natural o jurídica y comunidades que no cumplan con los requisitos establecidos en la definición de pequeño propietario forestal y cuyos ingresos anuales por ventas, servicios y otras actividades no excedan las 10.000 unidades de fomento como promedio en los últimos tres años calendario.”.

- “SUELOS DEGRADADOS: Aquellos suelos de aptitud preferentemente forestal que presentan categorías de erosión moderada a muy severa, susceptibles de ser recuperados mediante actividades, prácticas u obras conservacionistas del uso del suelo.”.

c) Agréganse, al final del artículo, las siguientes definiciones:

“OTROS PROPIETARIOS FORESTALES: Persona natural o jurídica y comunidades que no cumplan con los requisitos establecidos en la definición de pequeños propietarios y medianos propietarios, cuyos ingresos anuales por venta, servicios y otras actividades se ubiquen entre las 10.001 unidades de fomento y las 50.000 unidades de fomento como promedio en los últimos tres años calendario. Se excluye de esta categoría a las personas naturales o jurídicas y comunidades que excedan las 50.000 unidades de fomento de ventas promedio en los últimos tres años calendario.

PRODUCTOS FORESTALES NO MADEREROS: Todos aquellos bienes y servicios que no corresponden a recursos leñosos o madera en pie y que existen o se pueden desarrollar al interior de una plantación forestal. Se entenderá, para estos efectos, y sin que esta enumeración sea taxativa, que constituyen productos forestales no madereros bienes tales como: hongos, plantas de uso alimenticio, frutos silvestres de árboles y arbustos; especies vegetales de usos medicinales, químicos o farmacéuticos; fauna silvestre, fibras vegetales y servicios de turismo.

SERVICIOS AMBIENTALES: Beneficios que brindan los recursos naturales para los ecosistemas y para la comunidad y que inciden directamente en la protección y mejoramiento del medio ambiente. Para los efectos de esta ley, se entiende que los bosques nativos, las formaciones xerofíticas y las plantaciones forestales contribuyen, entre otros, a detener la desertificación, controlar la erosión, proteger el suelo; mejorar la disponibilidad y,o calidad de los recursos hídricos, y reducir las emisiones de gases de efecto invernadero, principalmente mediante la captura de dióxido de carbono.

BOSQUES PLANTADOS O PLANTACIÓN FORESTAL: Aquellas formaciones vegetacionales resultantes de forestaciones o reforestaciones realizadas con especies nativas y,o exóticas.”.

3.- Introdúcense, en el inciso primero del artículo 4°, las siguientes modificaciones:

a) Sustitúyese la palabra “podrá” por la siguiente frase “, en los casos que resulte pertinente, deberá” y la conjunción disyuntiva “o” que se encuentra entre la palabra “degradados” y la preposición “de” por las conjunciones “y,o”.

b) Intercálase, a continuación de la palabra “adoptar,” la frase: “con especial énfasis en las normas de protección tanto de suelos como de cursos y cuerpos de agua,”. 

c) Agregáse la siguiente oración final: “En el proceso de calificación deberán considerarse los catastros vegetacionales oficiales, determinándose en conformidad a ellos los territorios que presentan las características para ser declarados como tales.”.

4.- Agregáse, en el inciso primero del artículo 8°, sustituyendo el punto (.) aparte, por una coma (,), la siguiente frase final: “además de aplicársele las sanciones legales que correspondan.”.
5.- Reemplázase, en el inciso primero del artículo 10°, el guarismo “120” por “60”.

6.- Agregáse, en el Título II, el siguiente artículo 11 bis:

“Artículo 11 bis.- Toda la información relativa a planes de manejo forestal, así como a las bonificaciones otorgadas, será de carácter público.

La información señalada estará disponible en la página web de la Corporación.”.

7.- Sustitúyese el artículo 12 por el siguiente:

“Artículo 12.- El Estado, en el periodo de veinte años contado desde el 1 de enero de 2013, bonificará por una sola vez por cada superficie, las forestaciones que se ejecuten con posterioridad a la aprobación de la calificación de terrenos a que se refiere el artículo 4° y que se realicen a su amparo.

Las bonificaciones contempladas en esta ley tendrán por objeto:

a)
Incentivar plantaciones forestales con propósitos de provisión de cobertura vegetal permanente, a la que podrán optar todo tipo de propietarios.

b)
Incentivar plantaciones forestales con propósitos productivos, ya sean madereros, de generación energética u otros, a la que sólo podrán optar los pequeños, medianos y otros propietarios definidos en el artículo 2° de esta ley.

c)
Abastecimiento de agua para localidades urbanas y rurales.

d)
Protección de suelo, con erosión moderada y severa.

e)
Producción de leña para autosustento, provisión y mantención de servicios ambientales y ecosistémicos, tales como captura y almacenamiento de carbono, mantención de la biodiversidad, valor estético y cultural del paisaje, recreación y prevención y mitigación de la desertificación.

En forma complementaria a la forestación y para los literales a) y b) se podrán bonificar, además, obras de recuperación de suelos y de conservación de suelos y aguas, y obras de estabilización de dunas. El costo de estas obras no podrá ser superior al cincuenta por ciento de los costos de la forestación.

Para el caso de pequeños propietarios forestales, tratándose del literal b) a que se refiere el presente artículo, se bonificarán, además, las actividades de manejo silvícola orientadas a mejorar la calidad de la masa forestal, para lo cual se definirán los estándares técnicos respectivos en el reglamento.”.

8.- Agréganse los siguientes artículos 12 bis, 12 ter, 12 quáter y 12 quinquies:

“Artículo 12 bis.- Cuando se trate de forestaciones cuyo objetivo sea proveer cobertura vegetal permanente, se otorgará una bonificación para su establecimiento y un pago anual por el lapso de veinte años, contados a partir del año siguiente de establecida la forestación. Estas forestaciones deberán mantener una cubierta vegetal permanente, pudiendo efectuar eventualmente aprovechamientos no madereros y de biomasa, de acuerdo a las normas que establezca el reglamento.

Los pequeños propietarios forestales podrán optar a una bonificación del 100% de los costos de forestación y a pagos anuales. Tratándose de medianos propietarios forestales, podrán optar a una bonificación del 90% de los costos de forestación y a pagos anuales. En el caso de otros propietarios, éstos sólo podrán optar a una bonificación del 75% de los costos de forestación.

Las bonificaciones por forestación a las que se refiere este artículo abarcarán los porcentajes antes mencionados, salvo que en determinados concursos se contemplen criterios de cofinanciamiento por parte del beneficiario. En todo caso, siempre deben respetarse los límites establecidos como porcentajes máximos de bonificación.

Artículo 12 ter.- Para las forestaciones con destino productivo se bonificará por una sola vez, por cada superficie, un porcentaje de los costos del establecimiento de las plantaciones forestales y, tratándose de pequeños propietarios, se bonificará, además, las actividades de manejo silvícola.

En este tipo de forestaciones se incluyen aquellas con fines tanto madereros tradicionales como energéticos.

Para los pequeños propietarios forestales, el porcentaje de bonificación será del 90% de los costos de establecimiento y del 75% de los costos de manejo silvícola. Tratándose de medianos propietarios forestales, se bonificará el 75% de los costos de establecimiento. Tratándose de otros propietarios se bonificará el 50% de los costos de establecimiento. Lo señalado en este inciso se entenderá sin perjuicio de que en determinados concursos se contemplen criterios de cofinanciamiento por parte del beneficiario.

Artículo 12 quáter.- Durante los primeros dieciocho meses de vigencia de esta ley, el sistema de otorgamiento de bonificaciones asignará éstas de forma directa. Una vez transcurrido dicho plazo, el sistema de otorgamiento estará sujeto a concurso, excepto para el pago anual por mantención de cobertura vegetal permanente y para las actividades de manejo silvícola señaladas en el inciso final del artículo 12.

El otorgamiento de las bonificaciones se regirá por las normas que se establezcan en el respectivo reglamento, el que deberá contener criterios de focalización y priorización regional, financiera, técnica, ambiental o social.

Las forestaciones que se realicen con especies nativas que estén destinadas a los propósitos de los literales a) y b) del artículo 12 y que requieran para su establecimiento de una forestación de protección lateral, podrán optar a dos bonificaciones para la misma superficie. La primera bonificación será para la forestación inicial que se realizará con la o las especies que brindarán la protección lateral, y la segunda, para la forestación con la o las especies nativas definitivas.

El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Agricultura, que deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda, establecerá el reglamento para el pago de las actividades bonificables y los pagos anuales.

El Instituto de Desarrollo Agropecuario establecerá líneas de crédito para pequeños propietarios forestales, cuyo objetivo sea financiar las actividades señaladas en el artículo 15 de esta ley. Para estos efectos, el Instituto de Desarrollo Agropecuario podrá considerar a los pequeños propietarios forestales definidos en esta ley como sujetos de créditos, los que en todo caso deberán cumplir con las normas generales que en materia crediticia establezca la Institución para todos sus beneficiarios.
Las bases, los llamados a concursos y la asignación de puntajes se regirán por las normas que se establezcan en el respectivo reglamento. Dichas bases podrán considerar uno o más fondos con los cuales poder focalizar los incentivos. Las bases y los resultados de los concursos tendrán carácter público.

Para postular a los concursos públicos, los interesados deberán tener la calificación de terrenos de aptitud preferentemente forestal previamente aprobada por la Corporación o ingresar su solicitud de calificación acompañada del estudio técnico, dentro del plazo que establecerán las bases del concurso. En la solicitud de calificación, el interesado deberá entregar la información requerida para la postulación de conformidad al reglamento y a las bases.

La ley de Presupuestos de cada año determinará el monto de los recursos que se destinarán a concursos, sin perjuicio de que los gobiernos regionales, con recursos propios podrán financiar concursos adicionales, sólo para el establecimiento de plantaciones, bajo los principios de esta ley.

Se realizará, a lo menos, un concurso al año, en el cual la primera prioridad de adjudicación la tendrá el segmento de pequeño propietario forestal. En el evento que no se alcanzare a copar el monto total de un determinado fondo, el excedente se podrá redireccionar a otros fondos de esta ley. El criterio de reasignación quedará establecido en el llamado a concurso.

Las bonificaciones se pagarán cada vez que los beneficiarios acrediten, mediante un estudio técnico expedido por un ingeniero forestal, la ejecución de las actividades bonificables señaladas en el artículo 12 de esta ley, previa certificación de la Corporación. No obstante, para la procedencia del pago de bonificaciones por poda y raleo, se requerirá, además, de un plan de manejo aprobado por la Corporación. Si no se hubieren realizado todas las actividades o las superficies fueren menores a las adjudicadas, sólo se pagará el monto de la bonificación correspondiente a las actividades efectivamente realizadas y por aquella superficie forestada.

Excepcionalmente, las personas indígenas, comunidades indígenas o una parte de éstas que accedan o hayan accedido a compras o subsidios de tierras en virtud de lo dispuesto en el artículo 20 letras a) y b) de la ley N°19.253, podrán optar por recibir la bonificación a que alude esta ley, sin perjuicio que la superficie respectiva haya sido objeto de bonificación anterior. Ello, sólo para aquellos bosques que hayan sido explotados y aprovechados por propietarios distintos de las personas indígenas, comunidades indígenas o una parte de éstas que hayan sido favorecidas con el subsidio de la referida ley N°19.253.

Excepcionalmente, estas mismas personas, y en las mismas circunstancias, también podrán optar por desafectar los terrenos respectivos de su calidad de aptitud preferentemente forestal, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 7° de esta ley y en el decreto supremo N°193, de 1998, del Ministerio de Agricultura.

En la situación prevista en el inciso precedente, dichas personas indígenas, comunidades indígenas o parte de éstas, quedarán exentas de la obligación de reintegrar en arcas fiscales aquellas sumas que se hayan dejado de pagar en virtud de franquicias tributarias o bonificaciones otorgadas por esta ley u otras disposiciones legales o reglamentarias.

Artículo 12 quinquies.- Las bonificaciones percibidas o devengadas se considerarán como ingresos diferidos en el pasivo circulante y no se incluirán para el cálculo de la tasa adicional del artículo 21 de la ley sobre Impuesto a la Renta ni constituirán renta para ningún efecto legal hasta el momento en que se efectúe la explotación o venta del bosque que originó la bonificación, oportunidad en la que se amortizará abonándola al costo de explotación a medida y en la proporción en que ésta o la venta del bosque se realicen, aplicándose a las utilidades resultantes el artículo 14, inciso primero, de la presente ley.

Para los efectos previstos en el inciso precedente, anualmente se les aplicará a las bonificaciones devengadas o percibidas, consideradas como ingresos diferidos en el pasivo circulante, las normas sobre corrección monetaria establecidas en la ley sobre Impuesto a la Renta, reajustándose en igual forma que los costos incurridos en el desarrollo de las plantaciones forestales incluidos en las partidas del activo.”.

9.- Sustitúyese el artículo 15 por el siguiente:

“Artículo 15.- Los incentivos para el establecimiento de plantaciones forestales contemplarán las siguientes actividades, las que se detallarán en el correspondiente reglamento:

a) Habilitación, preparación de terreno y cierre perimetral.

b) Forestación.

c) Manejo silvícola, entendiéndose por tal la primera poda y el primer raleo.

d) Fertilización y control de malezas.

e) Protección y riego de sobrevivencia.

f) Obras de recuperación de suelos y de conservación de suelos y aguas.

g) Obras de estabilización de dunas.

h) Contratación de seguro forestal.

i) Gastos generales.

j) Cortinas cortavientos destinadas a proteger suelos degradados.

Las actividades señaladas en las letras f) y g) serán complementarias a la forestación y se bonificarán conjuntamente con ella.

El monto máximo a bonificar por actividad será el que se establezca en una tabla que fijará el costo de las actividades bonificables, expresado en unidades tributarias mensuales. Esta tabla se fijará mediante resolución expedida por la Corporación, previa aprobación de los Ministerios de Agricultura y de Hacienda. Esta tabla se publicará durante el mes de agosto de cada año y regirá para la temporada siguiente. Si no se fijaren dichos costos en la fecha indicada, se utilizará, para los efectos del cálculo y pago de la bonificación, los montos contenidos en la última tabla de costos publicada.

La tabla de costos se establecerá considerando las diversas categorías de terrenos, suelos, macrozonas, especies y demás elementos, tales como adquisición de plantas con estándares definidos por especie, fertilización, riego; actividades de habilitación, preparación y cercado del terreno; establecimiento de la forestación, primera poda y raleo, control de malezas, protección, prima de seguro forestal, obras de recuperación de suelos y de conservación de suelos y aguas y de estabilización de dunas, y los gastos generales asociados a las actividades objeto de bonificación. El reglamento determinará el procedimiento de elaboración y el mecanismo de reajustabilidad, su actualización y los procedimientos de determinación de los costos anuales.

Asimismo, la tabla de costos contemplará:

a) Un pago anual para pequeños y medianos propietarios forestales por la mantención de una cobertura vegetal permanente por veinte años contados desde que se acreditó la existencia de una forestación bonificada. Dicho pago será el equivalente a 1,27 unidades tributarias mensuales por hectárea, u otro sistema de reajustabilidad autorizado por el Banco Central de Chile.

b) Una bonificación para pequeños propietarios forestales, para la elaboración de estudios técnicos y por la asistencia técnica en terreno cuando corresponda.

c) Una bonificación para personas indígenas, comunidades indígenas o una parte de éstas para la elaboración del plan de manejo predial o multipredial cuando este contemple aspectos culturales y donde se hayan identificado las áreas de uso forestal.

El beneficiario de las bonificaciones contempladas en esta ley podrá transferirlas a terceros mediante instrumento público o privado autorizado ante notario. Las bonificaciones podrán ser cobradas y percibidas por personas distintas del beneficiario, siempre que acompañen el documento en que conste su transferencia.

Los pagos anuales no podrán ser traspasados en caso de venta de sus terrenos a terceros que no califiquen en la condición de pequeños o medianos propietarios, según las definiciones establecidas en el artículo 2º.

Cuando se trate de las actividades señaladas en el artículo 15, la Corporación podrá extender, a solicitud del propietario, un certificado de futura bonificación forestal. Dicho certificado podrá ser presentado para el otorgamiento de créditos destinados a financiar las actividades contempladas en la calificación de terrenos de aptitud preferentemente forestal aprobada por la Corporación. El monto del crédito podrá ser transferido a través del mismo certificado mediante su endoso, suscrito ante notario.

El certificado de futura bonificación forestal que extienda la Corporación podrá constituirse en garantía para solicitar créditos destinados a financiar las actividades contempladas en esta ley.

Cuando el endosante o reendosante sea un pequeño, mediano u otro propietario forestal, el endosatario del certificado de futura bonificación forestal será codeudor solidario del crédito otorgado para financiar las actividades a que se refiere el artículo 15. De ello quedará constancia en el certificado emitido por la institución crediticia.

El pago de las bonificaciones y los pagos anuales serán efectuados por la Tesorería General de la República.”.

10.- Sustitúyese el artículo 16 por el siguiente:

“Artículo 16.- Para el pago de las bonificaciones a que se refiere el artículo 12, el beneficiario deberá presentar a la Corporación un estudio técnico que acredite el cumplimiento de las actividades señaladas en la calificación de terrenos de aptitud preferentemente forestal o en el plan de manejo para las intervenciones de manejo silvícola. Dicho estudio deberá ser elaborado por un ingeniero forestal.

El reglamento determinará el contenido del estudio técnico de acreditación y el procedimiento de presentación.

Sólo podrán optar a la bonificación las actividades efectivamente realizadas y comprometidas en la calificación de aptitud preferentemente forestal y en el respectivo plan de manejo aprobado.

Para acceder a cada pago anual señalado en el inciso quinto, letra a), del artículo 15, el propietario deberá presentar una declaración jurada simple de la permanencia de la forestación establecida, conforme a lo que se establezca en el reglamento.

La Corporación tendrá un plazo de sesenta días corridos, contado desde la presentación, para pronunciarse mediante resolución emitida por el jefe provincial correspondiente a la ubicación del predio, sobre la aprobación o rechazo del estudio técnico de acreditación contemplado precedentemente. En eventos de caso fortuito o fuerza mayor debidamente fundados, la Corporación podrá suspender el plazo señalado anteriormente, no pudiendo exceder de ciento veinte días corridos para pronunciarse.”.

11.- Modifícase el artículo 21 en el siguiente sentido:

a) En su inciso segundo:

i) Reemplázase la expresión “Región V de Valparaíso hasta la Región X de Los Lagos” por “Región de Valparaíso hasta la Región de Los Lagos”.

ii) Agrégase, a continuación de la palabra “protección”, la siguiente frase: “a glaciares, ríos y cuerpos de agua permanentes, esteros permanentes y temporales, quebradas con cauce permanente, temporal o esporádico,”.

b) Sustitúyese, en su inciso final, la palabra “siguiente” por el número “22”.

12.- Agrégase, a continuación del artículo 21, el siguiente artículo 21 bis:

“Artículo 21 bis.- Los beneficiarios que corten las plantaciones acogidas a bonificaciones y pagos anuales por objetivos de cobertura vegetal permanente, en contravención a lo señalado en el artículo 12 bis, deberán restituir los montos de bonificaciones otorgadas y los pagos anuales recibidos, reajustados de acuerdo a la variación que haya experimentado el índice de precios al consumidor, o el sistema que lo remplace, entre la fecha de pago de la bonificación y la fecha de la contravención. Dicha restitución deberá ser realizada respecto de aquella superficie intervenida en contravención al inciso segundo del artículo 12 bis. 

Adicionalmente a lo señalado en el inciso anterior, la corta no autorizada de este tipo de forestaciones se sancionará con multa de 10 a 100 unidades tributarias mensuales por hectárea incumplida.”.

13.- Modifícase el inciso primero del artículo 22 en el siguiente sentido:

a) Agrégase, a continuación del término “reforestar”, la frase “en el plazo de dos años contado desde la corta”.
b) Reemplázase la palabra “anterior” por el número “21”.

14.- Agréganse los siguientes artículos 22 bis y 22 ter:

“Artículo 22 bis.- El incumplimiento de las reforestaciones establecidas por orden judicial, derivadas de la detección de corta no autorizada, se sancionará con multa de 5 a 10 unidades tributarias mensuales por hectárea incumplida.
Artículo 22 ter.- El pago de las multas que se apliquen como sanción a las contravenciones establecidas en esta ley no eximirán al infractor de la obligación de reforestar.”.

15.- Sustitúyese el artículo 24 bis por el siguiente:

“Artículo 24 bis.- Detectada una infracción a las disposiciones de esta ley o de su reglamento, los funcionarios de la Corporación levantarán un acta en la que se consignarán los hechos constitutivos de la infracción, indicando el día, lugar, fecha y hora de la diligencia inspectiva, la circunstancia de encontrarse o no presente el supuesto infractor o su representante legal, así como la individualización de éste, su domicilio, si ello fuere posible, las normas legales contravenidas y el tribunal ante el cual debe comparecer el infractor.

Con el mérito del acta referida en el inciso primero, el respectivo Director Regional de la Corporación deberá efectuar la correspondiente denuncia ante el tribunal competente, acompañando copia de dicha acta.

Los controles podrán realizarse mediante fotografía aérea o sensores remotos, sin perjuicio de otros medios de prueba.

El acta señalada tendrá el valor de prueba respecto de los hechos que en ella constan.

Los tribunales a que se refiere el artículo anterior conocerán de las denuncias que se formulen con arreglo a las disposiciones y procedimiento consignados en la ley Nº18.287, salvo lo dispuesto en los artículos 19, 20 y 21 de la mencionada ley.

Tratándose de una primera infracción y si aparecieren antecedentes favorables, el tribunal podrá disminuir la multa aplicable hasta en 50%.  Asimismo, podrá absolver al infractor en caso de ignorancia excusable o de buena fe comprobada.”.

16.- Reemplázase el artículo 24 bis B) por el siguiente:

“Artículo 24 bis B).- Los funcionarios designados por la Corporación para la fiscalización de esta ley y Carabineros de Chile tendrán el carácter de ministros de fe en todas las actuaciones que deban realizar para el cumplimiento de esa labor.

Los funcionarios de la Corporación sólo podrán ingresar en los predios o centros de acopio para los efectos de controlar el cumplimiento de la ley, previa autorización de la administración.

En caso de negativa para autorizar el ingreso, la Corporación podrá solicitar al juez competente el auxilio de la fuerza pública, el cual, por resolución fundada y en mérito de los antecedentes proporcionados por la Corporación, la podrá conceder de inmediato.”.

17.- Reemplázase el artículo 32 por el siguiente:

“Artículo 32.- Las acciones destinadas a perseguir las infracciones de esta ley que no constituyan delito prescribirán en el plazo de cinco años y las que sean ilícitos penales prescribirán en la forma y plazos establecidos en el Código Penal.”.

18.- Sustitúyese, en el artículo 33, la frase “artículo 12 de este cuerpo legal” por “artículo 12 quinquies de este cuerpo legal”.
19.- Agréganse los siguientes artículos 37, 38, 39, 40, 41 y 42:

“Artículo 37.- La captura de dióxido de carbono constituye uno de los servicios ambientales proporcionados por los bosques y plantaciones forestales que el Estado reconoce y le interesa fomentar.

A partir de la fecha de entrada en vigencia de esta ley, las capturas o remociones de dióxido de carbono producidas por las plantaciones forestales bonificadas al amparo de ésta, tendrán como objetivo la mitigación de las emisiones de los gases de efecto invernadero del país. El reglamento establecerá las regulaciones para eventuales transacciones del carbono forestal generado, las que sólo podrán efectuarse dentro del país. Dicha restricción no se aplicará mientras no exista un mercado interno para transacción de bonos de carbono o que, existiendo este mercado, la demanda sea menor a la disponibilidad, excepción que en todo caso no podrá superar los cuatro años desde la promulgación de la presente ley.

Artículo 38.- El Ministerio de Agricultura deberá mantener un sistema de información de existencia y flujos de biomasa y carbono. Para ello, se deberá realizar un inventario forestal de los recursos forestales del país con una periodicidad mínima de cinco años.

Artículo 39.- El Ministerio de Bienes Nacionales establecerá una línea de trabajo para pequeños propietarios forestales, con el objeto que éstos puedan sanear sus títulos de dominio a fin de optar a los incentivos de esta ley.

Artículo 40.- Cada cinco años se realizará, por un organismo externo a la Corporación, una evaluación del funcionamiento de esta ley, considerando tanto su administración como los resultados alcanzados.

Artículo 41.- Tratándose de suelos agrícolas que han sido bonificados por la ley N°20.412 y que sean forestados en un período igual o menor a cinco años desde que se percibió la o las bonificaciones, los propietarios deberán reintegrar en arcas fiscales todas las bonificaciones otorgadas para esa superficie en dicho período, más los reajustes e intereses legales determinados por el Servicio de Impuestos Internos en conformidad con las normas del Código Tributario. Esta obligación regirá a partir de la fecha de entrada en vigencia de esta ley.

Artículo 42.- Los poseedores de predios de aptitud preferentemente forestal podrán acogerse a los beneficios de esta ley, cumpliendo sus exigencias, siempre que acrediten reunir los requisitos del decreto con fuerza de ley N°6, de 1968, del Ministerio de Agricultura, o a las normas que lo modifiquen o reemplacen, y hayan presentado solicitud de saneamiento de títulos de dominio del inmueble respectivo, circunstancia que se comprobará mediante certificado del Departamento de Títulos del Ministerio de Tierras y Colonización.

El poseedor que se encuentre en las condiciones previstas en este artículo podrá percibir las bonificaciones contempladas en el artículo 12.”.

Artículo 2°.- Deróganse el artículo segundo y los artículos 1° y 6° transitorios de la ley N°19.561.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.- En el plazo de noventa días hábiles, a partir de la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial, la Corporación, conforme a lo establecido en el artículo 15, fijará la tabla de costos.

Artículo segundo.- El reglamento relativo a los concursos deberá dictarse en el plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial. Los restantes reglamentos del decreto ley N°701, de 1974, mantendrán su vigencia en lo que no sean contrarios a la ley y en tanto el Presidente de la República no dicte nuevas normas sobre la materia con el objeto de adecuarlos y,o modificarlos.

Artículo tercero.- Las disposiciones de esta ley se aplicarán a las forestaciones cuyas calificaciones de terrenos de aptitud preferentemente forestal se hayan aprobado con posterioridad a su entrada en vigencia. Las forestaciones cuya calificación es anterior a la entrada en vigencia de este cuerpo normativo se regirán por las normas que le eran aplicables a la fecha de su aprobación.

Artículo cuarto.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante decreto supremo del Ministerio de Agricultura, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N°701, de 1974, y todas sus modificaciones, incluidas las disposiciones pertinentes del decreto ley N°2.565, de 1979. En uso de esta facultad, el Presidente de la República podrá establecer una numeración correlativa de los artículos y desglosarlos, cambiar el nombre y el orden de los títulos y adecuar la redacción de la parte no modificada de este decreto ley, con el exclusivo objeto de armonizarla con las nuevas disposiciones que se le incorporan.”.

***

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente (A) de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General (A) de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE PERMITE AMPLIAR PLAZO PARA QUE LAS CONCESIONARIAS DE RADIODIFUSIÓN DE MÍNIMA COBERTURA PUEDAN ACOGERSE A LA LEY N° 20.433, QUE CREA LOS SERVICIOS DE RADIODIFUSIÓN COMUNITARIA CIUDADANA

(8817-15)

Oficio Nº 10.641

VALPARAÍSO, 2 de abril de 2013

A 
Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, que permite ampliar el plazo para que las concesionarias de radiodifusión de mínima cobertura puedan acogerse a la ley N° 20.433, que crea los servicios de radiodifusión comunitaria ciudadana, correspondiente al boletín N° 8817-15.

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Otórgase un plazo suplementario de 180 días contado desde la publicación de la presente ley para que los titulares de concesiones de radiodifusión sonora de mínima cobertura soliciten acogerse a la ley N° 20.433, que crea los Servicios de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana, conforme a lo dispuesto en el artículo 2° transitorio de la citada norma. Este plazo suplementario será considerado a los efectos de lo dispuesto en la letra c) del artículo citado.

El plazo previsto en el artículo 2° antes referido para resolver dichas solicitudes, así como el establecido en el inciso primero del artículo 5° transitorio para tramitar de oficio, pero con acuerdo del titular, la modificación de elementos de la esencia de una concesión de radiodifusión sonora a efectos de la ejecución del artículo 3° de la misma norma, contarán a partir del vencimiento del plazo suplementario a que se refiere el inciso precedente.

Artículo 2°.- Modifícase la ley N° 20.433, en el sentido que se indica: 

1) Elimínase en el inciso segundo del artículo 2° transitorio la expresión “en forma simultánea,”.

2) Reemplázase en el inciso primero del artículo 5° transitorio la expresión “dos años”, por “un año contado desde la expiración del plazo para acogerse a la presente ley”.

3) Incorpóranse los siguientes artículos transitorios:

“Artículo 7°.- Los concesionarios de radiodifusión sonora de mínima cobertura vigentes a la fecha de publicación de la presente ley, y que no hayan sido sancionados con la caducidad por resolución firme con posterioridad a dicha fecha, podrán transferir sus concesiones sin que a los mismos resulte aplicable la limitación temporal establecida en el inciso segundo del artículo 21 de la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones. Con todo, en aquellos casos en que exista un procedimiento de cargo por infracción que pudiera ameritar la caducidad de la concesión, ésta no podrá transferirse en tanto no se resuelva el mismo.

Artículo 8°.- A los efectos de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 2° transitorio, se entenderán como vigentes al momento de la publicación de la presente ley aquellas concesiones otorgadas con anterioridad a la citada publicación, aun cuando el decreto respectivo haya sido publicado con posterioridad a la publicación de la ley, siempre que ello haya ocurrido dentro del plazo que establece sobre el particular la ley N° 18.168.”.”.

***

Dios guarde a V.E.

 (Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente (A) de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General (A) de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE PROBIDAD EN LA FUNCIÓN PÚBLICA 

(7616-06)

HONORABLE SENADO:


Esta Comisión tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en mensaje de SE. El Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A las sesiones en que la Comisión se abocó al estudio de este asunto, asistieron, además de sus integrantes, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Ministro, señor Cristian Larroulet; el Subsecretario, señor Claudio Alvarado; los asesores, señoras Ana María Muñoz y Danielle Courtin y el señor Sebastián Soto; el Fiscal del Banco Central, señor Miguel Angel Nacrur; el Presidente del Consejo para la Transparencia, señor Alejandro Ferreiro; de la Fundación Jaime Guzmán el abogado, señor Héctor Mery; del Centro Democracia y Comunidad, el Director de Asesoría Política, señor Jorge Claissac, y la asesora, señora Romina Novoa.

I. OBJETIVO


Regular y actualizar en un texto legal determinado el ejercicio de la función pública por autoridades del Estado, desde la perspectiva del principio de la probidad, y prevenir los conflictos de intereses mediante una declaración de intereses y de patrimonio.

II. QUORUM ESPECIAL


Prevenimos que este proyecto de ley, de aprobarse en general, debe serlo con quórum de ley orgánica constitucional por disposición de los incisos tercero y cuarto del artículo 8° de la Constitución Política. Además, afecta textos legales de esa jerarquía, como son la ley orgánica sobre bases generales de la Administración del Estado; la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional; la ley orgánica de Tribunales; la ley orgánica del Banco Central; la ley orgánica del Tribunal Calificador de Elecciones y otras de similar naturaleza. (los artículos 3, 6, 9, 11, 16, 19, 21, 25, 26, 28, 29, 32, 36, 38, 55 y 60 tienen el carácter de ley ordinaria).

III. OFICIOS


Hacemos presente que con posterioridad al acuerdo aprobatorio del proyecto en informe en esta Comisión, se recibió un oficio de la Excma. Corte Suprema, mediante el cual remite su opinión acerca de la iniciativa en cumplimiento de lo ordenado por el artículo 77 de la Constitución Política, y otro oficio del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, por el que formula diversas observaciones sobre el texto del proyecto.


Ambos documentos serán considerados en el trámite de discusión particular que tendrá lugar en esta Comisión.


IV. ANTECEDENTES

4.1. De Derecho


- Ley orgánica constitucional del Congreso Nacional;


-   Ley orgánica constitucional del Banco Central;


-   Ley orgánica constitucional de Bases Generales de Administración del Estado;


-   Código Orgánico de Tribunales;


- Ley orgánica constitucional del Tribunal Constitucional;


- Ley orgánica constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones;


- Ley orgánica constitucional del Ministerio Público;


-   Decreto ley N° 211, de 1973 (fija normas para la defensa de la libre competencia), y


- Ley N° 18.593, sobre Tribunales Electorales Regionales.

4.2. De Hecho


Al presentar este proyecto de ley el mensaje recuerda la reforma constitucional consensuada en el año 2005, que reconoció el principio de probidad como una de las bases fundamentales de la institucionalidad, que irradia sus efectos a todo el ordenamiento jurídico (artículo 8° de la Constitución Política).


Agrega que tal principio consiste “en observar una conducta funcionaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función o cargo, con preminencia del interés general sobre el particular”, como lo ha definido la ley orgánica constitucional de bases generales de la Administración del Estado.


Manifiesta enseguida que la probidad está estrechamente relacionada con otros principios institucionales como es el de la servicialidad del Estado; el principio democrático y el Estado de Derecho, reconocidos en los artículos 1°, inciso cuarto; 4° y 6°, de la Constitución Política, respectivamente.


En relación con el principio de la servicialidad, el mensaje dice que pueden existir comunidades que no constituyen un Estado propiamente, pero no puede existir este último sin personas. Es, por tanto, esta primacía ontológica la causa de la obligación de toda autoridad o funcionario público de contribuir al bien común, lo cual supone un actuar honesto y leal en el ejercicio de las funciones públicas. De contrario, si la conducta funcionaria es impropia o deshonesta se afecta no sólo el Estado sino, también, el bien común en su conjunto.


Por lo que hace a la vinculación de la probidad con el régimen democrático, afirma que este último tiene una naturaleza de carácter sustantivo que le genera grados de legitimidad. Este carácter sustantivo, continúa, lleva implícita la existencia de un gobierno eficiente, respetuoso de los derechos fundamentales, entre otros, del principio de probidad, esto es, una democracia en la que las autoridades ejercen sus competencias con honestidad para alcanzar legitimidad y reconocimiento.


Expresa el mensaje que el principio de probidad tiene su correlación con el Estado de Derecho; es decir; es, la sujeción de todos, autoridades y ciudadanos, al ordenamiento jurídico preestablecido. Tal principio, reconocido en nuestro ordenamiento, se traduce en que los preceptos constitucionales (entre los que están los que fijan el principio de probidad) obligan tanto a los titulares de los órganos como a toda persona, institución o grupo.


Concluye señalando, en este acápite, que el principio de probidad supone que el actuar de autoridades y funcionarios debe estar orientado al bien común y no al interés personal o particular de un grupo, pues el Estado está al servicio de las personas.


Se refiere, enseguida, a los mecanismos para promover y hacer cumplir el principio de probidad que requiere, necesariamente, de un sujeto fiscalizado (funcionario público) y otro fiscalizador.


Expone que los sistemas jurídicos consideran que la labor fiscalizadora puede ejercerse con órganos propios de la administración o con instituciones independientes, como los tribunales de justicia; pero en un régimen democrático el mejor fiscalizador es la propia ciudadanía que tiene incentivos para denunciar y perseguir los actos de corrupción, razón que ha movido a este Gobierno, ante diversas opciones, a preferir el denominado “control ciudadano” que implica el derecho a requerir información para perseguir responsabilidades administrativas.


Señala que uno de los mecanismos que permite acceder a la información es la declaración pública de intereses y de patrimonio de las autoridades y de determinados funcionarios, que sirve a los ciudadanos para contrastar la actuación funcionaria con el deber del servidor público de actuar con corrección, con el fin de fortalecer la transparencia en la Administración y neutralizar el secretismo.


Este proyecto tiene como uno de sus elementos centrales perfeccionar la calidad y cantidad de información que debe incluirse en la aludida declaración. Además, la libre disponibilidad de ésta (la información) actúa como contraincentivo de conductas abusivas, cuya erradicación es propósito fundamental de este Gobierno.


A continuación, aduce que han de fortalecerse otros mecanismos de control en pro del cumplimiento de la obligación de presentar oportunamente la declaración y de incluir en ella la información fidedigna requerida, para lo cual se proponen normas que otorgan a la Contraloría General de la República facultades fiscalizadoras y sancionatorias.


En otro orden, expresa que junto con incentivar el control ciudadano, en este proyecto se han considerado además los derechos de los funcionarios públicos, especialmente con relación a la libertad de trabajo que tiene su consagración en el artículo 56 de la ley orgánica de bases generales de la Administración, precepto que reconoce a todo funcionario el derecho a ejercer libremente cualquier profesión, industria o comercio, siempre que su ejercicio no perturbe el cumplimiento oportuno de sus deberes.


Explica el mensaje que la declaración de intereses es el mecanismo menos intrusivo entre ese derecho y el ejercicio de la función pública, pues no pretende prohibir la práctica de un oficio o industria sino de hacerla pública, de modo que la ciudadanía pueda comprobar la eventual existencia de conflictos de intereses.


Concluye el mensaje, en este acápite, en que el proyecto promueve el empoderamiento de la sociedad civil en el control de la corrupción, a la vez que resguarda los derechos fundamentales de los funcionarios.


En un segundo apartado “Necesidad de cumplir los estándares de probidad y transparencia” establecidos en la OECD (Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico), el mensaje recuerda que Chile advino el primer país sudamericano en formar parte de esta instancia, que incluye a las economías más desarrolladas del mundo cuyas directrices en materia de transparencia y probidad propenden al establecimiento de altos estándares para precaver conflictos de interés. El proyecto en informe, dice el mensaje, busca adecuar la normativa interna a las exigencias de la OECD en las “Directrices para el manejo de conflictos de intereses en los servicios públicos”, del año 2003, que están inspiradas en cuatro principios: el servicio del interés público, la promoción del escrutinio público, la promoción de la responsabilidad y la generación de una cultura en la que los conflictos de intereses no son tolerados.


Las directrices, continúa, establecen que los Estados miembros deben considerar una “Declaración inicial” suscrita por el funcionario al asumir su cargo o con motivo de un nombramiento, en el que se indiquen “los intereses privados que potencialmente podrían entrar en conflicto con sus funciones públicas”, sin perjuicio de actualizar la información frente a cada cambio de su situación personal que pudiere generar un potencial conflicto. (“Declaración durante el servicio”).


Otro mecanismo de control y prevención de conflictos es el fideicomiso, institución de escasa regulación y uso, cuyo equivalente en el ordenamiento chileno es la obligación de constituir un mandato en el que el mandante se desprende de la administración y propiedad de sus bienes, que se entrega a un tercero.


Por último, menciona como alternativa en la legislación comparada para cautelar el principio de probidad la obligación de ciertas autoridades de enajenar determinados bienes, cuando su tenencia genera ineludiblemente un conflicto.


Bajo el acápite “Conceptos generales relativos a los mecanismos que el proyecto establece”, el mensaje analiza la declaración de intereses y el patrimonio.


A este respecto, recuerda que la declaración de intereses como mecanismo de prevención de conflictos está hoy regulada en el artículo 57 de la ley orgánica constitucional de bases generales de la Administración del Estado, que establece que el contenido de esta declaración es un detalle de las actividades económicas y profesionales de la autoridad o funcionario. Por su parte, la declaración de patrimonio también está regulada en la mencionada ley orgánica constitucional y su objetivo es el de transparentar el patrimonio de los funcionarios, previniendo el enriquecimiento ilícito y los conflictos de interés que pueda generar un patrimonio.


Enumera el mensaje en este acápite las autoridades obligadas a presentar las declaraciones de intereses y patrimonio, como son el Presidente de la República; los ministros de Estado; los subsecretarios; los embajadores; los consejeros del Consejo de Defensa del Estado; los jefes superiores de servicio; los oficiales generales y superiores de las Fuerzas Armadas, de Carabineros y de la Policía de Investigaciones; el Contralor General de la República; los consejeros del Banco Central; los intendentes y gobernadores; los secretarios regionales ministeriales y los demás funcionarios directivos, profesionales, técnicos y fiscalizadores de la Administración que se desempeñen hasta el nivel de jefe de departamento o su equivalente. Están sujetos también a esta obligación los alcaldes y concejales: los consejeros regionales, el secretario ejecutivo del consejo regional y los funcionarios que integran las plantas de los municipios y a contrata, hasta el nivel de jefe de departamento o su equivalente. Igualmente están en situación de presentar esas declaraciones los directores de sociedades anónimas nombrados por el Estado o sus organismos; los gerentes de las sociedades anónimas nombrados por directorios que representen mayoritariamente al Estado, y los directores y gerentes de empresas del Estado que se encuentren sometidas al régimen de las sociedades anónimas.


En relación con el contenido de las declaraciones, explica que éstas han de incluir las actividades profesionales y económicas del declarante, remitiéndose al D.S. N° 99, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, para el efecto de definir la actividad profesional y económica.


La declaración de patrimonio, por su parte, contendrá una singularización de los bienes relevantes y el pasivo del declarante, cuando éste sea superior a 100 UTM. También consigna normas para actualizar la declaración cada cuatro años o cuando ocurra un hecho relevante que la modifique o en caso de que el declarante es nombrado en un nuevo cargo, concluya sus funciones o cese en el cargo que motivó la declaración.


El incumplimiento de la obligación de presentar oportunamente la declaración está sancionada con multa de 10 a 30 UTM, y la no actualización con multa de 5 a 15 UTM. Si a sabiendas se incluyen datos erróneos o se incurre en omisiones, la multa será de 10 a 30 UTM, y el hecho se tendrá en cuenta para las calificaciones del infractor.


Finalmente, por lo que hace a este acápite, el mensaje expresa que la Contraloría General de la República es el organismo encargado de la custodia, archivo y consulta de las declaraciones, sin perjuicio de las copias que quedan en poder de la institución a la que pertenece el declarante y de otra que se entrega a este último.


Bajo el epígrafe “Mandato de administración discrecional de cartera de valores y enajenación de activos”, analiza otros medios para prevenir los conflictos de interés que pueden afectar a los funcionarios públicos.


A este efecto, recuerda la reforma contenida en la ley N° 20.414, que modificó el artículo 8° de la Constitución Política agregando dos nuevos incisos. El primero impone al Presidente de la República, a los ministros de Estado, a los diputados y senadores y a las demás autoridades y funcionarios que señale una ley orgánica constitucional, la obligación de declarar públicamente sus intereses y patrimonio.


El segundo nuevo inciso remite a la ley la determinación de los casos en que esas autoridades delegarán a terceros la administración de sus bienes y obligaciones que supongan conflictos de interés, al tiempo que podrá considerar otras medidas para resolver los conflictos y, en casos calificados, para disponer la enajenación de los bienes.


En el derecho comparado, continúa, países como Canadá, Estados Unidos y Australia han adoptado entre sus modelos de prevención de conflictos la figura del fideicomiso ciego, en el entendido de que una de las formas de prevención es la de diversificación de los activos.


En este orden, está el caso de Canadá, cuya ley de conflicto de intereses (año 2007) dispone que ningún funcionario y su familia puede participar en activos controlados, esto es, aquellos afectados directa o indirectamente por decisiones o políticas de gobierno (acciones, materias primas, comodities).


En Estados Unidos, agrega el mensaje, existe como mecanismo de prevención de conflictos el fideicomiso ciego aprobado y el fideicomiso ciego diversificado regulados por la ley de ética de 1978, siendo definido este último como el que tiene un portafolio de activos suficientemente amplio que evita que las actividades del funcionario puedan influir en el valor de su fideicomiso.


Menciona a continuación, como mecanismo necesario para el control de los conflictos de interés, la enajenación de activos que representen un conflicto manifiesto y que sin su desasimiento la autoridad no podría adoptar las decisiones que le competen de manera imparcial o, al menos, generar seguridad de que efectivamente ha sido adoptada en dichos términos.


Por lo anterior, ante el evento de que la administración de valores sea insuficiente para asegurar decisiones correctas, se ha ideado la figura de la enajenación o renuncia de conformidad con los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, de la participación social de la autoridad en determinadas empresas directa o indirectamente (concepto de grupo empresarial y control).


En un tercer acápite, “Objetivo del proyecto” el mensaje expresa que éste tiene por finalidad regular el ejercicio de la función pública desde la perspectiva del principio de probidad.


Agrega que en concepto de este proyecto, la declaración de intereses y de patrimonio es el principal mecanismo para prevenir conflictos de interés de los funcionarios públicos. Lo que se quiere, explica, es potenciar las declaraciones mejorándolas en diversos aspectos que enseguida menciona. Además, el proyecto recoge en un solo cuerpo normativo la declaración de intereses e impone también estas regulaciones a autoridades que no integran la Administración y a funcionarios que hoy no están afectos a fiscalización, como son los miembros del Consejo para la Transparencia, los defensores locales, los consejeros del Consejo de Alta Dirección Pública y los miembros del Tribunal para la Contratación Pública.


Por último, agrega en este acápite, el proyecto también dispone otros mecanismos de prevención de conflictos de interés, como son el mandato de administración discrecional y la obligación de enajenar determinados activos.

- - -

III. CONTENIDO DEL PROYECTO


El proyecto de ley en informe despachado en primer trámite constitucional por la Honorable Cámara de Diputados está estructurado con 62 artículos permanentes y tres artículos transitorios.


El Título I, normas generales, artículos 1° al 3°, obliga a las autoridades que menciona, Presidente de la República, ministros de Estado, diputados y senadores y demás autoridades y funcionarios que determina esta ley, a declarar y divulgar sus intereses y patrimonio en las condiciones que más adelante señala. Agrega, en un inciso segundo, que esta ley regula, además, los casos en que esas autoridades delegarán la administración de bienes y obligaciones que supongan conflictos de interés, como también las situaciones que imponen enajenar el todo o parte de esos bienes (artículo 1°).


El artículo 2° somete a las autoridades y funcionarios de la Administración a la obligación de respetar irrestrictamente el principio de probidad, que consiste en observar una conducta funcionaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función o cargo, con preminencia del interés general sobre el particular.


Concluye señalando que su inobservancia acarrea las responsabilidades y sanciones que determina esta ley.


El artículo 3° obliga al funcionario público a ajustarse a la Constitución y a la ley en el desempeño de su cargo, con eficiencia, eficacia e imparcialidad, velar por la continuidad del servicio y desempeñar personalmente el cargo. En un inciso segundo proclama el libre acceso a la función pública cumpliendo los requisitos que la Constitución y la ley exijan.


El Título II, conformado con los artículos 4° al 25, dividido en tres párrafos, se refiere a la declaración de intereses de patrimonio.


El párrafo I, “Del contenido de la declaración de intereses y patrimonio”, artículos 4° al 8°, ordena a las autoridades de la Administración efectuar la declaración de intereses y patrimonio de que trata este título. (El inciso primero del artículo 4° menciona al Presidente de la República, ministros de Estado, subsecretarios, intendentes, gobernadores, secretarios regionales ministeriales, jefes de servicio, embajadores, miembros del Consejo de Defensa del Estado, Contralor General de la República, oficiales generales y superiores de las Fuerzas Armadas y de Orden, miembros del Consejo Directivo del Servicio Electoral, miembros del Consejo para la Transparencia, de la Alta Dirección Pública, del Consejo Nacional de Televisión, integrantes de los Paneles de Expertos de las leyes N°s. 19.940 y 20.378, del Panel Técnico de la ley N° 20.410, defensores locales, alcaldes, concejales y consejeros regionales).


Agrega en un inciso segundo -artículo 4°- que esta misma obligación afecta a las demás autoridades y funcionarios de la Administración hasta el nivel de jefe de departamento y a los fiscalizadores cualquiera sea su grado.


En un inciso tercero enuncia como sujetos de la misma obligación a los agentes públicos (así calificados por ley), a los contratados a honorarios que presten asesorías en la Presidencia, ministros y subsecretarios, cuando reciban una remuneración igual o superior al promedio anual de la renta de un jefe de división, incluidas sus asignaciones.


El inciso cuarto adscribe al mismo estatuto a los directivos que representan al Estado en determinadas empresas: sociedades anónimas en que el Estado tenga una participación accionaria que le permita nombrar uno o más directores; sociedades anónimas cuyos gerentes son nombrados por directorios integrados mayoritariamente por directores que representen al Estado, y empresas del Estado cuyos gerentes se encuentren sometidos a la legislación sobre sociedades anónimas.


Finalmente, el inciso quinto de este artículo faculta al Contralor General de la República para exigir a cualquier funcionario la declaración de intereses y patrimonio a que se refiere esta ley, cuando sea necesario para una auditoría o investigación sumaria. Tal obligación deberá cumplirse dentro de los 30 días siguientes al requerimiento.


El artículo 5° regula la forma y el procedimiento a que ha de ajustarse la declaración.


El inciso primero dispone que ésta se efectuará dentro de los 30 días siguientes a la asunción al cargo.


El segundo prescribe que la declaración se actualizará cada dos años o 30 días después de la ocurrencia de un hecho relevante que la modifique. También se actualizará dentro de los 30 días siguientes a la dejación del cargo.


El siguiente inciso -el tercero- dispone que la declaración modificada o actualizada debe incluir la información de la anterior y expresar los motivos de su actualización.


El inciso cuarto remite al reglamento la determinación de los requisitos y modalidades de la declaración, de su actualización y modificación y demás normas para el cumplimiento de esta ley.


El inciso quinto define el hecho relevante como toda modificación significativa en la conformación y valor del patrimonio efectivo del declarante, mediante la cual se adquieren activos o se contratan pasivos equivalentes al 20% o más del patrimonio declarado. También asume tal condición la adquisición de nuevas participaciones societarias, el nombramiento como director de una sociedad, corporación o fundación, y la celebración de contratos con el Estado o sus organismos.


El artículo 6° del proyecto obliga a publicar en el sitio electrónico que determine la Contraloría General de la República, la declaración y sus actualizaciones. Agrega en un inciso segundo que la declaración y sus modificaciones se consideran declaraciones juradas.


El artículo 7° dispone que la declaración contendrá los bienes del cónyuge del declarante cuando medie régimen de sociedad conyugal, con excepción de los que administre la mujer de conformidad con los artículos 150, 166 y 167 del Código Civil.


El artículo 8° señala que la declaración de intereses y patrimonio incluirá las actividades y bienes del declarante que enseguida enuncia, la naturaleza y condición en que aquellas se ejercen (actividades remuneradas, no remuneradas, gremiales o de beneficencia), la situación en que los bienes se encuentran y sus características (avalúo de los inmuebles, fecha de adquisición, hipotecas, embargos, litigios, usufructos y otros gravámenes); inmuebles ubicados en el extranjero; vehículos motorizados; naves y aeronaves; derechos y acciones de cualquier naturaleza en sociedades o empresas chilenas con indicación del giro social y valor en plaza; derechos y acciones en sociedades extranjeras con expresión de las situaciones en que éstas se encuentren (si se transan o no en el mercado) y otras circunstancias que la disposición menciona. También deben incluirse en la declaración los valores del declarante con excepción de los mencionados en el artículo 3° de la ley N° 18.045 (títulos transferibles entendiendo por tales opciones de compra venta de acciones, bonos, debentures, fondos mutuos, títulos de crédito o de inversión), se transen o no en bolsa, en Chile o en el extranjero, incluyendo los emitidos o garantizados por el Estado.


Detalla también este precepto (letra f) del inciso primero) las situaciones en que se puede encontrar el declarante respecto de estos bienes, como por ejemplo, ser controlador de una sociedad en la forma dispuesta por la ley N° 18.045. (Su artículo tercero define al controlador de una sociedad como la persona o grupo de personas con acuerdo de actuación conjunta que directamente o a través de otras personas, jurídicas o naturales, participan en su propiedad y tienen poder para: a) asegurar la mayoría de votos en las juntas de accionistas y elegir a la mayoría de los directores en el caso de sociedades anónimas, asegurar la mayoría de votos en las asambleas o reuniones de sus miembros y designar al administrador o representante legal, o a la mayoría de ellos, en otro tipo de sociedad o b) influir decisivamente en la administración de la sociedad. También, se incluirán en la declaración los inmuebles, derechos y acciones y valores que pertenezcan a dichas sociedades.).


Consigna este precepto en sus literales g) al j), otras situaciones de carácter patrimonial que puedan afectar al declarante y a determinados parientes de éstos.


Por último, este precepto dispone que el funcionario o autoridad obligado a este trámite podrá incluir toda otra posible fuente de conflicto de intereses, distinta a las que precedentemente se han señalado con respecto de este artículo.


El artículo 9°, que forma parte del párrafo 2° del Título II, “De la responsabilidad y sanciones asociadas a las infracciones relativas a la declaración de intereses y patrimonio de las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado”, asigna a los jefes superiores de servicio y a los intendentes la obligación de verificar la oportuna declaración de intereses de sus subordinados (inciso primero), agregando que la infracción a las normas de este párrafo trae aparejada la sanción que determine la ley. La responsabilidad administrativa se determinará con arreglo al estatuto que rija en el respectivo órgano o institución (inciso segundo).


El artículo 10 faculta a la Contraloría General de la República para apercibir al infractor de la obligación de actualizar la declaración de intereses o al que la hace de manera incompleta, para que dentro de veinte días contados desde su notificación por carta certificada practique la actualización o la complemente. Si persiste el incumplimiento, la Contraloría le formulará cargos disponiendo el infractor de veinte días para contestarlos. El término probatorio es de ocho días y la prueba se aprecia en conciencia. Si procede, la Contraloría, mediante resolución fundada, propone al superior del infractor la aplicación de una multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, sanción que se vuelve a aplicar por cada mes adicional de retraso (inciso primero).


En caso de que el incumplimiento persista después del cuarto mes siguiente al apercibimiento, se le suspende la remuneración al infractor. Si la declaración obedece al cese de funciones, la sanción es una multa de treinta a cincuenta unidades tributarias mensuales (inciso segundo).


El inciso tercero ordena dejar constancia del incumplimiento de esta obligación en la hoja de vida del funcionario, y el cuarto eleva a cuarenta y cinco unidades tributarias mensuales por cada mes de incumplimiento la multa a que queda sujeto el funcionario que, habiendo sido destituido, no efectuare la declaración dentro de los treinta días siguientes al cese de funciones.


Los dos incisos finales de este artículo prescriben que las resoluciones que imponen multa o suspensión de funciones son impugnables de conformidad con el artículo 14, y que en los sitios electrónicos del respectivo servicio se publicará el nombre de los infractores.


El artículo 11 castiga con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de su responsabilidad penal, al funcionario que proporcione una información inexacta u omita entregar la requerida.


El artículo 12 atribuye a la Contraloría General de la República la potestad de fiscalizar la integridad y veracidad de la declaración, pudiendo solicitar la información pertinente a las Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras, a la de Valores y Seguros y a la de Pensiones; al Servicio de Impuestos Internos, al Conservador de Bienes Raíces, y al Servicio de Registro Civil, sin que estas instituciones puedan negarse a informar. En tal caso, se extenderá a los fiscalizadores de la Contraloría la obligación de reserva que pesa sobre las instituciones mencionadas.


El artículo 13 faculta a la Contraloría General de la República para sancionar con arreglo a los artículos 10 y 11 a los alcaldes y concejales que no efectúen o actualicen sus declaraciones oportunamente. La sanción se notificará al afectado y al secretario municipal que dará cuenta de ella al concejo. Esta sanción también se incluirá en la cuenta pública y se difundirá a la comunidad de conformidad con el artículo 67 de la ley orgánica municipal.


El artículo 14 permite reclamar a la Corte de Apelaciones respectiva de las sanciones impuestas en virtud de los artículos 10, 11 y 13, dentro de quinto día de notificada la respectiva resolución (inciso primero).


Enseguida, establece el procedimiento ante la Corte de Apelaciones para fallar el reclamo: ésta pedirá informe a la autoridad recurrida la que lo evacuará dentro de los diez días siguientes al requerimiento. Podrá también solicitar informe a la Contraloría General de la República. El conocimiento y fallo del reclamo se ajustará a las normas sobre el recurso de apelación de los incidentes en materia civil.


El artículo 15 -con el que se inicia el párrafo 3° “De la declaración de intereses y patrimonio efectuada por otras autoridades”- dispone que los diputados y senadores, dentro de los 30 días siguientes a la asunción de sus cargos, formularán una declaración jurada de intereses y patrimonio otorgada ante notario y protocolizada por éste. Una copia de la declaración se publicará en el sitio electrónico de la respectiva Corporación.


La declaración se ajustará a los términos de los artículos 5°, 7° y 8° precedentes y su actualización se practicará dentro de los 30 días de ocurrido el hecho que la motive o dentro de los 30 días siguientes a la cesación en el cargo (incisos segundo y tercero).


El inciso cuarto prescribe que el Secretario de cada Cámara, cumplidos los plazos precedentes, publicará en el sitio electrónico respectivo el nombre del parlamentario que no haya efectuado la declaración.


El artículo 16 regula los casos de los parlamentarios que no efectúen la declaración oportunamente, la practiquen de manera incompleta o no la actualicen; y faculta a las respectivas Comisiones de Etica y Transparencia para conocer y aplicar las sanciones que procedan.


Agrega en su inciso segundo que en tales casos (no efectuar oportunamente la declaración, hacerla incompletamente o no actualizarla) la respectiva Comisión de Etica lo apercibirá para practicarla dentro del plazo de 20 días y, en caso de incumplimiento, aplicarle una multa a beneficio fiscal de diez unidades tributarias mensuales que se le descontarán de sus remuneraciones, repitiéndose ésta por cada mes adicional de retardo.


El inciso tercero dispone que el procedimiento podrá iniciarse de oficio por la respectiva Comisión de Etica o por denuncia. La formulación de cargos deberá ser respondida dentro del plazo de 20 días de notificado el presunto incumplidor. El término probatorio será de ocho días y la sentencia se dictará dentro de los diez días siguientes a la fecha de la última diligencia.


Reproduce, también, las normas sobre omisión inexcusable o inclusión de información inexacta a sabiendas que se les puede reprochar a otras autoridades, que se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de las responsabilidades penales a que haya lugar.


El artículo 17 regula la declaración de intereses y patrimonio de los miembros del escalafón primario del Poder Judicial y los de segunda serie del escalafón secundario (desde el Presidente de la Corte Suprema hasta notarios, conservadores y archiveros).


Este personal, dentro de los 30 días siguientes de su asunción al cargo, efectuará tal declaración jurada ante notario. Una copia de la declaración (que habrá sido previamente protocolizada por éste) se publicará en el sitio electrónico del Poder Judicial, y se actualizará dentro de los 30 días siguientes desde el nombramiento en un nuevo cargo o desde el próximo cuatrienio, en su defecto.


Concluye este precepto con las mismas prevenciones de los artículos precedentes respecto del incumplimiento de la obligación de declarar (fuera de oportunidad, declaración incompleta o falta de actualización) y el procedimiento de sanciones. Finalmente, prescribe que las disposiciones de este artículo serán aplicables a los Tribunales Tributarios y Aduaneros regulados por la ley N° 20.322.


Los artículos 18, 19, 20, 21, 22, 23 y 24 establecen similares prescripciones que las ya anotadas en los artículos precedentes, en los casos de que el incumplimiento de practicar una declaración oportunamente, formular una declaración incompleta o no actualizarla, afecte a:


1. El Fiscal Nacional, los fiscales regionales y los fiscales adjuntos (artículos 18 y 19).


2. Los integrantes titulares y suplentes del Tribunal de Contratación Pública y el Ministro de Fe a que se refiere el artículo 23 de la ley N° 19.886 (artículo 20).


3. Los ministros y los suplentes del Tribunal Constitucional (artículo 21).


4. Los integrantes titulares y suplentes del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (artículo 22).


5. Los integrantes del Tribunal Calificador de Elecciones (artículo 23).


6. Los integrantes de los tribunales electorales regionales (artículo 24).


El artículo 25 del proyecto declara que respecto de las infracciones a que se refieren los artículos 21, 22, 23 y 24, el procedimiento se inicia de oficio por el respectivo tribunal o por denuncia de cualquier interesado. Consigna, enseguida, las mismas disposiciones que los artículos precedentes con arreglo a las cuales se regula el procedimiento, el término probatorio y la apreciación de la prueba; y castiga en la forma en que ya se ha dado cuenta la omisión inexcusable o inclusión de información inexacta a sabiendas.


Finalmente, el artículo 26 declara que en los sitios electrónicos del Poder Judicial, del Ministerio Público y de los tribunales a que se refieren los artículos 20 al 24 se publicarán los nombres de los infractores a esta normativa.


El artículo 27, que encabeza el Título III, “Del mandato de administración y la enajenación forzosa”, obliga a las autoridades que menciona este título a constituir un mandato de administración discrecional de cartera de valores, “el mandato”, en los casos y formas que esta ley establece y a enajenar determinados activos en las situaciones que describe.


Previene finalmente que en lo no regulado por esta ley, el mandato se ajustará a las normas generales que regulan el mandato civil.


El artículo 28 define este mandato especial como un contrato en virtud del cual una autoridad, en la forma y en los casos señalados en esta ley, y con el objeto de precaver posibles conflictos de interés, encarga a uno o más terceros autorizados la administración discrecional de valores que integren su patrimonio, por cuenta propia y riesgo del primero.


El artículo 29 distingue dos clases de mandato:


El mandato general (mandato de administración general de cartera) y el mandato diversificado (mandato de administración diversificada de cartera).


Enseguida, en un inciso segundo describe el mandato general como un contrato en virtud del cual una autoridad encarga a uno o a más terceros autorizados la administración amplia y discrecional de sus valores señalados en el artículo 30. Este mandato tiene por finalidad la administración libre de una cartera de inversiones sin proporcionar al mandante ninguna información del destino de los valores entregados en administración, ni el mandante dar ninguna instrucción respecto del destino de sus inversiones.


El inciso siguiente -el tercero- dispone que salvo las situaciones previstas en el artículo 53 (cual se verá, obliga a determinadas autoridades a desprenderse de su participación en empresas respecto de las cuales su poder de decisión pueda afectar esencialmente su funcionamiento), el mandante queda facultado para instruir al mandatario que no enajene el todo o parte de los valores entregados en administración, pero le está prohibido disponer nuevas inversiones en valores que se deban enajenar o entregar en mandato.


El inciso cuarto define el mandato diversificado como un contrato por el que una autoridad encarga a uno o más terceros autorizados la presentación de un plan de liquidación de los valores señalados en el artículo 30. Este mismo inciso orienta la gestión del mandatario estableciendo que los recursos que obtenga de la liquidación deben invertirse cuidando de evitar que el mandante influya en el valor del mandato o reinvertirlos en valores que el mandante esté obligado a enajenar.


Faculta, además, a las Superintendencias de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras para, conjuntamente, dictar normas generales que regulen otras modalidades de mandato de administración de carteras, con el fin de precaver conflictos de interés. Agrega que estos mandatos serán gestionados por cuenta y riesgo del mandante, quedando facultado el mandatario para invertir y enajenar su patrimonio y, finalmente, sujeta a estos mandatos a las mismas reglas sobre prohibiciones de información relativas al mandante y a las prohibiciones de recibir instrucciones al mandatario; y a la fiscalización y procedimiento de reclamación y sanciones consignadas en este título, como también a las disposiciones sobre causales de modificación del mandato dispuestas en el párrafo 4° (artículos 35 y 36).


El último inciso de este precepto permite a la autoridad obligada a constituir el mandato, optar por cualquiera de las modalidades precedentes.


El artículo 30 menciona a las autoridades obligadas a constituir mandato y los bienes sobre los cuales éste recaerá.


De este modo, el inciso primero declara que el Presidente de la República, ministros de Estado, senadores, diputados, consejeros regionales y el Contralor General de la República lo constituirán sobre sus acciones en sociedades anónimas abiertas u opciones de compra venta de éstas; bonos, debentures u otros títulos de capital inscritos en los registros de la Superintendencia de Valores y Seguros o en la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, en su caso. También constituirán mandato sobre las sociedades o entidades en que la autoridad sea controlador o miembro del controlador, de conformidad con el Título XV de la ley N° 18.045.


El inciso segundo de este precepto obliga a constituir mandato a los subsecretarios, intendentes regionales, gobernadores y alcaldes, cuando los valores señalados precedentemente se vinculen con entidades sujetas a su fiscalización o caigan en el ámbito de su competencia.


El párrafo 3° de este capítulo, artículos 31 a 34, contiene normas comunes de aplicación a ambos tipos de mandato.


El artículo 31 dispone que el Presidente de la República y los senadores y diputados constituirán el mandato durante el período que va desde su proclamación hasta su asunción al cargo. Las demás autoridades señaladas en el artículo 30 (Contralor General de la República, subsecretarios, intendentes, gobernadores, consejeros regionales y alcaldes) y los parlamentarios nominados en virtud del artículo 51 de la Constitución (establece la forma de llenar las vacancias de los cargos de diputados y senadores pertenecientes a los partidos políticos) constituirán el mandato dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de toma de posesión del cargo.


Agrega este artículo en el inciso segundo que si durante el ejercicio del cargo del mandante se generan cambios de patrimonio que aumenten el valor de estos bienes, la autoridad constituirá un nuevo mandato dentro de los treinta días siguientes.


El artículo 32 dispone que el mandato se constituye por voluntad de ambos (mandante y mandatario) y se perfecciona por escritura pública.


El artículo 33 consigna las menciones que debe contener el mandato:


1) Individualización de ambos, mandante y mandatario, y la modalidad con que se constituye, identificándose, respecto del mandatario, su representante legal y sus dueños o controladores, en su caso.


2) Un inventario de los bienes que lo conforman y su valor corriente.


3) Instrucciones generales de administración, especialmente en lo que respecta al riesgo y diversificación de las inversiones, prohibiéndose las referencias a inversiones en alguna empresa en particular.


4) Los bienes respecto de los cuales el mandatario puede delegar su administración, con las limitaciones establecidas en el artículo 43.


Agrega este artículo que una copia autorizada de la escritura de constitución se entregará a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, y a la Contraloría General de la República. Si la autoridad obligada es el Contralor, la copia se registrará en la Cámara de Diputados.


Finalmente, esta norma previene que una copia de la escritura y la declaración jurada a que alude el artículo 40 se publicarán en el sitio electrónico de la institución donde se desempeñe el mandante. De igual forma se publicarán las modificaciones de los valores que recaigan en el mandato.


El artículo 34 autoriza a los mandantes para designar uno o más mandatarios.


El artículo 35, que encabeza el párrafo N° 5, sobre modificaciones al mandato, faculta al mandante para hacerla una vez al año informando al efecto a la Contraloría General de la República (o a la Cámara de Diputados en el caso del Contralor), dentro de los dos días siguientes a la fecha de la modificación.


El inciso segundo de este artículo declara que las modificaciones sólo se referirán a las instrucciones generales incluidas en el mandato y éstas se ajustarán a las solemnidades indicadas en el artículo 33.


El artículo 36 precisa que tratándose de las instrucciones a que se refiere el N° 3 del artículo 33, (instrucciones generales, en especial en lo relativo al riesgo y diversificación de las inversiones con prohibición de efectuarlas en una determinada empresa en particular), el mandante podrá, una vez al año, ante cambios del mercado que hagan gravoso su patrimonio, instruir al mandatario para que modifique sus inversiones, informando a la Superintendencia correspondiente con el fin de que ésta se pronuncie sobre su procedencia. Estas modificaciones estarán sujetas a las mismas solemnidades que las del artículo precedente.


El artículo 37 legisla acerca de las obligaciones y prohibiciones del mandante. Al efecto, este artículo prohíbe al mandante, directa o indirectamente, comunicarse con el mandatario para instruirlo sobre la forma de administrar el patrimonio afecto al mandato, sin perjuicio de las excepciones que considera esta ley.


El artículo 38, que encabeza el párrafo sobre obligaciones y prohibiciones del mandatario (artículos 38 al 48), limita el ejercicio de mandatario a las siguientes personas jurídicas inscritas en los registros a que se refiere el artículo 39:


a) Corredores de bolsa; agentes de valores; administradoras generales de fondos, de fondos mutuos y de fondos de inversión, sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros.


b) Empresas bancarias, con excepción de los bancos extranjeros autorizados sólo para mantener oficinas de representación o actuar como agentes de negocios de sus matrices.


c) Entidades extranjeras autorizadas para administrar activos de terceros, que cumplan con la fianza de garantía a que alude el artículo 39, y que respondan, además, a los estándares de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo que determine el reglamento, todo lo cual se acreditará ante la Superintendencia de Valores y Seguros o de Bancos e Instituciones Financieras, según sea el caso. También habrán de designar un apoderado en Chile con las facultades que dicten las Superintendencias mencionadas.


El artículo 39 declara que ambas Superintendencias llevarán separadamente un registro especial de administración de mandato en el que se inscribirán las entidades que actuarán como mandatarios. Estos registros serán púbicos y se difundirán por el sitio electrónico de la respectiva Superintendencia.


El inciso segundo de este artículo faculta a ambas Superintendencias para, conjuntamente, disponer los antecedentes e información que acompañarán las entidades a su solicitud de inscripción en el registro.


Además, y para garantizar el cumplimiento del mandato, el inciso tercero previene que los mandatarios constituirán una caución o garantía irrevocable, pagadera a la vista y a beneficio fiscal, al momento de celebrar el primer contrato de mandato, equivalente al 10% del valor del patrimonio que se entrega en administración, con un tope de 1000 unidades tributarias mensuales.


El artículo 40 prohíbe al mandante designar como mandatario a una entidad que haya tenido o tenga participación accionaria o patrimonial en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045 (enumera las personas y entidades relacionadas con sociedades) durante el año anterior a su designación, y a las entidades cuyos directores y garantes tengan relación de parentesco con el mandante o su cónyuge.


Agrega que antes o simultáneamente con la suscripción del mandato, ambos, mandante y mandatario, formularán una declaración jurada indicando que conocen las situaciones que prevé este artículo y que no tienen las vinculaciones que dan lugar a la prohibición.


El artículo 41 exige como requisito de ejercicio del mandato que el mandatario sea o tenga independencia en los términos del artículo precedente, y si pierde tal condición deberá informar a la Superintendencia que corresponda y al mandante una vez que haya sido autorizado por ésta para hacerlo. El incumplimiento de está norma se sanciona en la forma dispuesta en el artículo 57.


El artículo 42 prohíbe al mandatario delegar el encargo, pero lo autoriza para encomendar la gestión de negocios específicos a terceros bajo su responsabilidad en caso de que haya sido autorizado por el mandante en la escritura de constitución.


También prohíbe al mandatario delegar negocios específicos en personas cuya vinculación con el mandante afecte su independencia.


El artículo 43 prohíbe al mandatario divulgar información que permita al público o al mandante enterarse del estado de sus inversiones, so pena de incurrir en la sanción prevista en el artículo 57.


El artículo 44 obliga al mandatario a proporcionar al mandante los antecedentes necesarios para que éste cumpla sus obligaciones tributarias derivadas de los bienes a que se refiere el artículo 30 (acciones, bonos, valores de entidades en que el mandante sea controlador, fiscalizador o se vinculen con su competencia), precisando que este obligación de informar pesa con mayor rigurosidad si se trata de rentas exentas o no afectas, pero cuidando que no se vulneren los artículos 43 y 47 (prohibición de divulgar al público o al mandate información acerca del estado de las inversiones de este último o informar al mandante acerca del destino de su patrimonio o solicitarle instrucciones sobre la forma de administrarlo).


Declara finalmente, en el inciso tercero, que los gastos de remuneración del mandatario constituyen gasto necesario para producir la renta del mandante e impone al Servicio de Impuestos Internos la obligación de dictar circulares y oficios para la interpretación de este artículo.


El artículo 45 obliga al mandatario a proveer de fondos al mandante con cargo al patrimonio objeto del mandato cada vez que lo solicite, pero prohíbe a este último indicar la forma de obtenerlos ni al mandatario informar su fuente específica.


En su inciso segundo, también prohíbe al mandante invertir los fondos obtenidos con cargo a este artículo en bienes sujetos a la obligación de constituir un nuevo mandato o practicar una enajenación.


El artículo 46 obliga al mandatario a entregar al mandante y a la correspondiente Superintendencia una memoria anual, reservada, acerca de la situación del patrimonio administrado y un estado general de ganancias y pérdidas, siendo de cargo de las mencionadas Superintendencias establecer de consuno el contenido mínimo de la memoria y la forma de su presentación.


El artículo 47 contiene dos prohibiciones. La primera pesa sobre el mandatario y consiste en impedirle comunicarse con el mandante para informarle sobre su patrimonio o solicitarle instrucciones sobre cómo administrarlo; tampoco podrá comunicarse con las personas relacionadas con el mandante o que tengan interés en el mandato. La segunda afecta al mandante, quien no podrá exigir rendición de cuentas al mandatario mientras dure el encargo.


Todo lo cual se sanciona conforme al artículo 57 del proyecto.


No obstante, prescribe el inciso final de este artículo, podrán comunicarse por escrito ambos, mandante y mandatario, previa aprobación de la Superintendencia que corresponda, respecto de asuntos globales del mandato, giros a beneficio del mandante, independencia del mandatario (pérdida), declaración y pago de impuestos y modificación de las instrucciones del mandato.


El artículo 48 declara que la remuneración del mandatario será determinada por ambos al momento de constituir el encargo.


El artículo 49 prevé que se debe abonar al mandatario los gastos en que incurra en razón del mandato, los que serán solventados con cargo a los recursos que administra conforme a las normas que al efecto se fijen en el mandato.


El artículo 50, el primero del párrafo 7°, sobre el término del mandato y restitución de los bienes al mandante, enuncia nueve causales de terminación del mandato: cesación de la función del mandante que lo motivó; revocación del encargo por el mandante; renuncia del mandatario; muerte del mandante o disolución del mandatario; quiebra o insolvencia del mandante; quiebra, insolvencia o liquidación forzosa del mandatario; pérdida de independencia del mandatario; suspensión del mandatario por haber incurrido en alguna de las conductas a que se refieren los artículos 41, 43 ó 47, y cancelación de la inscripción del mandatario en el registro especial del artículo 39.


El artículo 51 regula las situaciones del mandato afectado por alguna causal de terminación.


En su inciso primero preceptúa que si éste termina por renuncia o pérdida de independencia del mandatario, y previa rendición de cuentas, éste entregará al mandante el patrimonio encomendado, en la fecha convenida o tan pronto sea posible.


El inciso segundo dispone que en caso de muerte del mandante, el mandatario se entenderá con sus herederos para los efectos del inciso anterior.


Si la causal fuere la disolución del mandatario, la obligación de entregar el patrimonio y rendición de cuentas será cumplida por los liquidadores.


El inciso siguiente -el cuarto- establece que cuando la causal invocada es la quiebra del mandatario, sus obligaciones serán asumidas por el síndico hasta la designación de un nuevo mandatario.


Este artículo concluye con dos normas cautelares:


La primera expresa que el mandatario que expira en sus funciones o sus representantes continuarán hasta la designación de un nuevo mandatario, y serán responsables de su gestión por la conservación del patrimonio encomendado y por el cumplimiento de todas las obligaciones propias de su cargo.


La segunda se refiere a la rendición de cuentas. Declara que ésta será pública, entregando al reglamento la regulación del procedimiento para efectuarla.


El artículo 52 declara que al término del mandato el mandante habrá de cumplir todas las obligaciones asumidas por el mandatario.


El artículo 53 se ocupa de las enajenaciones a que están obligadas determinadas autoridades en razón de sus cargos.


En su inciso primero menciona al Presidente de la República, diputados, senadores y al Contralor General de la República, respecto de su participación en empresas proveedoras de bienes y servicios al Estado, siempre que cumplan las condiciones que la norma describe (que los contratos excedan de cien mil unidades de fomento y la participación de la autoridad supere el 5% del capital de la empresa) y las empresas que prestan servicios sujetos a tarifas o que exploten concesiones de televisión de libre recepción y otras concesiones cuando su participación sea igual o superior al 5% del capital social y sus contratos excedan de cien mil unidades de fomento.


El inciso segundo de este precepto incluye en la obligación de enajenar o renunciar a los ministros de Estado su participación en las empresas prestadoras de bienes o servicios al Estado en las condiciones a que nos hemos referido precedentemente y en las empresas sujetas a tarifa regulada vinculadas con su competencia.


El inciso tercero declara que sobre los subsecretarios e intendentes también pesa  esta obligación de enajenar (o renunciar) su participación en empresas sujetas a tarifa regulada, vinculadas en el ámbito de su competencia.


Enseguida -inciso cuarto- el precepto obliga a los superintendentes e intendentes de superintendencias y a los jefes de servicios descentralizados a enajenar (o renunciar) su participación en la propiedad de las empresas sujetas a su fiscalización, en tanto que el inciso quinto considera en esta categoría a los alcaldes respecto de su participación en entidades con contratos vigentes con el municipio en materia de aseo y ornato o que exploten concesiones municipales.


A continuación, este precepto obliga a enajenar (o renunciar) a las participaciones mencionadas cuando sus titulares sean comunidades o sociedades que conformen un grupo empresarial en que la autoridad obligada sea controlador o miembro del controlador.


En un inciso siguiente, esta norma regula la forma cómo se practica la enajenación o renuncia: dentro de los ciento veinte días contados desde la fecha del nombramiento o de la asunción al cargo o de la fecha en que la autoridad obligada o la empresa adquiera alguna de esas condiciones. Le queda prohibido a la autoridad obligada invertir el producto de la enajenación en bienes susceptibles de la misma obligación de enajenar.


Los tres últimos incisos de este precepto se refieren a la sanción por incumplimiento de esta obligación (se castiga en la forma dispuesta en el artículo 56, según se verá); enseguida, disponen que serán aplicables a la enajenación o renuncia las normas tributarias que correspondan y, por último, liberan de responsabilidad por renuncia intempestiva al socio obligado a enajenar o renunciar.


El artículo 54 encarga a las Superintendencias de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, en su caso, velar porque los mandatarios cumplan con las normas de esta ley, y a la Contraloría General de la República para que las autoridades obligadas también lo hagan. En el caso de los diputados y senadores tal responsabilidad recae en la respectiva Comisión de Etica y Transparencia Parlamentaria, y en el del Contralor, en la Cámara de Diputados.


El artículo 55 prohíbe al mandatario negar la información solicitada por la Superintendencia de Valores y Seguros o por la de Bancos e Instituciones Financieras, so pena de incurrir en multa de hasta trescientos unidades tributarias mensuales.


El artículo 56 dispone que transcurrido el plazo para practicar la enajenación o para constituir el mandato (artículos 53 y 31, respectivamente) sin que la autoridad obligada lo haya hecho, la Contraloría lo notificará de tal circunstancia, tras lo cual el infractor dispondrá de diez días para enmendar la omisión. Si así no lo hace queda incurso en multa de hasta trescientos unidades tributarias mensuales (inciso primero).


El inciso segundo de este artículo previene que este incumplimiento, además, puede ser considerado como falta grave al principio de probidad administrativa, por lo que la Contraloría instruirá el correspondiente sumario. En el caso del Presidente de la República y de los ministros de Estado, la Contraloría informará a la Cámara de Diputados y en el del Contralor será también esa Corporación la encargada de verificar la infracción.


El artículo 57 declara que la infracción al artículo 37 (la autoridad que haya constituido el mandato no puede comunicarse con el mandatario para instruirlo acerca de la forma de administrar el encargo) se sanciona con multa de hasta mil unidades tributarias mensuales atendida su gravedad. Además, la infracción puede ser considerada falta grave a la probidad administrativa, procediéndose en tal caso en la forma dispuesta por los incisos segundo y tercero del artículo anterior (sumario o información a la Cámara de Diputados en el caso del Presidente de la República, ministros de Estado y Contralor).


Finalmente, este precepto -inciso tercero- sanciona el incumplimiento del mandatario a las normas de los artículos 41, 43 y 47 (debe mantener su calidad de independiente; le queda prohibido divulgar información al público sobre el estado de las inversiones sujetas al encargo y le está vedado comunicarse con el mandante para informarlo o pedirle instrucciones sobre la forma de administrar el mandato) con multa de hasta mil unidades tributarias mensuales y cancelación por un año de su inscripción para operar como mandatario.


El artículo 58 faculta a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, para aplicar las multas de esta ley a los mandatarios y a sus directores, gerentes, o dependientes o liquidadores.


Los incisos segundo y tercero señalan el estatuto a que se ajustará el procedimiento sancionatorio. (El de la Superintendencia de Valores al Título III del decreto ley N° 3.538 y el de la Superintendencia de Bancos, al párrafo 3 del Título I de la Ley General de Bancos).


El inciso siguiente de este artículo -el cuarto- castiga las reincidencias hasta con el doble de las multas aplicables, considerándose como tal una nueva infracción a cualquier disposición de esta ley. Si el reincidente es el mandatario se le cancelará su inscripción en el registro.


Agrega que las sanciones serán impuestas por la Contraloría General de la República conforme a su ley orgánica y que será legislación supletoria de ésta la ley N° 19.880, sobre bases de los procedimientos administrativos.


El artículo 59 admite una acción de reclamación en contra de las sanciones de este Capítulo (Capítulo 4°, artículos 54 y siguientes del proyecto), ante la Corte de Apelaciones de Santiago, que se deduce dentro de quinto día de notificada la respectiva resolución.


El inciso segundo regula el procedimiento de la reclamación: la Corte pedirá informe a la autoridad recurrida, la que lo evacuará dentro de décimo día de requerida. Se aplicarán a estos procedimientos las reglas para las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo. La reclamación será fundada y se adjuntarán a ellas los antecedentes probatorios que le den fundamento.


Agrega en un inciso final que si el reclamante es alguna de las instituciones regidas por la Ley General de Bancos, el procedimiento se ajustará a los artículos 22 y 23 de esa ley.


(Estos preceptos señalan que corresponde a la Superintendencia de Bancos imponer las multas administrativas, establecer el procedimiento para aplicarlas y reconocen una acción de reclamación ante la Corte de Apelaciones; además, disponen que las multas prescribirán en el plazo de tres años contados desde el término de la infracción, aumentándose dicho término a seis años si mediare dolo).


El artículo 60 del proyecto agrega un inciso final al artículo 101 de la ley sobre impuesto a la renta (ordena a las personas obligadas a retener el impuesto, entre ellas los bancos e instituciones financieras, a proporcionar al Servicio de Impuestos Internos determinada información relacionada con las personas a las cuales hayan cursado pagos que motivaron la retención) que establece que a los mandatarios se les aplicarán las obligaciones impuestas a los retenedores respecto de las rentas que provengan de los bienes dados en administración, por plazo y en la forma que establezca el Servicio.


El artículo 61 propone diversas enmiendas a la ley N° 18.840, orgánica constitucional del Banco Central.


Mediante la primera, introduce dos modificaciones al artículo 14:


1) Suprime la norma del inciso primero de este artículo que permite a los consejeros del Banco Central desempeñar funciones en corporaciones o fundaciones, públicas o privadas, que no persigan fines de lucro, siempre que no perciban remuneración.


2) Reemplaza su inciso final 14 por otros tres que:


El primero: obliga a los consejeros, al asumir sus cargos, a formular una declaración jurada de no estar afectos a las incompatibilidades establecidas en este artículo. Igual declaración practicarán al dejar el cargo.


El segundo: exige a estos consejeros la declaración jurada de intereses y patrimonio a que se refieren los artículos 5°, 7° y 8° de la Ley sobre Probidad en la Función Pública y de Prevención de los Conflictos de Interés (esta ley). La misma exigencia afecta al Fiscal, al Revisor General y al resto del personal del Banco que tenga el carácter de empleados superiores y al ministro de fe de las actuaciones del Consejo.


El tercero: establece el procedimiento y plazos para formular la declaración y su actualización.


3) Incorpora un nuevo artículo 14 bis, pasando el actual a ser artículo 14 ter.


El precepto intercalado sanciona al obligado a la declaración que no la hace oportunamente, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo. Será advertido para que rectifique dentro del plazo de veinte días bajo apercibimiento de multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, impuesta por el Consejo y reiterable por cada mes de retardo.


El inciso segundo de este precepto consigna el procedimiento sancionatorio: el ministro de fe del Banco pone los antecedentes en conocimiento del Consejo, el que formula los cargos que serán respondidos por el afectado dentro de diez días hábiles. Podrá abrirse un término probatorio de ocho días. La prueba se aprecia en conciencia.


El inciso tercero establece una acción de reclamación de la multa que el Consejo imponga al afectado, que se ajustará al procedimiento del artículo 69 (ley del Banco, que autoriza interponer recurso de reclamación en contra de los acuerdos del Consejo ante la Corte de Apelaciones de Santiago).


El inciso final de este nuevo precepto sanciona la omisión inexcusable o la inclusión de información inexacta a sabiendas. En el caso de los consejeros, la sanción se ajustará a las prescripciones del artículo 15 (ley del Banco que establece un procedimiento ante la Corte de Apelaciones de Santiago para dar curso a las acusaciones que se entablen en contra de los consejeros por conductas abusivas o por obtener para sí o para terceros beneficios directos o indirectos).


En el caso de los demás declarantes, las sanciones y medidas que correspondan las adoptará el Consejo.


4) Agrega un artículo 14 quáter, nuevo, que obliga a los consejeros cuyo patrimonio esté conformado por bonos u otras inversiones de renta fija emitidos por empresas bancarias o acciones o inversiones de otras instituciones sujetas a la supervisión de la Superintendencia de Bancos, a constituir el mandato de administración discrecional de cartera de valores a que se refiere la Ley sobre Probidad en la Función Pública y de Prevención de los Conflictos de Interés (esta ley), dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de asunción de sus cargos.


Al igual que en situaciones precedentes, consigna enseguida -incisos segundo y tercero- las modalidades de constitución y actualización del mandato: copia de la escritura se publica en el sitio electrónico del Banco y otra copia se remite al ministro de fe del Banco para su custodia.


En su inciso cuarto, este precepto sujeta a los consejeros a la obligación de enajenar o renunciar a su participación en la propiedad de empresas proveedoras de servicios al Banco cuyos contratos anuales superen las cien mil unidades de fomento, siempre que su participación exceda de 5% del capital de la empresa. La misma exigencia procederá respecto de entidades sujetas a la autorización, licencia, permiso o informe previo del Banco que incida en su funcionamiento. El producto de la enajenación no puede invertirse en bienes sujetos, a su vez, a la obligación de enajenar.


Consigna, en un inciso siguiente, que también deberá enajenarse la participación de los consejeros en entidades que conformen grupos empresariales, en los mismos términos de que hemos dado cuenta en otros acápites de este informe y, finalmente, este precepto obliga a enajenar cualquier participación que los consejeros adquieran y que reúna las condiciones de los incisos precedentes.


5) Enseguida, en el marco de las modificaciones a la normativa del Banco Central, este artículo 61 del proyecto sustituye en el artículo 15 (ley del Banco que se refiere -inciso primero- a las acusaciones que se pueden entablar ante la Corte de Apelaciones de Santiago por conductas abusivas que impliquen beneficios para sí o para terceros de los consejeros) su inciso segundo por otro que dispone que la misma acusación se puede entablar en contra de los consejeros que omitan inexcusablemente o incluyan a sabiendas información inexacta en su declaración de incompatibilidades o de intereses y patrimonio, o no cumplan la obligación de constituir el mandato de administración discrecional de cartera de valores o de enajenar sus acciones o renunciar a su participación social.


6) A continuación, el artículo 61 del proyecto deroga la letra b) del artículo 23 de la ley orgánica del Banco, que atribuye al vicepresidente la condición de ministro de fe y depositario de las declaraciones a que se refiere el inciso final del artículo 14 (ley del Banco, que obliga a los consejeros, antes de asumir, a declarar su estado de situación patrimonial; las actividades profesionales y económicas en que participen y las incompatibilidades que les pueden afectar).


7) Por último, este artículo 61 del proyecto incorpora a la ley del Banco un artículo 10 transitorio, nuevo, que obliga a los actuales consejeros a constituir el mandato de administración discrecional de cartera de valores (artículo 14 quáter precedente) dentro del mismo plazo previsto para las demás autoridades sujetas a la Ley sobre Probidad en la Función Pública y de Prevención de los Conflictos de Interés (esta ley).


El artículo 62 en informe, el último del articulado permanente del proyecto, deroga normas de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado; de la Ley Orgánica del Congreso Nacional; del Código Orgánico de Tribunales; de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional; de la Ley Orgánica del Ministerio Público; de la Ley Orgánica del Tribunal Calificador de Elecciones y de la Ley sobre Tribunales Regionales, y del decreto ley N° 211, de 1973, sobre libre competencia en los mercados.


Por lo que hace a la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración, el proyecto deroga el párrafo 3° “De la declaración de intereses y patrimonio” y los artículos 65, 66 y 68 del Título III “De la Probidad Administrativa”, disposiciones que tratan acerca de la declaración de intereses y patrimonio a que están sujetas la autoridades a que también se refiere este proyecto de ley y el régimen sancionatorio en caso de incumplimiento.


En relación con la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, el proyecto deja sin efecto los artículos 5° C; 5° D; y 5° E del Título I, sobre “Disposiciones Generales”, que se refieren a la obligación de diputados y senadores de efectuar una declaración jurada de intereses y una declaración jurada de patrimonio.


Respecto del Código Orgánico de Tribunales, el proyecto elimina los artículos 323 bis y 323 bis A, que ordenan a los miembros del escalafón primario y a los de segunda serie del escalafón secundario (notarios, conservadores y archiveros estos últimos) efectuar una declaración jurada de intereses y otra de patrimonio.


También el proyecto suprime el artículo 17 del D.F.L N° 5, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2010, que fijó el texto actualizado de la Ley Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional, que obliga a los ministros y suplentes de ese Tribunal a efectuar una declaración jurada de patrimonio en los términos de la Ley de Bases de la Administración del Estado.


Enseguida, el proyecto deroga los artículos 9°, 9° ter y 47 de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, que se refieren a las mismas materias que los preceptos de los cuerpos legales precedentes. En este caso, los citados artículos obligan al Fiscal Nacional, a los fiscales regionales y a los fiscales adjuntos efectuar las mencionadas declaraciones de intereses y de patrimonio.


El siguiente texto legal objeto del mismo tratamiento que los anteriores es el decreto ley N° 211, de 1973, cuyo texto actualizado es el D.F.L N° 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción (ley de libre competencia de mercados), cuyo artículo 9° bis somete a la obligación de suscribir la declaración jurada de patrimonio regulada en la Ley Orgánica de Bases de la Administración, a los integrantes titulares y suplentes del Tribunal de la Defensa de la Libre Competencia.


Finalmente, quedan suprimidos los artículos 6° bis, de la Ley Orgánica Constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones, y 7° bis, de la Ley sobre Tribunales Regionales que, respectivamente, preceptúan que los integrantes del Tribunal Calificador de Elecciones y de los tribunales electorales regionales efectuarán una declaración jurada de patrimonio en los términos de las normas pertinentes de la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado.

Artículos transitorios


Cual se señaló al iniciarse la descripción del articulado, el proyecto está conformado con tres normas transitorias.


La primera dispone que el reglamento de esta ley se dictará dentro del plazo de noventa días contados desde la publicación de la misma; y que ésta regirá tres meses después de la dictación de aquél.


La segunda establece que las autoridades obligadas en virtud de esta ley se adecuarán a sus términos dentro del plazo de tres meses contados desde su entrada en vigencia.


La tercera preceptúa que desde la entrada en vigencia de esta ley, las referencias a otros cuerpos legales en lo relativo a la obligación de suscribir declaraciones de intereses y de patrimonio, se entenderán hechas a esta ley.

V. DISCUSIÓN EN GENERAL


En sesión de 15 de enero del año en curso, la Comisión escuchó los planteamientos del Fiscal del Banco Central, señor Miguel Angel Nacrur, y del Presidente del Consejo para la Transparencia, señor Alejandro Ferreiro, acerca de este proyecto de ley, quienes, además de sus presentaciones sobre los aspectos generales del proyecto de ley, formularon propuestas de enmiendas al texto de la iniciativa, que serán consideradas en la discusión particular de esta.


Ambos documentos se encuentran a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

- - -


El Fiscal del Banco Central de Chile, señor Miguel Angel Nacrur, explicó que su exposición se referirá específicamente a los aspectos contenidos en el artículo 61 de la iniciativa en informe, que modifica la ley orgánica constitucional del Banco Central. Al respecto, consideró que la modificación a la que hizo alusión (aprobada por la Honorable Cámara de Diputados) tiene por objeto modificar y complementar las normas sobre dirección y administración superior del Banco, en lo que dice relación con el régimen legal especial aplicable a sus consejeros en materia de prohibiciones, conflictos de interés e inhabilidades e incompatibilidades.


En lo que se refiere al Banco Central de Chile, continuó, en el proyecto se han incluido los planteamientos que en su momento hiciera el Banco Central, puesto que se optó por modificar la ley orgánica respectiva para incorporar las obligaciones que se imponen a los consejeros y a personas que ejercen otros cargos relevantes en términos equivalentes, resguardando con ello lo previsto en el artículo 8° y en los artículos 108 y 109 de la Constitución, respecto de la publicidad de los actos del Estado y de la independencia del Banco Central.


Agregó que las principales modificaciones que se introducen a la ley orgánica del Banco Central son las siguientes:


a) Se suprime en el inciso primero del artículo 14 la posibilidad que otorga la legislación actual para que los consejeros puedan desempeñar funciones en corporaciones o fundaciones, públicas o privadas, que no persigan fines de lucro, siempre que por ellas no perciban remuneración. En este aspecto, hizo presente que el Banco Central de Chile, junto con plantear su opinión ante la Honorable Cámara, en el primer trámite constitucional de este proyecto de ley, solicitó expresamente que se analizara nuevamente esta materia, que fue incorporada al proyecto con motivo de una indicación formulada por el Honorable Diputado señor Marcelo Schilling durante el estudio del proyecto en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de esa Corporación. En todo caso, por tratarse de una situación particular relativa al régimen de incompatibilidad dispuesto para los consejeros del Banco, se hará referencia a ella una vez analizados los aspectos centrales del proyecto.


b) Además se sustituye el inciso final del artículo 14 de la ley orgánica del Banco, con la finalidad de establecer la obligación de los consejeros de efectuar y actualizar la declaración jurada de intereses y patrimonio a que dicho precepto se refiere, en términos similares a las autoridades obligadas a prestar idéntica declaración de conformidad con los artículos 5°, 7° y 8° del proyecto.


c) Con este mismo propósito, se incorpora también en la legislación institucional un artículo 14 bis, nuevo, pasando el actual a ser 14 ter, que consigna un procedimiento de sanción en caso de incumplimiento de la obligación antes señalada, estableciéndose una multa al infractor a beneficio fiscal que deberá ser impuesta por el Consejo del Banco.


d) Por otra parte, se agrega a dicha legislación un nuevo artículo 14 quáter, en virtud del cual se hace extensiva a los consejeros de Instituto Emisor tanto la obligación de constituir el mandato de administración discrecional de cartera de valores, como la de enajenar ciertos bienes que forman parte de su patrimonio, de manera coherente con los principios generales que en esta materia se establecen en el referido proyecto de ley respecto de las otras autoridades públicas sujetas a dicha preceptiva.


e) Coherente con ello, esta iniciativa legal modifica también el artículo 15 de la legislación orgánica constitucional que rige al Banco, con el propósito de extender a los consejeros, en caso de incumplimiento de las referidas obligaciones de constituir el mandato de administración discrecional de cartera de valores y de enajenar determinados bienes que se incorporen a su patrimonio, la aplicación del régimen de remoción judicial que afecta al consejero que incluya datos inexactos o incurra en una omisión inexcusable de información relevante en la declaración jurada que debe efectuar, referida a su estado de situación patrimonial, las actividades profesionales y económicas en que participe, y la circunstancia de no afectarle las incompatibilidades a que dicha norma se refiere.


Precisó que el procedimiento de destitución antedicho rige también en el caso del consejero que asuma conductas que impliquen un abuso de tal entidad o trasgreda las normas sobre conflicto de interés previstas en el artículo 13 de la legislación institucional.

- - -


El Presidente del Consejo para la Transparencia, señor Alejandro Ferreiro, expresó que las observaciones que realizará al proyecto de ley en informe están basadas en el principio constitucional de la transparencia de los actos públicos consignada en el artículo 8° de la Constitución Política. En particular, los instrumentos regulados en esta iniciativa (declaraciones de intereses y de patrimonio, mandato de administración y obligación de enajenar) sólo cobran valor cuando son accesibles por la ciudadanía y puede ser objeto de control social.


Respecto de los aspectos generales del proyecto, señaló que la denominación del mismo trata sobre “la probidad en la función pública”, materia que se encuentra tratada en la ley N° 18.575, orgánica constitucional de bases generales de la Administración del Estado, razón por la cual estimó que sería conveniente establecer que esta iniciativa constituye el desarrollo sistemático del principio de probidad administrativa consagrado, con carácter general, en la mencionada ley de bases.


Enseguida, expresó que el contenido del proyecto puede resumirse en los siguientes tres aspectos:


Uno) La declaración de patrimonio e intereses.


Dos) El mandato de administración.


Tres) La obligación de enajenar.


No existe referencia a lo que denominó “la puerta giratoria”, expresión que alude al hecho de que funcionarios públicos que legislan o fiscalizan una determinada materia económica o regulatoria, suelen pasar, una vez fuera del servicio público, a trabajar para empresas privadas de esas áreas. Sobre este asunto, sugirió profundizar la norma del inciso final del artículo 56 de la ley N° 18.575, que dispone la incompatibilidad de las actividades de las ex autoridades o ex funcionarios de una institución fiscalizadora que impliquen una relación laboral con entidades del sector privado sujetas a fiscalización de ese organismo. Dicha incompatibilidad se mantendrá hasta seis meses después de haber expirado en funciones. Una opción dice relación con la ampliación de los sujetos obligados por la norma y de los plazos de vacancia, puesto que muchas entidades, sin tener la calidad de fiscalizadoras, regulan, directa o indirectamente, ámbitos privados. Del mismo modo, podrían incorporarse normas sobre los efectos propios de una prohibición de esta naturaleza, fundamentalmente asociados al derecho que tendría una persona que deja un cargo público de percibir total o parcialmente su remuneración, en compensación por la limitación de su campo de empleo.


Respecto del principio de transparencia activa y la función del Consejo para la Transparencia, observó que pueden agregarse enmiendas respecto de las materias que son competencia de dicho Consejo, basadas no sólo en el principio aludido, sino que, además, en el fomento del control social que debe existir en estas materias. De esta manera, propuso incorporar un artículo nuevo del siguiente tenor:


“A las obligaciones contempladas en la presente ley, de publicar en el respectivo sitio web del organismo de la Administración del Estado al que pertenece el sujeto obligado a hacer declaración de intereses y patrimonio, constituir mandato de administración o enajenar sus activos, les serán aplicables las exigencias establecidas en el artículo 7° de la ley de transparencia de la función pública y acceso a la información de la Administración del Estado, aprobada por el artículo primero de la ley N° 20.285, y será competente para conocer de su incumplimiento el Consejo para la Transparencia. Lo anterior es sin perjuicio de las atribuciones de la Contraloría General de la República respecto del cumplimiento de las obligaciones que rigen a los funcionarios y demás autoridades.”.


Se refirió a continuación a las obligaciones del mandante para la administración discrecional de cartera, que dice relación con el mecanismo que permite a una persona que ejercer un cargo de alta autoridad pública ceder la administración de su patrimonio a un tercero independiente, sin tener la opción de conocer el manejo posterior de sus bienes por parte del mandatario, creándose un virtual “muro” entre la autoridad pública y su patrimonio, con el objeto de evitar cualquier conflicto de interés en las decisiones que debe adoptar en el ejercicio de su cargo. Es decir, es la autoridad la que ha de cesar en la administración y de abstenerse de dar instrucciones o requerir información relativa al manejo que se tenga de los valores consignados en el presente proyecto de ley. Sin perjuicio de lo anterior, la carga de la obligación está en el mandatario (prohibiciones y deberes de éste), por lo que se sugiere se consideren exigencias legales respecto del mandante que le inhiban de intervenir en la administración de sus bienes.

- - -


A la sesión que se celebró el 13 de enero de 2013, concurrió a la Comisión el asesor del Centro Democracia y Comunidad, abogado señor Jorge Claissac, quien, al igual que los precedentes expositores, formuló sus planteamientos y entregó una minuta que incluye observaciones y propuestas de enmienda al articulado del proyecto, documento que está en la Secretaría de la Comisión a disposición de los señores Senadores.


Al iniciar su exposición, el señor Claissac recordó que la probidad en la función pública es, junto a la transparencia, un elemento central del régimen democrático, y así se ha sido reconociendo en el mundo entero. Esta preocupación de la autoridad pública no es nueva, pues hace ya casi dos décadas, el entonces Presidente Eduardo Frei Ruiz-

Tagle designó una comisión sobre ética pública, que formuló recomendaciones que se tradujeron en importantes cambios legislativos.

Las primeras normas regulatorias del principio de probidad y la llamada Ley de Transparencia fueron aprobadas por el Congreso Nacional e incorporadas en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

Un paso más importante todavía, fue la elevación a rango constitucional del principio de probidad, en la reforma constitucional de 2005, como también la reforma del año 2010, que representó también un paso trascendente en la consolidación de la probidad y la transparencia en los órganos del Estado.

Ahora bien, la regulación del mandato de administración, al que en su origen se denominó “fideicomiso ciego”, ha sido una cuestión largamente debatida. En el gobierno de la Presidenta señora Michelle Bachelet, se planteó la necesidad de establecer estos mandatos –o la enajenación, en su caso- en función de la cuantía del patrimonio de la autoridad obligada. En enero de 2010, agregó, el gobierno sustituyó su proyecto por otro en el que ya no era la cuantía del patrimonio la variable a considerar, sino la eventual existencia de conflictos de interés para la autoridad obligada por la relación existente entre sus activos y sus facultades legales. En junio de ese mismo año, el Ejecutivo sustituyó nuevamente el proyecto, manteniendo la misma lógica de aproximación a la obligación de constituir mandatos.

Finalmente, en mayo del año 2011, se envió a trámite legislativo el texto en estudio, el que, en su opinión, cumple un doble propósito. Por una parte, regula el principio de probidad en la función pública y, por la otra, la “prevención de conflictos de interés”.

La probidad pública tiene regulación desde hace largo tiempo en nuestro sistema institucional. De hecho, los artículos 2º y 3º del proyecto reproducen, en términos más o menos similares, tanto el mandato constitucional consagrado en el artículo 8º de la carta Fundamental, como el  recogido por el artículo 52 de la LOC Bases. El inciso segundo del artículo 1º del proyecto conecta el cumplimiento del principio de probidad con las declaraciones de intereses y patrimonio, sin perjuicio del perfeccionamiento que hace de dichos instrumentos y de su marco regulatorio.

En relación con la prevención de los conflictos de interés, el inciso tercero del artículo 1º del proyecto, establece dos instrumentos hasta ahora inexistentes en nuestra legislación: la delegación de la administración del patrimonio de la autoridad y la enajenación de sus activos.

El proyecto adopta tres opciones que parecen adecuadas. En primer lugar, regula de manera sistemática la probidad pública, incorporando en un mismo cuerpo legal distintos mecanismos destinados a velar por la probidad y prevención de conflictos de interés. En seguida, estructura el sistema desde las formas menos intensas de regulación (las declaraciones de interés y patrimonio), hasta las más gravosas (la enajenación de activos), dando cuenta de que se trata de un encadenamiento de obligaciones, que sólo hacen necesario pasar a la etapa siguiente en la medida que la anterior no permita cabalmente evitar los conflictos de interés. Finalmente, la tercera opción del proyecto consiste en sujetar a las autoridades a diversas obligaciones, cada vez más intensas, en la medida que el ejercicio de sus funciones pueda suponer la adopción de decisiones capaces de producir efectos en su patrimonio, cualquiera sea su valor.

En este sentido, agregó, el proyecto pone el foco donde debe estarlo, esto es, en los potenciales conflictos de interés, y no en la cuantía del patrimonio de la autoridad, que en realidad es irrelevante desde el punto de vista de la probidad pública, salvo en lo que dice relación con la comparación de los patrimonios iniciales y finales.

El parámetro con que debe medirse el eventual conflicto de interés es la existencia de potestades o competencias publicas que, ejercidas en un sentido determinado, puede traducirse en la obtención de beneficios de carácter económico que, sin el ejercicio de esa potestad, no se alcanzaría.

Se refirió, finalmente, a las materias que, en su opinión, constituyen las carencias de la iniciativa. Estas dicen relación con los sujetos obligados a la declaración; con las facultades que se le reconocen a la Contraloría General de la República para ordenar a los funcionarios de la Administración a practicar dicha declaración; con el “hecho relevante” que motiva la autorización de la declaración; con la declaración del cónyuge, ascendientes y descendientes de la autoridad sujeta a estas obligaciones, y otros aspectos que consigna en la minuta que, cual se ha dicho, está a disposición de consulta en esta Comisión.  

- - - 

VI ACUERDO DE LA COMISIÓN

En sesión de 18 de marzo de 2013, y con el mérito de la relación precedente, esta Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Carlos Bianchi, Fulvio Rossi, Hosain Sabag y Andrés Zaldívar, prestó su acuerdo para aprobar en general este proyecto de ley en los términos propuestos por la Honorable Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional.

          - - - 

El proyecto de ley que esta Comisión propone aprobar en general a la Sala, es del siguiente tenor:

“PROYECTO DE LEY


TÍTULO I

Normas Generales


Artículo 1°.- Esta ley regula el principio de probidad en el ejercicio de la función pública y la prevención de conflictos de interés.


Para el debido cumplimiento del principio de probidad, el Presidente de la República, los ministros de Estado, los diputados y senadores, y las demás autoridades y funcionarios que determine esta ley,  deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública, en los casos y condiciones que se señalan.


Así también, esta ley determinará los casos y las condiciones en que esas autoridades delegarán a terceros la administración de aquellos bienes y obligaciones que supongan conflicto de interés en el ejercicio de su función pública y establecerá en qué situaciones calificadas, se deberá proceder a la enajenación de todo o parte de esos bienes.


Artículo 2°.- Las autoridades, cualquiera que sea la denominación con que las designen la Constitución y las leyes, y los funcionarios de la Administración del Estado, deberán dar estricto cumplimiento al principio de probidad en la función pública.


El principio de probidad en la función pública consiste en observar una conducta funcionaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función o cargo con preeminencia del interés general sobre el particular.


Su inobservancia acarreará las responsabilidades y sanciones que determine esta ley.


Artículo 3°.- Todo funcionario público deberá actuar en el ejercicio de su función en conformidad con lo dispuesto en la Constitución y las leyes, con eficiencia, eficacia e imparcialidad. Asimismo, deberá siempre velar por la continuidad del servicio público que preste y desempeñar personalmente su cargo.


Cualquiera persona podrá acceder libremente a desempeñar una función pública, cumpliendo con los requisitos que la Constitución y las leyes establecen.

TÍTULO II

De la declaración de intereses y patrimonio

Párrafo 1°

Del contenido de la declaración de intereses y patrimonio


Artículo 4°.-  El Presidente de la República, los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes y gobernadores, los secretarios regionales ministeriales, los jefes superiores de servicio, los embajadores, los consejeros del Consejo de Defensa del Estado, el Contralor General de la República, los oficiales generales y oficiales superiores de las Fuerzas Armadas y niveles jerárquicos equivalentes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, los consejeros del Consejo Directivo del Servicio Electoral, los consejeros del Consejo para la Transparencia, los consejeros del Consejo de Alta Dirección Pública, los consejeros del Consejo Nacional de Televisión, los integrantes de los Paneles de Expertos creados en la ley N° 19.940 y en la ley N° 20.378, los integrantes del Panel Técnico creado por la ley N° 20.410, los defensores locales, los alcaldes, concejales y consejeros regionales deberán efectuar una declaración de intereses y patrimonio.


Igual obligación recaerá sobre las demás autoridades y funcionarios directivos de la Administración del Estado que se desempeñen hasta el nivel de jefe de departamento o su equivalente en grado, y también sobre los funcionarios de la planta de fiscalizadores, en este último  caso independientemente de su grado.



Deberán también efectuar una declaración de intereses y patrimonio aquellas personas que la ley califique como agentes públicos y aquellas contratadas sobre la base de honorarios para prestar servicios de asesoría a la Presidencia, a los ministros y a los subsecretarios, cuando reciban regularmente una remuneración igual o superior al promedio anual de la recibida por un funcionario que se desempeñe en el nivel de jefe de división, incluidas las asignaciones que correspondan. Mediante resolución del jefe superior del servicio respectivo, se individualizarán los asesores que se encuentren en esta calidad.


Asimismo, deberán efectuar dicha declaración los directores que representen al Estado en las empresas a que se refieren los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 37 de la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas, y, en general, todos aquellos directores o miembros del consejo superior o consejo de administración de las empresas estatales.


La Contraloría General de la República podrá exigir, por orden singular, a cualquier funcionario, que efectúe una declaración de  intereses y patrimonio en los términos de esta ley, cuando así sea necesario en el contexto de una auditoría o investigación administrativa que esté llevando a cabo. En tal caso, el funcionario deberá efectuar su declaración   dentro de los treinta días siguientes al requerimiento del órgano contralor.


Artículo 5°.- La declaración de intereses y patrimonio será pública y deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes contados desde la fecha de asunción del cargo.


Además deberá actualizarse cada dos años o transcurridos treinta días desde que ocurra un hecho relevante que la modifique. Sin perjuicio de lo anterior, dentro de los treinta días siguientes de concluir sus funciones el declarante también deberá actualizarla.


La declaración de intereses y patrimonio actualizada o modificada, deberá mantener la información incluida en la anterior y contener los hechos que motivaron su actualización.


Un reglamento establecerá los requisitos y forma de la declaración de intereses y patrimonio, su actualización y modificaciones, y contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de esta ley.


Para estos efectos, se entenderá por hecho relevante toda modificación significativa en la conformación y valor del patrimonio efectivo del funcionario o autoridad declarante, mediante la cual se adquieran activos o se contraten pasivos, equivalentes a un 20% o más del patrimonio anteriormente declarado. Tendrá también el carácter de hecho relevante, la adquisición de toda nueva participación societaria, el nombramiento como director de una sociedad, corporación o fundación, y la celebración de contratos con el Estado o sus organismos.


Artículo 6°.-  La declaración de intereses y  patrimonio y sus actualizaciones, se publicarán en el sitio electrónico que para tal fin señale la Contraloría General de la República, al cual se accederá desde su propio sitio, el que deberá permitir un acceso expedito y brindar las condiciones de seguridad e integridad de los datos ingresados.


La declaración y sus modificaciones revestirán, para todos los efectos legales, la calidad de declaraciones juradas.


Artículo 7°.- La declaración de intereses y patrimonio comprenderá también los bienes del cónyuge del declarante, siempre que estén casados bajo el régimen de sociedad conyugal. No obstante, si el cónyuge es mujer, no se considerarán los bienes que ésta administre de conformidad a los artículos 150, 166 y 167 del Código Civil.


Artículo 8°.- La declaración de intereses y patrimonio deberá contener la singularización de todas aquellas actividades y bienes del declarante que se señalan a continuación:


a.- Actividades profesionales y económicas sean éstas remuneradas, no remuneradas, gremiales o de beneficencia, en que participe la autoridad o el funcionario.


En todo caso, la declaración deberá incluir las actividades señaladas precedentemente, realizadas durante los doce meses anteriores a la fecha de asunción en el cargo.


b.- Bienes inmuebles situados en el país con indicación de su avalúo fiscal y su fecha de adquisición, indicando asimismo las prohibiciones, hipotecas, embargos, litigios, usufructos, fideicomisos y demás gravámenes que les afecten, con mención de las respectivas inscripciones, sea que tengan estos bienes en propiedad, copropiedad, comunidad, propiedad fiduciaria o cualquier otra forma de propiedad. También deberán incluirse los bienes inmuebles ubicados en el extranjero, caso en el cual deberá indicarse el valor corriente en plaza de los mismos en los términos del artículo 46 bis de la ley N° 16.271, sobre Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones. Asimismo, se deberán incluir aquellos que se tengan en calidad de usufructuario, indicándose los datos necesarios para su debida valorización y singularización.


c.- Vehículos motorizados, con indicación de su inscripción en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados y avalúo fiscal, y las naves y aeronaves indicando su tasación y los datos para su debida singularización. El reglamento determinará qué otros bienes muebles, sujetos a registro, deberán incluirse en la declaración, e indicará los datos necesarios para su debida singularización.


d.- Toda clase de derechos o acciones, de cualquier naturaleza, que tenga la autoridad o funcionario declarante en comunidades, sociedades o empresas, constituidas en Chile, con indicación del nombre o razón social, giro registrado ante el Servicio de Impuestos Internos, porcentaje que corresponde al declarante en dichas entidades, la cantidad de acciones, fecha de adquisición de las acciones o derechos y el valor corriente en plaza o, a falta de éste, el valor de libros de la participación que le corresponde. También deberán incluirse los derechos o acciones que la autoridad o funcionario declarante tenga en sociedades u otras entidades constituidas en el extranjero, indicando los datos que permitan su adecuada singularización y valorización, incluyéndose en cuanto resulten aplicables, las mismas menciones recién indicadas más las adicionales necesarias para su acertada identificación y valorización. Asimismo, cuando dichas acciones o derechos no se transen en el mercado y el valor de éstos estuviera determinado por el valor de sus activos subyacentes, deberán aplicarse las reglas contenidas en cada una de las letras de este artículo a fin de efectuar su valorización. En el caso que los activos subyacentes no tuvieren reglas especiales de valorización de acuerdo a este artículo, el declarante deberá indicar el valor de mercado de dichos activos, a fin de determinar el valor de los derechos o acciones de las sociedades extranjeras respecto de los cuales subyacen los activos respectivos.


e.- Valores, excluyendo aquellos señalados en la letra anterior, a que se refiere el inciso primero del artículo 3° de la ley N° 18.045, que tenga la autoridad o el funcionario declarante, sea que se transen o no en bolsa, tanto en Chile como en el extranjero, incluyendo aquellos emitidos o garantizados por el Estado, por las instituciones públicas centralizadas o descentralizadas y por el Banco Central de Chile, con indicación de su fecha de adquisición y de su valor corriente en plaza.


f.- Cuando los derechos o acciones de que sea titular la autoridad o funcionario declarante  –conforme a lo que se señala en las letras d.- y e.- precedentes- le permitan ser controlador de una sociedad en los términos del artículo 97 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, o influir decisivamente en la administración o en la gestión de ella, en los términos del artículo 99 de la misma ley, también deberán incluirse los bienes inmuebles, y los derechos, acciones y valores a que se refieren las letras b.-, d.- y e.- anteriores y que pertenezcan a dichas comunidades, sociedades o empresas, en los términos referidos precedentemente, según corresponda.


g.- Si en las comunidades, sociedades o empresas a que se refiere la letra f.- precedente, la autoridad o funcionario tiene la calidad de controlador o influye decisivamente en su administración o gestión, según la ya referida definición de la Ley de Mercado de Valores, también deberán incluirse en la respectiva declaración los bienes a que se refieren las letras b.-, d.- y e.- que pertenezcan a dichas comunidades, sociedades o empresas.


Asimismo, se deberán declarar los bienes señalados en las letras b.-, d.- y e.- anteriores de todas las comunidades, sociedades o empresas que son controladas o influidas decisivamente en su administración o gestión, por las comunidades, sociedades o empresas que, a su vez, son controladas o influidas decisivamente en su administración o gestión, por la autoridad o funcionario declarante.


h.- Cuando los hijos menores del declarante, sujetos a su patria potestad, participen en conjunto con éste en las comunidades, empresas o sociedades referidas precedentemente, deberán también declararse los bienes que les pertenezcan en ellas, de los señalados en los literales d.-, e.-,f.- y g.-. 


i.- Contratos de mandato de administración de activos, con indicación de los siguientes antecedentes: individualización de la persona jurídica mandataria; fecha de celebración de el o los contratos, según corresponda; notaría pública o consulado de Chile en el que fueron otorgados, según corresponda; indicando, por medio de una certificación del mandatario, el valor comercial global de la cartera de activos entregada en administración a la fecha de la declaración, conforme a lo informado por el mandatario en la última memoria anual presentada. Adicionalmente, se deberá adjuntar al formulario la copia autorizada del instrumento mediante el cual se constituyó el mandato de administración de activos.


j.- La declaración contendrá también una enunciación de los créditos provenientes de operaciones de crédito de dinero y demás obligaciones de dinero que adeude el solicitante a cualquier empresa bancaria, institución financiera o crediticia, siempre que el conjunto de dichas obligaciones sea superior al valor de trescientas unidades tributarias mensuales, con prescindencia de la calidad jurídica en que éstas hayan sido contraídas por el declarante.


En este caso, se deberá individualizar la persona acreedora y la fecha de constitución y vencimiento de la respectiva obligación, como también, su naturaleza y el carácter en que ella haya sido asumida por el declarante.


La autoridad o funcionario obligado a efectuar su declaración de intereses y patrimonio, podrá declarar, voluntariamente, toda otra posible fuente de conflicto de interés, distinta a la que se detalla en este artículo.

Párrafo 2°

De las responsabilidades y sanciones asociadas a las infracciones relativas a la declaración de intereses y patrimonio de las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado


Artículo 9°.- El jefe superior del servicio o quien haga sus veces y los intendentes, tendrán la obligación de verificar que todos los funcionarios y autoridades efectúen oportunamente la declaración de     intereses y patrimonio.



La infracción a las conductas exigibles prescritas en este párrafo hará incurrir en responsabilidad y traerá consigo las sanciones que determine la ley. La responsabilidad administrativa se hará efectiva con sujeción a las normas estatutarias que rijan al órgano u organismo en que se produjo la infracción.


Artículo 10.-  Si la persona obligada a efectuar o actualizar la declaración de intereses y patrimonio no lo realiza dentro del plazo dispuesto para ello o lo efectúa de manera incompleta, la Contraloría General de la República podrá apercibir al infractor para que lo realice dentro del plazo de veinte días, notificándolo por carta certificada, conforme a lo establecido en el artículo 46 de la ley N° 19.880. Si se mantuviera el incumplimiento, la Contraloría formulará cargos y el obligado tendrá el plazo de veinte días para contestarlos. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada en conciencia. La Contraloría mediante resolución fundada, propondrá, si corresponde, al jefe de servicio o a quien haga sus veces, la aplicación de una multa a beneficio fiscal de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes al apercibimiento, se aplicará además la suspensión sin goce de remuneraciones o, tratándose de la declaración por cese en el cargo, una multa de treinta a cincuenta unidades tributarias mensuales.


De todo lo anterior se dejará constancia en la respectiva hoja de vida funcionaria.

                El monto de la multa aplicable a las autoridades o funcionarios que, habiendo sido destituidos de sus cargos, no efectuaren la declaración de intereses y patrimonio dentro de los treinta días siguientes de haber cesado en ellos, será de cuarenta y cinco unidades tributarias mensuales por cada mes de incumplimiento.


La resolución que imponga la multa y aquéllas que apliquen la suspensión, serán impugnables en la forma y plazo prescritos en el artículo 14.


Además, en los sitios electrónicos del respectivo servicio, se publicarán los nombres de la o las personas sancionadas por no efectuar la correspondiente declaración.


Artículo 11.- La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el artículo anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.


Artículo 12.- La Contraloría General de la República podrá fiscalizar la integridad y veracidad del contenido de la declaración de intereses y patrimonio. Para lo anterior, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 151 de la ley N° 10.336, podrá solicitar información a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, a la Superintendencia de Valores y Seguros, a la Superintendencia de Pensiones, al Servicio de Impuestos Internos, al Conservador de Bienes Raíces y al Servicio de Registro Civil.


Ninguna de las instituciones mencionadas en el inciso anterior podrá negar la información solicitada por la Contraloría, si la tuviere, pero se extenderá a ella y a sus funcionarios el mismo deber de reserva que las respectivas leyes orgánicas contemplan para dichos organismos y sus funcionarios.


Artículo 13.- Los alcaldes y concejales que no efectúen o no actualicen sus declaraciones en la forma y plazos establecidos por esta ley y su reglamento, serán sancionados por la Contraloría General de la República conforme a lo dispuesto en los artículos 10 y 11.


La sanción que se aplique se notificará al alcalde o concejal y al secretario municipal respectivo, quien deberá ponerla en conocimiento del concejo municipal en la sesión más próxima. Asimismo, dicha sanción se deberá incluir en la cuenta pública a que hace referencia el artículo 67 de la ley N° 18.695 e incorporarse en el extracto de la misma, que debe ser difundida a la comunidad.


Artículo 14.- Las sanciones contempladas en los artículos 10, 11 y 13 serán reclamables ante la Corte de Apelaciones respectiva, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique. 


La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días siguientes a tal requerimiento. La Corte podrá pedir también, en esa misma resolución, informe a este respecto a la Contraloría General de la República. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo.

Párrafo 3°

De la declaración de intereses y patrimonio efectuada por otras autoridades


Artículo 15.- Los diputados y senadores deberán efectuar, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante un notario. Una copia de la misma  deberá ser publicada en el sitio electrónico de la respectiva Corporación.


La declaración de intereses y patrimonio a que se refiere este artículo deberá efectuarse en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°.


Los diputados y senadores deberán actualizar su declaración dentro de los treinta días siguientes desde que ocurra un hecho relevante que la modifique. Asimismo, deberán actualizarla dentro de los treinta días siguientes a la cesación en el cargo o al término del período.


Cumplidos los plazos a que se refiere este artículo, el secretario de cada Cámara publicará en el sitio electrónico que corresponda, la individualización de los parlamentarios  que no hubieren efectuado su declaración. 


Artículo 16.- Las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria, conocerán y resolverán acerca de la aplicación de las sanciones a las que se refiere este artículo.


Si el parlamentario no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido por la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria que corresponda, para que lo realice dentro del plazo de veinte días y, en caso de incumplimiento, le aplicará una multa a beneficio fiscal, de diez a treinta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de sus remuneraciones o dieta, cuando corresponda. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


El procedimiento podrá iniciarse de oficio por las comisiones señaladas en el inciso primero o por denuncia de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al parlamentario afectado el derecho de contestarlos en el plazo de veinte días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada en conciencia. La Comisión deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia.


La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.


Artículo 17.-  Los miembros del escalafón primario y los de la segunda serie del escalafón secundario del Poder Judicial, a que se refieren los artículos 267 y 269 del Código Orgánico de Tribunales, respectivamente, deberán, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante notario. Una copia de la misma deberá ser publicada en el sitio electrónico del Poder Judicial.


La declaración de intereses y patrimonio a que se refiere este artículo deberá efectuarse en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°.


Sin perjuicio de lo referido en el artículo 5°, la declaración deberá ser actualizada dentro de los treinta días desde que el funcionario fuere nombrado en su nuevo cargo o dentro de los treinta días siguientes al cumplimiento del próximo cuatrienio, si no se hubiere efectuado un nuevo nombramiento.


Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de diez a treinta unidades tributarias mensuales, en la forma que establece el Título XVI del Código Orgánico de Tribunales, según corresponda. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.


Las disposiciones contenidas en los incisos precedentes, serán aplicables a los jueces de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, regulados por la ley N° 20.322, que Fortalece y Perfecciona la Jurisdicción Tributaria y Aduanera.


Artículo 18.-  El Fiscal Nacional, los fiscales regionales y los fiscales adjuntos deberán efectuar una declaración jurada de    intereses y patrimonio, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°. Dicha declaración será otorgada y protocolizada ante notario, y se publicará en el sitio electrónico del Ministerio Público.


Sin perjuicio de lo referido en el artículo 5°, la declaración deberá ser actualizada dentro de los treinta días desde que el funcionario fuere nombrado en un nuevo cargo o dentro de los treinta días siguientes al cumplimiento del próximo cuatrienio, si no se hubiere efectuado un nuevo nombramiento.


Artículo 19.- Si los fiscales regionales o los fiscales adjuntos no efectúan de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio a que se refiere el artículo anterior, la efectúan de manera incompleta o no la actualizan dentro de plazo, serán apercibidos para que la realicen  dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, serán sancionados con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, impuestas administrativamente por el Fiscal Nacional o el Fiscal Regional respectivo, en su caso. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el superior jerárquico que corresponda o por denuncia de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al obligado afectado el derecho de contestarlos en el plazo de veinte días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada en conciencia. El superior jerárquico deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. Si el que incumple o comete las infracciones referidas precedentemente, fuese el Fiscal Nacional, se estará a lo dispuesto en el artículo 59 de la ley N° 19.640.


La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.


Artículo 20.- Los integrantes titulares y suplentes del Tribunal de Contratación Pública y el Ministro de Fe al que se refiere el artículo 23 de la ley N° 19.886, deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante notario, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°. Una copia de ella deberá ser publicada en el sitio electrónico del Tribunal.


Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice  dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal, de diez a treinta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de sus remuneraciones o dieta, cuando corresponda.


El procedimiento podrá iniciarse de oficio por la Corte Suprema o por denuncia de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho de contestarlos en el plazo de veinte días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada en conciencia. La Corte deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. La multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.


Artículo 21.- Los Ministros y los suplentes de Ministro del Tribunal Constitucional deberán efectuar una declaración jurada  de  intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante notario, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°. Una copia de ella deberá ser publicada en el sitio electrónico del Tribunal Constitucional.


Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal Constitucional en pleno. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


Artículo 22.- Los integrantes titulares y suplentes  del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante notario, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°. Una copia de ella deberá ser publicada en el sitio electrónico del tribunal.


Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


Artículo 23.-  Los integrantes del Tribunal Calificador de Elecciones deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante notario, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°. Una copia de ella deberá ser publicada en el sitio electrónico del tribunal.


Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal Calificador de Elecciones. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


Artículo 24.-  Los integrantes de los Tribunales Electorales Regionales deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante notario, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°. Una copia de ella deberá ser publicada en el sitio electrónico del tribunal.


Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal Calificador de Elecciones. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


Artículo 25.-  En el caso de las infracciones a que se refieren los artículos 21, 22, 23 y 24, el procedimiento aplicable se podrá iniciar de oficio por el respectivo Tribunal o por denuncia de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al Ministro afectado el derecho a contestarlos en el plazo de veinte días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán presentarse todos los medios de prueba, la que se apreciará en conciencia. El Tribunal deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia.


La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.


Artículo 26.- En los sitios electrónicos del Poder Judicial, del Ministerio Público y de los tribunales mencionados en los artículos 20,21, 22, 23 y 24 se publicarán los nombres de las respectivas autoridades y funcionarios que hubieren sido sancionados por no efectuar la correspondiente declaración de intereses y patrimonio.

TÍTULO III

Del mandato de administración y la enajenación forzosa

CAPÍTULO 1°

Generalidades


Artículo 27.- Las autoridades señaladas en este Título tendrán la obligación de constituir un Mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores, en adelante el “Mandato”, en los casos y en la forma que se establece en esta ley y de enajenar ciertos activos en aquellas situaciones excepcionales.


En todo lo no previsto en el presente Título, el Mandato se regirá por las normas generales aplicables al mandato civil.

CAPÍTULO 2°

Del mandato de administración discrecional de cartera de valores

Párrafo 1°

Definición y modalidades


Artículo 28.-  El Mandato a que se refiere este Título, es un contrato en virtud del cual una autoridad, en la forma y los casos señalados en esta ley, y con el objeto de precaver posibles conflictos de interés, encarga a uno o más terceros autorizados, la administración discrecional de valores que integren su patrimonio, quienes se hacen cargo separadamente de éstos, por cuenta propia y riesgo del primero.


La autoridad que confiere el encargo se llama mandante, y el que lo acepta, mandatario.


Artículo 29.- El Mandato admitirá las modalidades de Mandato de Administración General de Cartera, o “Mandato General”; y la de Mandato de Administración Diversificada de Cartera, o “Mandato Diversificado”.


El Mandato General es aquel contrato en virtud del cual una autoridad encarga a uno o más terceros autorizados la administración amplia y discrecional de sus valores señalados en el artículo 30. La finalidad del Mandato General es la administración libre de una cartera de inversiones sin entregar al mandante ninguna información respecto del destino de los valores entregados en administración, ni el mandante entregar ninguna instrucción respecto del destino de sus inversiones.


Salvo las situaciones contempladas en el artículo 53, el mandante podrá instruir al mandatario la no enajenación de parte o todos los valores que se le entreguen en administración, mas no podrá disponer nuevas inversiones en aquellos valores que se deben enajenar, ni en aquéllos que deberán entregarse en mandato, conforme con lo establecido en esta ley.


El Mandato Diversificado es aquel contrato en virtud del cual una autoridad encarga a uno o más terceros autorizados la presentación de un plan de liquidación de sus valores señalados en el artículo 30. El mandatario, en cumplimiento del encargo, deberá invertir el producto de dicha liquidación en un portafolio de activos lo suficientemente amplio con el objeto de evitar que las actividades de la autoridad puedan influenciar el valor del mandato. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 33, el plan de liquidación no podrá contener disposiciones que permitan  al mandatario invertir el producido de dicha liquidación en aquellos valores que la autoridad se encuentra obligada a enajenar o que deberán entregarse en mandato, en conformidad a las normas de esta ley.


Sin perjuicio de lo anterior, la Superintendencia de Valores y Seguros en conjunto con la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, podrán dictar normas de carácter general en las que definirán y regularán otras formas de mandato de administración de cartera de terceros, que tengan por objeto precaver posibles conflictos de interés. Estos mandatos serán gestionados por cuenta y riesgo del mandante y el mandatario estará facultado para decidir su inversión, enajenación y demás actividades que correspondan, en conformidad con las disposiciones contenidas en el contrato de administración de cartera de terceros que deben suscribir ambas partes y a las disposiciones de este Título, según lo señalado en el inciso siguiente.


A los mandatos mencionados en el inciso anterior, les serán aplicables las disposiciones de este Título referidas a las prohibiciones de información relativas al mandante y las prohibiciones de recibir instrucciones relativas al mandatario, debiendo cumplir siempre con los estándares que sobre estas materias establece esta ley. Asimismo, le serán aplicables las disposiciones sobre fiscalización y procedimiento de reclamación, y las sanciones que establezcan dichos contratos deberán cumplir con los parámetros establecidos en el Capítulo 4° de este Título. A estos mandatos no se les aplicarán las normas relativas a oportunidades y causales de modificación del mandato dispuestas en el Párrafo 4° de este Capítulo.


La autoridad obligada a constituir mandato podrá optar libremente por cualquiera de las modalidades referidas precedentemente.

Párrafo 2°

Objeto del mandato


Artículo 30.- El Presidente de la República, los ministros de Estado, los senadores, los diputados, los consejeros regionales y el Contralor General de la República deberán constituir el mandato sobre la totalidad de sus acciones de sociedades anónimas abiertas, opciones a la compra y venta de tales acciones, bonos, debentures y demás títulos de oferta pública representativos de capital o deuda que sean emitidos por entidades constituidas en Chile y que se encuentren inscritas en los registros de valores que llevan la Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. Asimismo, las sociedades o entidades que conforman el Grupo Empresarial en que la autoridad tenga la calidad de controlador, o miembro del controlador en los términos del Título XV de la ley N° 18.045, también deberán constituir mandato respecto de los valores señalados.


Los subsecretarios, los intendentes regionales, los gobernadores y los alcaldes deberán constituirlo cuando valores de su propiedad, de aquellos señalados en el inciso anterior:


a) Se vinculen con las entidades del sector privado sujetas, directamente y de acuerdo a la ley, a la fiscalización o control del o los organismos sujetos a su dependencia o supervigilancia, o


b) Se vinculen directamente con el ámbito de sus competencias.

Párrafo 3°

Normas comunes a ambos tipos de mandato


Artículo 31.- El Presidente de la República y los senadores y diputados deberán constituir el mandato dentro del período comprendido entre su proclamación como candidatos electos y la fecha en que legalmente les corresponda asumir el cargo. Las demás autoridades señaladas en el artículo 30 y los parlamentarios nominados en conformidad al artículo 51 de la Constitución Política de la República, deberán hacerlo dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de asunción del cargo.


Asimismo, si durante el ejercicio de su cargo se genera alguno de los supuestos contemplados en el artículo anterior respecto de nuevos valores, las autoridades señaladas deberán ampliar el mandato o constituir uno nuevo en el término de treinta días.


Artículo 32.-  El mandato se constituye por voluntad del mandante y por la aceptación del mandatario, en un solo acto, mediante escritura pública otorgada y publicada en los términos de este párrafo.


Artículo 33.- El mandato deberá contener, al menos, las siguientes menciones:


1) Individualización del mandante, del mandatario y de la modalidad del mandato que se constituye. Respecto del mandatario deberá identificarse su representante legal y los dueños o accionistas controladores, en su caso.


2) El inventario detallado de los valores que conforman la parte del patrimonio del mandante sobre la que se constituye el mandato, así como el valor corriente de los mismos.


3) Las instrucciones generales de administración, en especial en lo referido al riesgo y diversificación de las inversiones. Con todo, dichas instrucciones no podrán referirse a efectuar inversiones en alguna empresa en particular.


4) Los activos específicos respecto de los que se autorice al mandatario a delegar facultades de administración, con las limitaciones establecidas en el artículo 43.


Dentro de los cinco días siguientes al otorgamiento de la escritura pública de constitución del mandato, el mandante deberá entregar una copia autorizada de ella a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, y a la Contraloría General de la República. En el caso del Contralor General de la República, la escritura pública deberá entregarse a la Cámara de Diputados, para su registro.


Una copia de la escritura pública de la constitución del mandato y la declaración jurada de independencia a que se refiere el artículo 40 de esta ley, deberán ser publicadas en el sitio electrónico del organismo en el cual desempeñe sus funciones el mandante. El obligado deberá también publicar en el mismo sitio, las modificaciones a los instrumentos referidos. 


Artículo 34.- Las autoridades obligadas a otorgar mandato en los términos de esta ley, podrán designar a uno o más mandatarios. 

Párrafo 4°

Modificaciones al mandato


Artículo 35.- Durante la vigencia del mandato, el mandante podrá introducirle modificaciones una vez al año. Para estos efectos el mandante deberá informar las modificaciones a la Contraloría General de la República y, en el caso del Contralor General de la República, a la Cámara de Diputados, dentro de los dos días hábiles siguientes a aquél en que se efectuó la modificación.


Las modificaciones podrán referirse únicamente a las instrucciones generales otorgadas en el acto de constitución del mandato a las que se refiere el número 3) del artículo 33 y deberán cumplir con las solemnidades señaladas en el referido artículo, en lo que fuera procedente.


Artículo 36.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior y tratándose de las instrucciones consignadas en el número 3) del artículo 33, el mandante podrá, por una sola vez en el año, instruir al mandatario la modificación de sus inversiones cuando existan manifiestos cambios en los mercados que hagan gravoso para el patrimonio del mandante mantener las instrucciones otorgadas. En este caso, el mandante deberá informar a la Superintendencia respectiva, para que ésta, dentro de los cinco días hábiles siguientes, se pronuncie sobre la procedencia de la modificación e instruya al mandatario a efectuarla.


Las modificaciones a que hace referencia este artículo deberán cumplir con las solemnidades exigidas en el artículo anterior.

Párrafo 5°

Obligaciones y prohibiciones del mandante


Artículo 37.- La autoridad que haya constituido un mandato deberá abstenerse de ejecutar cualquiera clase de acción, directa o indirecta, dirigida a establecer algún tipo de comunicación con el mandatario destinada a instruirlo sobre la forma de administrar el patrimonio o una parte de él, sin perjuicio de las excepciones contempladas en esta ley.

Párrafo 6°

Obligaciones y prohibiciones del mandatario


Artículo 38.- Sólo podrán desempeñarse como mandatarios, para los efectos de esta ley, las personas jurídicas que a continuación se señalan y que se encuentren inscritas previamente en los registros a que se refiere el artículo siguiente:


a) Las corredoras de bolsa, los agentes de valores, las administradoras generales de fondos, las administradoras de fondos mutuos y las administradoras de fondos de inversión, sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros.


b) Las empresas bancarias autorizadas para operar en Chile, con exclusión de los bancos extranjeros autorizados únicamente para mantener oficinas de representación o actuar como agentes de negocios de sus casas matrices.


c) Las entidades autorizadas para administrar activos de terceros, constituidas en el extranjero, siempre que cumplan con la fianza o garantía establecida en el artículo siguiente. Dichas entidades deberán cumplir, además, con los estándares internacionales que determine el reglamento, dispuestos por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, circunstancia que deberá ser acreditada ante la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras o la Superintendencia de Valores y Seguros, según corresponda, las que deberán verificar tal circunstancia al momento de inscribir a la entidad en el registro respectivo. Asimismo, deberán designar a un apoderado en Chile con amplias facultades de representación, en conformidad a los términos que señale la norma de carácter general que para estos efectos dictarán, en conjunto, las Superintendencias mencionadas.


Artículo 39.- La Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras llevarán, separadamente, un Registro Especial de Administradores de Mandato en el cual deberán inscribirse las personas jurídicas autorizadas a desempeñarse como mandatarios. Los registros estarán a disposición permanente del público y deberán publicarse en el sitio electrónico de las respectivas instituciones.


Las mencionadas Superintendencias establecerán, conjuntamente, mediante una norma de carácter general, los antecedentes e información específica que deberán acompañar en sus solicitudes de inscripción en el respectivo registro, quienes deseen desempeñarse como mandatarios para los efectos de esta ley.


Adicionalmente y con el objeto de garantizar el fiel y oportuno cumplimiento de su mandato, dichos mandatarios deberán constituir una caución o garantía irrevocable y pagadera a la vista, a beneficio fiscal. Esta caución o garantía deberá constituirse al momento de celebrar el primer contrato de mandato, constará en boleta bancaria de garantía  o póliza de seguro, emitida por entidades instituidas en Chile y será equivalente al 10% del valor del patrimonio que mediante dicho contrato se entregue en administración, con un tope de mil unidades tributarias mensuales.


Artículo 40.-  La autoridad obligada a constituir un mandato no podrá designar como mandatario a una persona jurídica en la cual tenga o haya tenido participación accionaria o patrimonial directa o indirecta, entendiéndose esta última en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, durante el año anterior a su designación, y a aquellas personas jurídicas cuyos directores o administradores, gerentes o ejecutivos principales, tengan relación de parentesco hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad con la autoridad, o su cónyuge.


De manera previa o simultánea a la suscripción del mandato, el mandatario, debidamente representado, así como la autoridad obligada a su constitución, deberán emitir una declaración jurada por separado, indicando estar en conocimiento de lo señalado en este artículo y la ausencia de relaciones de vinculación, parentesco o dependencia que impidan la celebración válida del contrato.


Artículo 41.- El mandatario deberá mantener su calidad de independiente en los términos definidos en el artículo anterior, durante todo el tiempo que dure el mandato. En el evento que por un hecho sobreviniente pierda tal carácter, deberá comunicarlo a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, a más tardar dentro de los cinco días hábiles siguientes a la ocurrencia del hecho. Asimismo, deberá comunicarlo al mandante sólo una vez que haya sido autorizado expresamente por la respectiva Superintendencia.


El incumplimiento de esta obligación será sancionado en conformidad con lo dispuesto en el artículo 57.


Artículo 42.- El mandatario no podrá delegar el encargo. Sin embargo, podrá encomendar la gestión de negocios específicos a terceras personas que designe, bajo su exclusiva responsabilidad, si fue autorizado por el mandante, expresamente, en la escritura de constitución del mandato, conforme con lo estipulado en el número 4) del artículo 33.


El mandatario no podrá encomendar la gestión de negocios específicos a personas que tengan con el mandante algún tipo de vínculo que afecte o pueda afectar su independencia en los términos señalados en el artículo 40, siendo responsabilidad del mandatario la elección de la o las personas a quienes encargue este tipo de comisiones, las cuales deberán cumplir con todos los demás requerimientos de esta ley, en especial el estar inscritas en el Registro de Mandatarios autorizados por las Superintendencias.


Artículo 43.- El mandatario que administre un mandato general tiene prohibido divulgar cualquier información que pueda llevar al público general o al mandante a saber el estado de las inversiones de este último.


La violación de este deber de reserva respecto de la gestión y administración de los bienes dados en mandato general, será sancionada en conformidad con lo dispuesto en el artículo 57.


Artículo 44.- Para efectos tributarios, el mandatario deberá proporcionar oportunamente al mandante la información estrictamente necesaria para que este último declare y pague los impuestos que le correspondan por las rentas provenientes de los bienes a que se refiere el artículo 30, especialmente aquella que permita al mandante determinar si se trata de rentas exentas o no afectas, sujetándose en todo a las reglas establecidas en el Código Tributario contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974, y en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974.


Esta información deberá entregarse en términos que no se vulnere lo establecido en los artículos 43 y 47.


Los gastos en que incurra el mandante para remunerar al mandatario en los términos del artículo 48, constituirán un gasto necesario para producir la renta, conforme al artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, sin perjuicio de las facultades generales del Servicio de Impuestos Internos.


El Servicio de Impuestos Internos deberá dictar las circulares, resoluciones u oficios, según corresponda, para la adecuada interpretación y aplicación de este artículo.


Artículo 45.- El mandatario deberá, con cargo a la parte del patrimonio sobre la que se constituyó el mandato, proveer de fondos al mandante cada vez que éste así lo solicite, no pudiendo este último indicar la forma de obtenerlos ni el primero informar acerca de la fuente específica.


En ningún caso el mandante podrá invertir los fondos referidos en bienes que puedan quedar sujetos a la obligación de constituir un mandato o de enajenar, en atención al cargo que desempeña.


Artículo 46.- El mandatario deberá proporcionar anualmente al mandante y a la Superintendencia de Valores y Seguros  o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, una memoria escrita razonada, que tendrá el carácter de reservada, acerca de la situación general del patrimonio administrado, acompañada de un estado general de ganancias y pérdidas.


Las mencionadas Superintendencias establecerán conjuntamente, mediante una norma de carácter general, el contenido mínimo de la memoria y la forma en que ésta deberá ser presentada.


Artículo 47.-  Queda estrictamente prohibido al mandatario comunicarse, por sí o por interpósita persona, con el mandante, para informarle sobre el destino de su patrimonio o para pedir instrucciones específicas sobre la manera de gestionarlo o administrarlo. Esta prohibición se extiende, además, a las personas relacionadas con el mandante o que tengan interés, directo o indirecto, en el mandato, según los criterios determinados en el artículo 40.


El mandante no podrá exigir al mandatario que le rinda cuenta mientras el mandato se mantenga vigente.


La infracción a esta prohibición será sancionada en conformidad con lo dispuesto en el artículo 57.


Excepcionalmente se permitirán comunicaciones por escrito entre el mandatario y el mandante, las que deberán ser, en todo caso, previamente aprobadas por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, y sólo podrán versar sobre resultados globales del mandato, giros a beneficio del mandante, pérdida de la calidad de independiente del mandatario, declaración y pago de impuestos y modificación a las instrucciones del mandato, en conformidad a esta ley.


Artículo 48.- La constitución del mandato dará derecho al mandatario a recibir una remuneración por sus servicios, la que será determinada por las partes en el acto de constitución.


Artículo 49.- Los gastos incurridos por el mandatario en el desempeño de su cargo le serán abonados con cargo a los recursos que administra a medida que éstos se vayan devengando, y de conformidad a las normas que se fijen en el mandato.

Párrafo 7°

Término del mandato y restitución de los bienes al mandante


Artículo 50.- El mandato termina por las siguientes causales:


1) Por la cesación de la función pública del mandante;


2) Por la revocación expresa del mandante;


3) Por la renuncia del mandatario;


4) Por la muerte del mandante o la disolución del mandatario;


5)  Por la declaración de quiebra o insolvencia del mandante;


6) Por la declaración de quiebra, liquidación forzosa o insolvencia del mandatario;


7) Por haber perdido el mandatario, por causa sobreviniente, su calidad de independiente, de conformidad al artículo 40;


8) Por suspensión del Registro del Mandatario, por haber incurrido éste en alguna de las conductas establecidas en los artículos 41, 43 ó 47, y 


9) Por la cancelación de la inscripción en el Registro Especial a que se refiere el artículo 39.


Artículo 51.- Expirado el mandato por renuncia o pérdida sobreviniente de la calidad de independiente del mandatario, este último, previa rendición de cuenta, procederá a entregar al mandante la parte del patrimonio que le fue encomendada, en la fecha pactada o, a falta de estipulación, tan pronto como fuere posible. 


En caso de muerte del mandante, el mandatario deberá entenderse, para los efectos del inciso anterior, con los herederos del mandante fallecido.


En el caso de disolución del mandatario, la obligación señalada en el inciso primero, deberá ser cumplida íntegramente por sus liquidadores.


En los casos de quiebra del mandatario, las obligaciones de este último en relación con el mandato deberán ser asumidas por el síndico hasta la designación del nuevo mandatario.


En todo caso, para los efectos de lo señalado en este artículo, el mandatario saliente o sus representantes continuarán, hasta la designación del nuevo mandatario, siendo responsables de la gestión encomendada en lo relativo a las operaciones de carácter conservativo que resulten indispensables para una adecuada protección de la parte del patrimonio encomendada, como del cumplimiento de todas las obligaciones asumidas en el ejercicio del mandato.


La rendición de cuentas efectuada por el mandatario saliente será pública. El reglamento determinará el procedimiento de rendición de cuentas al que hace referencia este artículo.


Artículo 52.- Al término del mandato, el mandante cumplirá en todo caso las obligaciones pendientes contraídas por el mandatario.

CAPÍTULO 3°

De las enajenaciones a que obliga esta ley


Artículo 53.- El Presidente de la República, los senadores y diputados y el Contralor General de la República estarán obligados a enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de:


1) Empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o a sus organismos, cuyos contratos vigentes superen, individualmente o considerados en su conjunto, las cien mil unidades de fomento, siempre y cuando la participación de la autoridad supere el 5% del capital de la misma. La Contraloría General de la República determinará, dentro del mes de enero de cada año, las empresas que se encuentren en esa situación, conforme a las transacciones efectuadas en el año calendario precedente.


2) Empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas o que exploten, a cualquier título, concesiones de radiodifusión televisiva  de libre recepción. También deberán enajenar o renunciar a su participación en la propiedad de las empresas que exploten, a cualquier título, otras concesiones, cuando la participación de la autoridad sea igual o superior al 5% del capital social de la empresa que explote la concesión y sus contratos vigentes superen, individualmente o considerados en su conjunto, las cien mil unidades de fomento.


Por su parte, los ministros de Estado deberán enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de:


1) Empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o a sus organismos, cuyos contratos vigentes superen, individualmente o considerados en su conjunto, las cien mil unidades de fomento, siempre y cuando la participación de la autoridad supere el 5% del capital de la misma. La Contraloría General de la República determinará, dentro del mes de enero de cada año, las empresas que se encuentren en esa situación, conforme a las transacciones efectuadas en el año calendario precedente.


2) Empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas, cuando éstas se encuentren vinculadas directamente con el ámbito de su competencia.


Los subsecretarios y los intendentes deberán enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas, cuando éstas se encuentren vinculadas directamente con el ámbito de su competencia.


Los superintendentes, los intendentes de dichas Superintendencias y los jefes de servicios de los servicios descentralizados estarán sujetos a la obligación de enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de todas aquellas entidades sujetas, directamente y de acuerdo a la ley, a su fiscalización.


Los alcaldes estarán sujetos a la obligación de enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de aquellas entidades que tengan contratos vigentes con la municipalidad cuyo objeto diga relación con funciones de aseo y ornato de la comuna respectiva, o exploten, a cualquier título, concesiones municipales de cualquier tipo dentro de su comuna.


De igual forma y, según corresponda, deberán enajenarse o renunciarse a las participaciones antes señaladas cuando los titulares de éstas sean comunidades o sociedades que conformen el grupo empresarial en que la autoridad tenga la calidad de controlador o miembro del controlador en los términos del Título XV de la ley N° 18.045.


La enajenación o renuncia a que se refiere este artículo deberá ser efectuada por la autoridad o por la entidad propietaria en el caso contemplado en el inciso precedente, dentro del plazo de ciento veinte días siguientes contado desde la fecha de su nombramiento o desde que legalmente le corresponda asumir en el cargo, o bien, dentro de los ciento veinte días siguientes a la fecha en que la autoridad o la empresa en que participe pase a tener alguna de dichas calidades. El producto de dichas ventas no podrá ser invertido por ella en bienes que puedan quedar sujetos  a la obligación de enajenar, conforme a lo dispuesto en esta ley.


La autoridad que no cumpla con la obligación de enajenación o renuncia de su participación en conformidad a lo dispuesto precedentemente, será sancionada según lo establecido en el artículo 56.


La enajenación o renuncia de las acciones a que se refiere este artículo estará sujeta al tratamiento tributario que corresponda, de acuerdo a las reglas generales.


Para los efectos de este artículo, no se considerará como intempestiva la renuncia presentada por un socio que asume alguno de los cargos señalados en esta disposición.

CAPÍTULO 4°

Fiscalización y sanciones por la infracción de las disposiciones de este Título y procedimiento de reclamación


Artículo 54.- Corresponderá a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, velar porque las personas jurídicas que se desempeñen como mandatarios cumplan las normas de esta ley.


Corresponderá a la Contraloría General de la República velar porque las autoridades obligadas en este Título, den cumplimiento a sus disposiciones. En el caso de los senadores y diputados, corresponderá a las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria, velar por el cumplimiento de las disposiciones contenidas en esta ley. Por su parte, corresponderá a la Cámara de Diputados velar por el cumplimiento de las disposiciones contenidas en esta ley, por parte del Contralor General de la República.


Artículo 55.- Para el eficaz ejercicio de las funciones de la Superintendencia de Valores y Seguros y de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, el mandatario designado no podrá negarse a entregar la información que estos organismos le soliciten.


En caso de incumplimiento por parte del mandatario de la obligación referida en el inciso precedente, se aplicará una multa a beneficio fiscal, hasta por un monto global por sociedad equivalente a trescientas unidades tributarias mensuales.


Artículo 56.-  Transcurrido el plazo señalado en el artículo 53 sin que se haya cumplido con la obligación de enajenación de la participación en conformidad con lo dispuesto en dicho artículo, o bien, transcurridos los plazos señalados en el artículo 31 sin que se haya constituido el mandato, la autoridad infractora será notificada por la Contraloría General de la República de dicha circunstancia. A partir de la notificación, contará con un plazo de diez días para subsanar su situación. Expirado este plazo, la autoridad en mora será sancionada con multa, a beneficio fiscal, de hasta trescientas unidades tributarias mensuales.


La infracción a lo dispuesto en el inciso anterior podrá ser considerada, además, como una vulneración grave al principio de probidad administrativa. Corresponderá al Contralor General de la República ordenar la instrucción de los sumarios administrativos que procedan. En el caso del Presidente de la República y los ministros de Estado, la Contraloría General de la República deberá informar esta situación de incumplimiento reiterado a la Cámara de Diputados, para los fines que sean pertinentes.


En el caso del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de esta ley.


Artículo 57.- La vulneración por el mandante de la obligación contenida en el artículo 37, será sancionada con multa a beneficio fiscal, de hasta mil unidades tributarias mensuales en atención a la naturaleza y gravedad de la infracción.


Adicionalmente, la infracción referida, podrá ser considerada, además, como una vulneración grave al principio de probidad administrativa, para lo cual se procederá conforme a lo establecido en los incisos segundo y tercero del artículo anterior, según corresponda.


Por su parte, la vulneración por el mandatario de las disposiciones contenidas en los artículos 41, 43 y 47, será sancionada con multa a beneficio fiscal, de hasta mil unidades tributarias mensuales y cancelación por un año de la inscripción en el registro para operar como mandatario.


Artículo 58.-  Las multas que esta ley establece para las personas jurídicas que se desempeñen como mandatario serán aplicadas por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda. La Superintendencia respectiva podrá imponer las sanciones a la sociedad, directores, gerentes, dependientes o inspectores de cuentas o liquidadores.


Los procedimientos sancionatorios que la Superintendencia de Valores y Seguros inicie, se regirán por lo dispuesto  en el Título III del decreto ley N° 3.538, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros.


Por su parte, los procedimientos que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras inicie, se regirán por lo dispuesto en el párrafo 3 del Título I de la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado, fue fijado por medio del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda.


En caso de reincidencia en el incumplimiento de cualquiera de las normas de esta ley, el infractor podrá ser sancionado hasta por el doble del máximo de las multas aplicables. Se considerará reincidencia una nueva infracción a cualquiera de las disposiciones de esta ley. En caso que sea el mandatario el que reincida, se aplicará la cancelación de su inscripción en el registro para ejercer como mandatario respecto de los contratos regidos por esta ley.


Las sanciones establecidas en esta ley para las autoridades señaladas en este Título, serán aplicadas por la Contraloría General de la República, en conformidad con lo dispuesto en la ley N° 10.336, sobre Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República.


En todo lo no regulado expresamente, se aplicarán de forma supletoria las normas contempladas en la ley N° 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.


Artículo 59.- Las sanciones contempladas en este Capítulo, serán reclamables ante la Corte de Apelaciones de Santiago, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique.


La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días siguientes a tal requerimiento. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo.


La reclamación deberá ser fundada y acompañar los documentos probatorios en que se base.


En el caso que el reclamante sea alguna de las entidades reguladas por la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado, fue fijado por medio del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, el procedimiento de reclamación se regirá por lo dispuesto en los artículos 22 y 23 de dicha ley.


Artículo 60.- Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 101 de la Ley de Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:


“Del mismo modo, le serán aplicables las obligaciones establecidas en el inciso primero al mandatario respecto de las rentas que provengan de los bienes que le han sido entregados en mandato especial de administración de cartera. El referido informe deberá ser presentado en la forma y plazo que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.”. 


Artículo 61.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central, contenida en el artículo primero de la ley N° 18.840:


a) Modifícase el artículo 14 en el siguiente sentido:


1.- Suprímense en el inciso primero las expresiones que siguen al punto seguido, el que pasa a ser punto final.


2.- Sustitúyese el inciso final por los tres siguientes:


“ Los miembros del Consejo, antes de asumir sus cargos, deberán declarar, bajo juramento y mediante instrumento protocolizado en una notaría del domicilio del Banco, la circunstancia de no afectarles las incompatibilidades señaladas precedentemente. La declaración jurada deberá efectuarse en los términos antedichos, con las mismas formalidades, al momento de dejar el cargo.


Asimismo, y sin perjuicio de lo señalado en el artículo 90, será aplicable, en este caso, la exigencia de efectuar la declaración jurada de intereses y patrimonio a que se refieren los artículos 5°, 7° y 8° de la Ley sobre Probidad en la Función Pública y de Prevención de los Conflictos de Interés, otorgada y protocolizada ante notario, ciñéndose para ello a los requisitos y formalidades aplicables a las demás autoridades sujetas a dicha obligación. Una copia de la respectiva declaración deberá ser publicada en el sitio electrónico del Banco. Dicha exigencia será también aplicable, en los mismos términos mencionados, a las personas que desempeñen los cargos de Fiscal, Revisor General y a todas aquellas otras que de conformidad con el Reglamento del Personal del Banco, tengan el carácter de empleados superiores de la institución, como asimismo, a quien ejerza la función de ministro de fe en las actuaciones del Consejo y del Banco.


La declaración de intereses y patrimonio antedicha, deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes contados desde la fecha de la asunción del cargo. Además, deberá actualizarse cada cuatro años o transcurridos treinta días desde que ocurra un hecho relevante que la modifique. Sin perjuicio de lo anterior, la misma actualización deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes de concluir sus funciones el declarante.”.


b) Intercálase el siguiente artículo 14 bis, pasando el actual a ser 14 ter:


“Artículo 14 bis.- Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio a que se refiere el artículo anterior, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice o complemente   dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que será impuesta por el Consejo. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


Para estos efectos, el ministro de fe del Banco deberá poner los antecedentes respectivos en conocimiento del Consejo, para que se inicie el pertinente procedimiento. La formulación de cargos dará al declarante afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, la que se apreciará en conciencia. El Consejo deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes contados desde la última diligencia.


En todo caso, el declarante afectado podrá reclamar de la multa que le imponga el Consejo conforme al procedimiento establecido en el artículo 69.


La omisión inexcusable o la inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará, tratándose de los consejeros, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 15, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar. En el caso de los demás declarantes, el Consejo adoptará las sanciones y demás medidas que correspondan.”.


c) Incorpórase en el Párrafo I del Título II, el siguiente artículo 14 quáter, nuevo:


“Artículo 14 quáter.- Los miembros del Consejo, cuyo patrimonio esté conformado por bonos u otro tipo de inversión en títulos de renta fija emitidos por empresas bancarias, así como por acciones o cualquiera de las inversiones mencionadas en otra institución sujeta a la supervisión de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, deberán dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que asuman legalmente sus funciones, constituir por escritura pública, el mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores a que se refiere la Ley sobre Probidad en la Función Pública y de Prevención de los Conflictos de Interés.


Una copia de dicha escritura pública deberá publicarse por una sola vez en el mismo sitio electrónico institucional  en que el Banco da cumplimiento a las disposiciones del artículo 65 bis de esta ley, dentro de los cinco días siguientes a la fecha de constitución del mandato. En el mismo plazo, y para efectos de su custodia y fines de información general, el consejero respectivo deberá remitir copia autorizada de la referida escritura, al ministro de fe del Banco. El consejero sujeto a los requisitos aplicables a las demás autoridades, podrá igualmente modificar las instrucciones generales del mandato para lo cual deberá dar cumplimiento a las formalidades indicadas precedentemente.


El consejero que con posterioridad a la constitución del mandato a que se refiere esta disposición, adquiera cualquier activo de los señalados en el inciso primero, deberá ampliar dicho mandato o constituir uno nuevo, dentro del plazo de treinta días desde que se produzca el hecho, debiendo observar las mismas formalidades descritas en los incisos precedentes.


Sin perjuicio del cumplimiento de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 14 de esta ley, y dentro del plazo de ciento veinte días contado desde la fecha de asunción en el cargo, los miembros del Consejo estarán obligados a enajenar o renunciar a la totalidad de la participación que posean en la propiedad de empresas proveedoras de bienes y servicios al Banco, cuyos contratos vigentes en   un período anual superen, individualmente o considerados en su conjunto, las cien mil unidades de fomento, siempre que la participación del consejero exceda el 5% del capital de dicha empresa; como también en entidades que se encuentren sujetas a la exigencia de autorización, licencia, permiso o informe previo del Banco, que incida en el desarrollo de su objeto estatutario. En todo caso, el producto de dichas ventas no podrá ser invertido en bienes que puedan quedar sujetos a la obligación de enajenar.


De igual forma, deberá enajenarse la participación en los valores antes señalados que pertenezcan a sociedades o entidades que conformen el grupo empresarial en que el consejero tenga la calidad de controlador o miembro del controlador en los términos del Título XV de la ley N° 18.045.


Si por cualquier causa algún miembro del Consejo adquiriere una participación en alguna de las empresas a que se refieren los incisos anteriores, estará obligado a enajenarla en el plazo de treinta días contado desde que se verifique el hecho.”.


d) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 15 por el siguiente:


“Igual acusación podrá ser deducida contra los miembros del Consejo que omitan inexcusablemente o incluyan a sabiendas información inexacta en la declaración de incompatibilidades o, de intereses y patrimonio, a que se refiere el artículo 14; o que incumplan la obligación de constituir el Mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores o de enajenación de acciones o renuncia de participación social prevista en el artículo 14 quáter.”.


e) Derógase la letra b) del artículo 23, pasando la letra c) a ser b).


f) Agrégase el siguiente artículo 10 transitorio:


“Artículo 10.- Los consejeros en actual ejercicio deberán dar cumplimiento a las obligaciones a que se refiere el artículo 14 quáter, dentro del mismo plazo previsto para las demás autoridades sujetas a las disposiciones de la Ley sobre Probidad en la Función Pública y de Prevención de los Conflictos de Interés.”.


Artículo 62.- Deróganse las siguientes disposiciones:


1) El párrafo 3° “De la Declaración de Intereses y Patrimonio” y los artículos 65,66 y 68 del Párrafo 4° “ De la Responsabilidad y de las Sanciones”, ambos del Título III denominado “De la Probidad Administrativa”, de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


2) Los artículos 5° C, 5° D y 5° E del Título Primero sobre “Disposiciones Generales” de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


3) Los artículos 323 bis y 323 bis A del Código Orgánico de Tribunales.


4) El artículo 17 del decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional.


5) Los artículos 9°, 9° ter y 47 de la ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público.


6) El artículo 9° bis del decreto ley N° 211, de 1973, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.


7) El artículo 6° bis de la ley N° 18.460, Orgánica Constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones.


8) El artículo 7° bis de la ley N° 18.593, sobre Tribunales Electorales Regionales.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- El reglamento de esta ley deberá dictarse dentro del plazo de noventa días contado desde la publicación de la misma.


Esta ley comenzará a regir tres meses después de la dictación del reglamento.


Artículo segundo.- Las autoridades obligadas en virtud de esta ley, deberán adecuar su situación a lo que ésta establece, dentro del plazo de tres meses desde su entrada en vigencia.


Artículo tercero.- Desde la entrada en vigencia de esta ley, la referencia efectuada en otras normas a la obligación de presentar una declaración de intereses y una declaración de patrimonio, se entenderá hecha a esta ley.”.

- - -





Acordado en sesiones de 18 de diciembre de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Fulvio Rossi (Presidente), Carlos Bianchi, Jaime Orpis, Hosain Sabag y Andrés Zaldívar; 8 de enero de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Fulvio Rossi (Presidente), Jaime Orpis, Hosain Sabag y Andrés Zaldívar; 15 de enero de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Fulvio Rossi (Presidente), Carlos Kuschel (Carlos Bianchi), Jaime Orpis, Jorge Pizarro (Andrés Zaldívar), Hosain Sabag y Andrés Zaldívar; 22 de enero de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente accidental), Jaime Orpis, Hosain Sabag y Andrés Zaldívar, y 18 de marzo de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Fulvio Rossi (Presidente), Carlos Bianchi, Hosain Sabag y Andrés Zaldívar.


Sala de la Comisión, a 28 de marzo de 2013.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero,

Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES ESPINA Y TUMA, CON LA QUE SE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE FORTALECE LA PERSECUCIÓN DE FALSIFICACIÓN DE TARJETAS BANCARIAS Y OBTENCIÓN FRAUDULENTA DE DATOS 

(8856-07)

1.- La ley N° 20.009, de 1° de abril de 2005, que limita la responsabilidad de los usuarios de tarjetas de crédito por operaciones realizadas con tarjetas extraviadas, hurtadas o robadas, constituyó un significativo aporte a la persecución de los ilícitos que, en gran volumen, eran cometidos valiéndose de las oportunidades delictivas que surgían de la expansión del mercado de tarjetas de crédito y débito.

2.- Sin embargo, la tecnología avanza más rápido que las leyes. Los delitos de "phishing" ("robo de datos personales a través de envío de correo electrónico falso") y "pharming" ("robo de datos personales a través de página web falsa") no podían ser previstos por el legislador, por los cambios tecnológicos posteriores a la ley que han permitido su masificación. Asimismo, el progreso en las comunicaciones a través de Internet, ha facilitado la comisión de delitos de estafa, a través de medios informáticos, que el legislador no estaba en condiciones de regular.

3.- Por otra parte, según información del Ministerio Público, las denuncias por uso fraudulento de tarjetas de crédito y débito alcanzó la cantidad de 6.487 delitos el año 2011, y a junio de 2012 ya se habían denunciado la cantidad de 5.989 delitos de la misma especie, lo que hace presagiar que este año dichos ilícitos han tenido un auge muy significativo.

4.- Puesto que la información es muchas veces utilizada desde el extranjero, o incluso sustraída remotamente desde fuera de las fronteras patrias, advertimos sobre la necesidad que el Estado de Chile, a través del Gobierno, que para estos efectos nos representa internacionalmente, adhiera, suscriba y solicite al Congreso, la ratificación de la Convención de Budapest, que básicamente, como una manera de proteger los derechos de los usuarios de Internet, simplifica la comunicación de los órganos de cada país encargados de la prevención y la persecución criminal, pues de otra manera se debe recurrir al engorroso y burocrático medio de las cartas rogatorias y exhortos internacionales, cuya tardanza hace muy difícil la prevención de perjuicios y la persecución criminal.

5.- A lo anterior debe agregarse que la normativa del Código Procesal Penal, dirigida a facilitar la recuperación de los bienes estafados por parte de las víctimas, también se ve superada por la rapidez con la que - producto de las nuevas tecnologías- los delincuentes pueden cometer fraudes a través de medios informáticos, y apropiarse desde el extranjero o en el territorio nacional, de dineros de las víctimas o de las instituciones bancarias.

6.- Por tales motivos, es necesario reformar nuestras leyes, de modo que se establezca:

1° Que es punible no sólo el uso, venta, exportación, importación o distribución de los datos o el número de una tarjeta de crédito o débito, haciendo posible que terceros realicen operaciones de compra o de acceso al crédito o al débito que corresponden exclusivamente al titular, sino que también constituye delito realizar dichos ilícitos valiéndose en los términos expuestos de la información impresa en dichas tarjetas;

2° Que debe sancionarse con severas penas, a quien cometa falsedad forjando o falsificando tarjetas de crédito o débito, con independencia de que haya provocado efectivamente perjuicio patrimonial a la víctima;

3° Que los tribunales chilenos tienen competencia para conocer de los delitos que provoquen sus efectos en Chile, aunque sean cometidos en el extranjero, cuando sus autores se hayan valido de medios informáticos o hayan utilizado tarjetas de crédito o débito o los datos que obren en cualquiera de ellas;

4° Que las víctimas puedan solicitar de manera expedita a los tribunales, que estos ordenen a las instituciones bancarias que deben abstenerse de girar los fondos que han sido transferidos de manera ilícita a través de estos medios a terceros, entre otras medidas, aun cuando los delincuentes no hayan podido ser habidos o identificados pero hayan antecedentes fundados de que se ha cometido un delito.

En mérito de lo expuesto, los senadores patrocinantes y demás adherentes venimos en presentar el siguiente Proyecto de Reforma Legal:

PROYECTO DE LEY

Artículo 1°: Introdúcese el siguiente nuevo artículo 472 bis al Código Penal:

"Artículo 472 bis.- El que cometiere falsedad forjando o utilizando cheques, tarjetas de crédito, de débito u otro sistema similar para uso en equipos que permiten efectuar transacciones con entidades sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, será sancionado con pena de presidio menor en su grado máximo y multa de dieciséis a veinte unidades tributarias mensuales."

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 6° del Código Orgánico de Tribunales:

1.- Modifícase su artículo 6° de la siguiente manera:

a) En el número 9°, reemplázase la coma (,) y la conjunción "y", por un punto y coma (;),

b) En el número 10°, sustitúyese el punto (.) por una coma (,) y la conjunción “y”, y

c) Incorpórase el siguiente numeral 11:

"11. Los cometidos valiéndose de medios informáticos o utilizando tarjetas de crédito o débito o los datos que obren en cualquiera de ellas, y que provoquen sus efectos en Chile.".

Artículo 3°.- Agrégase el siguiente nuevo inciso final al artículo 188 del Código Procesal Penal:

"Las victimas de alguno de los delitos tipificados en la Ley N°20.009 a del artículo 161 del Código Penal, podrán solicitar al tribunal que decrete alguna de las medidas cautelares reales del artículo 157 de este Código para asegurar el resultado de su reclamación o tercería, aún en el caso en que no se haya formalizado investigación contra uno o más imputados. En casos calificados, dichas medidas cautelares reales podrán decretarse aún encontrándose pendiente la notificación de la citación que ordene el tribunal a la audiencia de tercería o reclamación solicitada."

(Fdo.): Alberto Espina Otero, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, CON LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE FIJA EN SEIS MESES EL PLAZO DE COBRO DE TARIFAS DE PEAJE INSOLUTAS Y PROHÍBE COMUNICAR LA INFORMACIÓN SOBRE EL INCUMPLIMIENTO DE LOS USUARIOS 

(8863-09)

Exposición de motivos.

El artículo 41 de la denominada Ley de Concesiones, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se contiene en el Decreto Supremo N° 900, del año 1996, establece en su artículo 41 que cuando un usuario de una obra dada en concesión incumpla el pago de su tarifa o peaje, el concesionario tendrá derecho a cobrarla judicialmente, mediante el procedimiento establecido en la ley N° 18.287, ante el Juez de Policía Local donde se produjo el hecho, el cual deberá, al ordenar dicho pago, imponer al condenado una indemnización compensatoria a favor del concesionario, de un valor equivalente a cinco veces el pago incumplido, reajustado según la variación del Índice de Precios al Consumidor, más los intereses máximos convencionales y las costas.

Esta indemnización que resulta absolutamente desproporcionada, implicando un verdadero acto expropiatorio, sin que el sentenciado tenga posibilidad de reclamar, ni que se considere la real existencia de perjuicios, sea por daño emergente o por lucro cesante, ni menos su prueba para formar convicción en el juez, reviste además características de inconstitucionalidad.

Sin embargo, existen dos aspectos en que a nuestro entender se hace igualmente necesario legislar en esta materia.

Por una parte, y considerando que queda al exclusivo arbitrio de las empresas concesionarias la decisión de hacer efectivo el cobro, lo que conlleva un efecto perverso, al hacerse un mal uso de las vías concesionadas, por cuanto resultaría más rentable para las empresas obtener estas indemnizaciones que el cobro normal de las tarifas establecidas, es procedente fijar un plazo perentorio para que dichas empresas hagan efectivo el cobro judicial de las tarifas o peajes impagos, el que se estima que no debe superar los seis meses, desde que se produjo el incumplimiento, considerando que este tipo de faltas prescriben en dicho plazo, en lo que respecta a la acción para su persecución.

A lo anterior, cabe agregar que en múltiples oportunidades estas tarifas o peajes impagos, son informados por las empresas concesionarias a los responsables de los registros o bancos de datos personales, que se contemplan en el artículo 17 de la Ley N° 19.628, situación ésta que no ha estado en el ánimo del legislador, y que obviamente provoca una verdadera estigmatización a quienes, por diversas razones, incumplen dichos pagos.

En efecto, el artículo 17 de la citada ley, establece que la información que puede comunicarse a dichos registros o bancos de datos personales, es la que versa sobre obligaciones de carácter económico, financiero, bancario o comercial, cuando éstas consten de los instrumentos privados mercantiles que la misma disposición señala.

A mayor abundamiento, el inciso segundo de la norma ya aludida, establece que no podrá comunicarse la información relacionada con las deudas contraídas con empresas públicas o privadas que proporcionen servicios de electricidad, agua, teléfono y gas.
En consecuencia, estimamos que los incumplimientos de pago de dichas tarifas o peajes, deben someterse a la misma regla antes mencionada, por lo que se hace necesario modificar el referido inciso segundo, a fin de incorporar esta prohibición.

En mérito a las consideraciones que anteceden, venimos en someter a la aprobación del Senado de la República, el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

Artículo primero: Modifíquese el artículo 42 de la Ley de Concesiones, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se contiene en el Decreto Supremo N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, agregándose un inciso tercero, del siguiente tenor:

"El cobro judicial a que tiene derecho el concesionario en conformidad a lo dispuesto en el inciso primero, debe hacerse en un plazo máximo de seis meses, desde que se produjo el incumplimiento".

Artículo segundo: Modifíquese el artículo 17 de la ley N° 19.628, que contiene la normativa sobre la protección de la vida privada, agregándose un inciso tercero, del siguiente tenor:
“Tampoco podrá comunicarse la información relacionada con los incumplimientos de pagos de tarifas o peajes por parte de usuarios de obras dadas en concesión, a que se refiere el artículo 42 de la Ley de Concesiones, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, se contiene en el Decreto Supremo N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas”.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES BIANCHI, HORVATH Y MUÑOZ ABURTO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO EN MATERIA DE REGULACIÓN DEL CONTRATO DE APRENDIZAJE 

(8864-13)

El contrato de aprendizaje, que está dirigido principalmente a jóvenes1, está regulado en El Libro I, Título II, Capítulo I, del Código del Trabajo y es definido como aquella convención en virtud de la cual un empleador se obliga a impartir a un aprendiz, por sí o a través de un tercero, en un tiempo y en condiciones determinados, los conocimientos y habilidades de un oficio calificado, según un programa establecido, y el aprendiz a cumplirlo y a trabajar mediante una remuneración convenida.

En las relaciones laborales surgen obligaciones para las dos partes del contrato de trabajo. El trabajador se obliga en lo principal a realizar ciertos servicios o trabajos de manera personal y el empleador a pagar una determinada remuneración por los servicios prestados. La particularidad de este contrato está dada, fuera de otras exigencias adicionales, que en él se entrega por parte del propio empleador o algún trabajador experimentado, las bases para el conocimiento y desarrollo de un oficio. La característica mencionada encuentra su contraprestación, primeramente, en las ventajas que representa para el empleador la posibilidad de adquirir mano de obra más barata, pues no se encuentra sujeto a ningún tipo de ingreso mínimo, y también en la posibilidad de dirigir la formación del trabajador del modo más eficiente, de acuerdo al negocio de que se trate, con los consecuentes beneficios.

En esta figura existen además, una serie de limitaciones: el trabajador queda fuera de cualquier posible negociación colectiva -restringiéndose así uno de los derechos fundamentales- y el empleador sólo puede tener bajo estas condiciones al trabajador por una determinada cantidad de tiempo y además se acota el número de trabajadores que pueden estar contratados bajo esta modalidad. Por lo anterior, es que dicho contrato es esencialmente temporal, esto permite contar con el tiempo necesario para la adquisición las habilidades y herramientas para el desempeño del oficio del que se trate y pone fin a la restricción de derechos.

De lo anterior se desprende que esta regulación está claramente establecida en beneficio de ambos actores. Sin embargo, su funcionamiento en la práctica está lejos de alcanzar el espíritu de la ley; esto por dos razones principales y relacionadas.

_______________

1 La Ley N° 20.422, en su artículo 47, permite que los trabajadores con discapacidad celebren el contrato de aprendizaje pero, con algunas salvedades.

La primera razón es que lamentablemente son minoría los casos en que el empleador es naturalmente equitativo y es por ello que en la práctica se dan casos en que las remuneraciones pactadas son francamente vergonzosas. Si pensamos que el ingreso mínimo mensual es de $193.000, es difícil imaginar que se pacte una remuneración menor, pero esto se permite en diversos casos como por ejemplo: Para los mayores de 65 años de edad y para los trabajadores menores de 18 años de edad el monto del IMM es de $144.079.

Este tema claramente trascendente, tanto para el trabajador, su familia y consecuentemente para la sociedad, ha sido siempre motivo de fuertes debates y objeto de protección tanto de nuestro ordenamiento jurídico como de distintos organismos internacionales.

Para ejemplarizar lo anterior podemos mencionar que la Declaración Universal de Derecho Humanos expresa que "toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración equitativa y satisfactoria, que le asegure, así como a su familia, una existencia conforme a la dignidad humana" en el mismo sentido la OIT tiene dentro de sus objetivos el lograr la garantía de un salario vital adecuado y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales reconoce "el derecho de toda persona al goce de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que le aseguren en especial: i) una remuneración que proporcione como mínimo a todos los trabajadores y ii) condiciones de existencia dignas para ellos y para sus familias4".

Nuestra Carta Fundamental en su capítulo tercero asegura a todas las personas "el derecho a la libre contratación y a la libre elección del trabajo con una justa retribución5", entonces parece claro que las remuneraciones no son un tema que se pueda dejar a la simple buena voluntad de los empleadores, hoy nuestros números son bajos pero al menos existe un mínimo garantizado.

El IMM al que nos hemos referido tiene excepciones, como en el caso del contrato en comento, donde no se aplica. Sin embargo, creemos de toda justicia y absolutamente necesario establecer una línea base de justicia y equidad. El ejecutivo debiese hacerse cargo de esta carencia y enviar un proyecto de ley eliminando la exclusión consagrada en el artículo 81 del Código del trabajo o que al menos se establezca un mínimo especial, coincidente con lo dispuesto para los menores de 18 años y mayores de 65, consistente en un IMM cercano al 75% del IMM general y que actualmente bordea los 144 mil pesos mensuales, de este modo podría corregirse los abuso que hoy, nosotros como Corporación, no podemos cambiar, pues no está dentro de nuestras facultades iniciar la tramitación de un proyecto en este sentido. No obstante, existen otros problemas asociados a esta misma figura los cuales si podemos remediar.

_________________

2 IMM

3 Artículo 23 N° 3

4 Artículo 7

5 Artículo 19 N° 16

Dentro de los problemas que presenta el contrato de aprendizaje existen otras afectaciones a los derechos laborales como la venta del uniforme o de las propias herramientas necesarias para trabajar dentro de la misma empresa, o la falta de fiscalización en el cumplimiento de la prohibición de condicionar la formación a la realización de actividades ajenas al oficio, o que bajo el pretexto de estar entregando una formación laboral se utiliza esta figura, pero se deja al joven trabajador a cargo de otro -que muchas veces- carece de la experticia o habilidad necesaria para transmitir el conocimiento o manejo idóneo o, al menos, adecuado de un oficio. Todas ellas representan una desnaturalización del contrato de aprendizaje y configuran una vulneración al espíritu de la ley.

Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo Único: Modificase el Capítulo I "Del contrato de aprendizaje", Título II, Libro I, del Código del Trabajo de la manera siguiente:

1.- En el artículo 1 incorporase el siguiente inciso segundo nuevo:

"El empleador deberá establecer en el plan respectivo, el número de horas promedio en que el aprendiz realizará cada una de las tareas previstas para la adquisición de los conocimientos o habilidades del oficio de que se trate".

2.- Incorpórese en el artículo 83:

a) En el numeral 1, entre el término "proporcionando" y el vocablo "los", el término "gratuitamente”.

b) En el numeral 3, sustituyéndose el punto final por una coma, la siguiente expresión: "el cual deberá contar al menos con una experiencia de 3 años en el oficio cuya enseñanza imparte”.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.
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